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Este glifo representa a Kej, que tiene 
un significado de Liderazgo, fuerza, 
inteligencia.

	 La publicación del boletín El Observador. Análisis Alternativo 
sobre Política y Economía es una de las acciones estratégicas que 
lleva a cabo la Asociación El Observador, como parte de un proceso que 
promueve la construcción de una sociedad más justa y democrática a 
través de fortalecer la capacidad para el debate y la discusión, el plan-
teamiento, la propuesta y la incidencia política de actores del movi-
miento social guatemalteco, organizaciones comunitarias y expresiones 
civiles locales, programas de cooperación internacional, medios de co-
municación alternativos, etc., y todas aquellas personas que actúan en 
distintos niveles (local, regional y nacional).

¿Quiénes somos?

	 La Asociación El Observador es una organización civil sin fines 
lucrativos que está integrada por un grupo de profesionales que están 
comprometidos y comprometidas con aportar sus conocimientos y ex-
periencia para la interpretación de la realidad guatemalteca, particular-
mente de los nuevos ejes que articulan y constituyen la base del actual 
modelo de acumulación capitalista en Guatemala, las familias oligarcas 
y los grupos corporativos que le dan contenido, las transnacionales, las 
fuerzas políticas que lo reproducen en tanto partidos políticos así como 
agentes en la institucionalidad del Estado, las dinámicas y formas ope-
rativas, ideológicas, políticas y económicas que despliegan en los terri-
torios, el Estado y la sociedad en su conjunto.

	 Con esto pretendemos contribuir a que fundamentalmente gru-
pos comunitarios, liderazgos y organizaciones sociales afectados/as di-
recta e indirectamente por las inversiones que concretan estos ejes de 
acumulación, cuenten con insumos de información y análisis para fun-
damentar la defensa de sus derechos y la concreción de acciones y pro-
puestas alternativas frente a este modelo.

¿Qué hacemos?

	 Promover la articulación de procesos sistematización de informa-
ción, análisis e investigación con la acción política, especialmente con 
grupos, liderazgos y organizaciones sociales cuyos territorios han sido 
afectados por el actual modelo de acumulación.

¿Cómo lo hacemos?

Seguimiento sistemático de la información y articulación del análisis y la 
investigación sobre las problemáticas.

Producción de los boletines El Observador. Análisis Alternativo sobre 
Política y Economía, y de ENFOQUE, Análisis de Situación; así como 
de materiales mediados y publicaciones de investigaciones específicas.

Investigaciones específicas relacionadas con los ejes de acumulación y 
sus movimientos.

Procesos de formación y mediación política con actores estratégicos.

Acompañamiento en los procesos de lucha por la defensa del territorio.

Actividades públicas como presentaciones, foros, mesas de discusión, 
talleres y charlas.

Si desea apoyar el trabajo que hace 
El Observador, puede hacerlo a 
través de:

“Esta publicación ha sido realizada 
con el apoyo financiero de la Generali-
tat Valenciana. El contenido es respon-
sabilidad exclusiva de El Observador y 
Periferies no refleja necesariamente la 
opinión de la Generalitat Valenciana.”
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El Estado guatemalteco y las empresas: una relación histórica de intereses corpo-
rativos que violan los derechos humanos

Un poco más de 11 años han transcurrido desde que el Consejo de Derechos Humanos de las Naciones Unidas 
(ONU) aprobara, en junio de 2011, los Principios Rectores sobre Empresas y Derechos Humanos mediante la Re-
solución 17/4, y las evaluaciones existentes acerca de los primeros 10 años de vigencia de dichos preceptos indican 
que, si bien se han producido avances significativos que se expresan en un creciente número de empresas que se 
comprometen a respetar los derechos humanos, así como hay más gobiernos de todas partes del mundo qué están 
elaborando sus respectivos Planes de Acción Nacional (PAN), a la vez continúan existiendo importantes abusos de 
las empresas en todos los sectores y regiones, dejando a los trabajadores y a las comunidades y Pueblos Indígenas 
en situación de riesgo y con escasas perspectivas de protección o reparación de los daños causados, ya que los de-
fensores y defensoras de derechos humanos que se resisten y denuncian los abusos relacionados con la operación 
de las empresas, siguen enfrentándose a la estigmatización, las amenazas y la represión. 

En el caso de Guatemala, el ensayo de Luis Solano que se publica en la presente edición del boletín El Observador. 
Análisis Alternativo sobre Política y Economía, precisamente parte de explicar en qué consisten los Principios Rec-
tores sobre Empresas y Derechos como base para señalar las principales falencias que existen por parte del Estado 
guatemalteco para avanzar en materia de respeto y observancia de los Derechos Humanos, en el marco de dichos 
principios, aunque a la fecha no sean vinculantes.

Al pasar revista minuciosa al contenido esencial de los Principios Rectores, Solano advierte que Guatemala no 
cuenta todavía con un PAN y con una estrategia clara para promover y concretar su construcción, que vaya más allá 
de las declaraciones gubernamentales que destacan el interés de ponerlo en marcha, así como de la convocatoria 
oficial que hizo la Comisión para la Paz y los Derechos Humanos (COPADEH) a expresiones de la sociedad civil 
para el efecto. Por el contrario, se asiste a un proceso demasiado lento y sospechosamente malicioso, a la vez que 
las medidas que ha tomado el Estado para concretar la Política Pública de Protección de Defensoras y Defensores 
de Derechos Humanos, pese a la resolución de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) que 
la demanda, son en realidad exiguas, pobres, no inciden y evidencian, ante todo, un desinterés en cumplir con su 
vigencia, aunque los técnicos hagan su mejor esfuerzo. 

Las falencias en el cumplimiento de los Principios Rectores son el resultado del contubernio y de la relación his-
tórica entre el Estado guatemalteco y las empresas corporativas -nacionales e internacionales-, en pos de la inva-
sión de los territorios donde ancestralmente habitan comunidades y Pueblos Indígenas para la explotación de las 
riquezas naturales mediante la incursión de inversiones privadas que solo buscan el beneficio privado por encima 
del derecho colectivo, y contra los beneficios de los que, con su fuerza de trabajo, generan la riqueza social que las 
empresas se apropian.

De acuerdo con el análisis que hace el investigador de El Observador, queda fundamentado que el actual Estado 
guatemalteco ha sido estructurado para garantizar los privilegios de un pequeño pero poderoso grupo empresarial 
hegemónico que se aglutina en lo que se conoce como el G-8, cuyos intereses se expresan en las cámaras que in-
tegran el Comité Coordinador de Asociaciones Agrícolas, Comerciales, Industriales y Financieras (CACIF) y otras 
instancias empresariales como la Fundación para el Desarrollo de Guatemala (FUNDESA), la Asociación Guate-
malteca de Exportadores (AGEXPORT), el Centro para la Responsabilidad Social Empresarial (CENTRARSE) y 
otras, en detrimento de la garantía de derechos humanos básicos de la gran mayoría.

Cada vez queda en evidencia que el CACIF y las cámaras empresariales corporativas, consecuentes con el pensa-
miento neoliberal que les identifica, en sus pronunciamientos claman acciones represivas contra las resistencias 
comunitarias que demandan su derecho de acceso a la tierra y mejores condiciones de vida, vinculando sus deman-
das y la acción de los defensores y defensoras de derechos humanos, con lo intereses del “crimen organizado”, y 
exigiendo al Estado que haga valer su “derecho a la propiedad privada” desalojando a “los usurpadores” y crimina-
lizando la protesta social. Contrario a preocuparse por la vigencia de los derechos humanos y el cumplimiento del 
Pilar II de los Principios Rectores que es Respetar, los grupos empresariales corporativos fundaron la Asociación 
Civil para la Defensa de la Propiedad Privada y contra el Prevaricato (ACDEPRO), que en realidad se ha convertido
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en un frente de ataque y criminalización contra liderazgos comunitarios, campesinos e indígenas, así como de or-
ganizaciones y expresiones civiles de acompañamiento.

El autor demuestra, con base en fuentes pertinentes, que la lógica institucional responde a intereses corporati-
vos y las instituciones oficiales son operadas, tras bambalinas o abiertamente, por grupos empresariales que han 
financiado a los gobiernos de turno, particularmente a los tres últimos de Otto Pérez Molina, Jimmy Morales Ca-
brera, y Alejandro Giammattei Falla, que terminaron apañando y siendo operadores principales de la ofensiva para 
deshacerse de la Comisión Internacional contra la Impunidad en Guatemala (CICIG), apoderarse totalmente del 
Ministerio Público (MP), y de controlar el sistema de justicia y los Poderes del Estado para la consecución de un 
estado de cosas impune.

Los métodos y la respuesta estatal utilizada por los diferentes gobiernos para estigmatizar, criminalizar, judiciali-
zar y reprimir la protesta social, y las luchas de los defensores y defensoras de derechos humanos, muestran patro-
nes similares de carácter contrainsurgente como, por ejemplo, la imposición, desde 2012, de Estados de excepción 
en varios territorios donde operan inversiones privadas, así como el uso de los aparatos de seguridad del Estado 
-policiales y militares- en contubernio con grupos paramilitares. El Estado guatemalteco, en lugar de proteger a la 
población y las comunidades indígenas, y exigir a las empresas reparar los impactos que causan sus inversiones y 
operaciones, está militarizando los territorios para aplacar los movimientos en resistencia frente a los monoculti-
vos de palma africana, hule, banano, caña de azúcar, megaproyectos de obra gris, minería, petróleo, etc., haciendo 
caso omiso del Derecho de Consulta Previa, Libre e Informada contenido en el Convenio 169 de la Organización 
Social del Trabajo (OIT) del cual Guatemala es signataria.

El control de los ministerios que resuelven sobre las actividades extractivas son un objetivo estratégico de grupos 
que facilitan la consecución de sus objetivos inversionistas, tal es caso de funcionarias y funcionarios al frente de 
las carteras de Energía y Minas (MEM); Ambiente (MARN); y Economía (MINECO), entre otras; jueces y juezas en 
tribunales e instancias de justicia; y fiscales en el MP que son influenciados y trabajan para los grupos corporativos 
políticos y empresariales bajo el mecanismo de las “puertas giratorias”.

Por ejemplo, en el Foro de Empresas y Derechos Humanos de Naciones Unidas que se celebra anualmente en Gine-
bra, Suiza, un escenario en el que las instancias empresariales tienen presencia y cabildean para manifestar su pre-
sunto compromiso con el cumplimiento de los Principios Rectores, son en realidad una muestra de demagogia. En 
la práctica, la estrategia del empresariado guatemalteco es “lavarse la cara” con el discurso de las buenas prácticas, 
ya que existe una extensa lista de incumplimientos con esos compromisos, señalados y recomendados más de una 
vez al Estado guatemalteco por distintos países que asisten a dichos foros, así como por instancias internacionales 
de defensa de los derechos humanos.

En sus distintas intervenciones ante el Consejo de Derechos Humanos, el Estado guatemalteco se ha esforzado por 
demostrar avances y cumplimientos en materia de derechos humanos, pero las instituciones siguen cooptadas por 
poderosas estructuras corruptas y de crimen organizado, en un contexto en donde las violaciones a los derechos 
humanos e incumplimiento de los Principios Rectores son una constante.

A nivel interno, Solano destaca que el llamado “sistema de diálogo” y las instancias que lo han integrado son, en 
esencia, defensa parcializada de los intereses de las fracciones empresariales oligarcas que, con su incursión en 
los territorios y las inversiones, son las que han creado la llamada conflictividad. El diálogo como fetiche es una 
estrategia empresarial diseñada y a cargo del gobierno de turno para hacer prevalecer sus intereses e imponer a 
defensores y defensoras del territorio, sus lógicas de acumulación de ganancias. Bajo el argumento de la “voluntad 
política” y los “ejercicios de diálogo”, los gobiernos pretenden atajar las crecientes problemáticas creadas por las 
inversiones en las actividades extractivas.

Mientras persista la captura corporativa del Estado guatemalteco por la alianza histórica entre grupos de poder 
económico y político, el ejército, y los partidos políticos, en función de sus intereses particulares para controlar el 
aparato estatal, la vigencia de los derechos humanos y el cumplimiento de los Principios Rectores serán retórica 
en Guatemala.
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Por Luis Solano

Elementos para el análisis 
crítico sobre el incumplimiento 
del Estado guatemalteco y las 
empresas, 

de los principios rectores sobre empresas y 
derechos humanos de la ONU

1.  Antecedentes
Economista por la 
Universidad de San 
Carlos de Guatema-
la (USAC), perio-
dista e investigador 
social. Integrante 
fundador de El 
Observador.

	 De acuerdo con la Oficina de la Alta Comisionada de las Naciones Uni-
das para los Derechos Humanos (OACNUDH), principal entidad de las Naciones 
Unidas en Derechos Humanos, el Consejo de Derechos Humanos hizo suyos los 
Principios Rectores sobre Empresas y Derechos Humanos en su resolución 17/4 
del 16 de junio de 20111. 

	 Una década ha pasado desde que se adoptó esa resolución. En una nota 
de prensa publicada recientemente por OACNUDH Guatemala2, se dio a conocer 
que, con motivo del décimo aniversario de dicha aprobación, el Grupo de Trabajo 
de la ONU sobre Empresas y los Derechos Humanos publicó una evaluación de 
los primeros 10 años de su aplicación por parte de los Estados y las empresas.

	 La nota indica que los expertos, de cara a los próximos 10 años, hicieron 
un llamamiento a los Estados y a las empresas para que aumenten sus esfuerzos, 
y emitieron una declaración con algunos de los siguientes contenidos:

1.	 “Principios Rectores sobre las empresas y los derechos humanos: puesta en práctica del marco de las Naciones Unidas para ‘pro-
teger, respetar y remediar’”, que fueron elaborados por el Representante Especial del Secretario General para la Cuestión de los 
Derechos Humanos y las Empresas Transnacionales y otras empresas. El Representante Especial adjuntó los Principios Rectores a 
su informe final al Consejo de Derechos Humanos (A/HRC/17/31), que también incluye una introducción a dichos Principios y un 
resumen del proceso que llevó a su elaboración. Recuperado en: https://www.ohchr.org/documents/publications/guidingprinciples-
businesshr_sp.pdf

2.	 OACNUDH GUATEMALA. GINEBRA (16 de junio de 2021). “Las normas de derechos humanos de la ONU para las empresas 
cumplen 10 años: es hora de prepararse para una nueva década de acción”. 10º aniversario de los Principios Rectores de la ONU 
sobre las Empresas y los Derechos Humanos. Recuperado en: http://www.oacnudh.org.gt/index.php/sala-de-prensa/noticias-y-co-
municados/421-las-normas-de-derechos-humanos-de-la-onu-para-las-empresas-cumplen-10-anos-es-hora-de-prepararse-para-una-
nueva-decada-de-accion

Se han producido avances significativos durante la primera década, como 
atestigua el creciente número de empresas que se comprometen a respetar 
los derechos humanos y el reciente aumento de la legislación en Europa que
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convierte el respeto a los derechos humanos y al medio ambiente en un re-
quisito obligatorio para las empresas. Aunque los resultados sobre el terreno 
nunca llegan lo suficientemente rápido, la velocidad con la que las normas in-
troducidas por los Principios Rectores han pasado de este texto internacional 
a las políticas gubernamentales y empresariales, no tiene precedentes.

Cada vez más empresas se comprometen con los derechos humanos y más go-
biernos de todas las regiones elaboran planes de acción nacionales. Aunque 
todavía son lentos, estos importantes avances demuestran que está surgiendo 
una conciencia en torno a las responsabilidades de las empresas en materia 
de derechos humanos que no existía una década antes. Los Principios Recto-
res también han proporcionado a los sindicatos, a las comunidades afectadas 
y a la sociedad civil un marco para exigir responsabilidades por los daños 
causados por las empresas a las personas y al planeta.

Sin embargo, siguen existiendo importantes lagunas y desafíos. Los abusos 
relacionados con las empresas persisten en todos los sectores y regiones, de-
jando a los trabajadores y a las comunidades, incluidos los pueblos indígenas, 
en situación de riesgo y con escasas perspectivas de protección o reparación 
de los daños causados. Cuando se producen los daños, siguen existiendo im-
portantes obstáculos para que los titulares de derechos puedan acceder a la 
reparación y hacer que los responsables rindan cuentas. Los defensores de los 
derechos humanos que se resisten y denuncian los abusos relacionados con 
las empresas, siguen enfrentándose a la estigmatización, las amenazas y los 
ataques mortales.

El respeto de las empresas por las personas y el planeta es esencial, pero a 
menudo no existe. En el peor de los casos, la falta de respeto puede socavar 
un futuro sostenible para todos. Los Principios Rectores proporcionan la hoja 
de ruta para que los Estados y las empresas logren ese futuro. Pero deben 
intensificar sus esfuerzos. Todos los Estados deben hacer de la aplicación 
de los Principios Rectores una prioridad política y de gobernanza. Todas las 
empresas -incluidas las pequeñas y medianas- deben hacer que el respeto de 
los derechos humanos forme parte de su cultura corporativa.

3.	 Carrera Ch., María Eugenia y Espuny, Luis. Unidad de Protección de Defensoras y Defensores de Guatemala (UDEFEGUA); 
Asociación Centro de Análisis Forense y Ciencias Aplicadas (CAFCA); Mesa Redonda Internacional para la Rendición de Cuentas 
Empresarial (ICAR). “Diagnóstico de Línea de Base para la Implementación de los Principios Rectores sobre Empresas y Derechos 
Humanos de la ONU en Guatemala”, agosto 2018.

	 El caso de Guatemala no es la excepción con relación a los abusos y desafíos en mate-
ria de inversiones y derechos humanos por parte de las empresas y el Estado, y en el incum-
plimiento de los Principios Rectores, o el lento avance institucional y legal para propiciar el 
cumplimiento de dichos compromisos, ya que son voluntarios y no son vinculantes.

	 En este marco, un informe interorganizacional publicado en 2018 por la Unidad de 
Defensores de Derechos Humanos de Guatemala (UDEFEGUA)3, planteaba desde ya que 
Guatemala, no obstante ser signataria de numerosos instrumentos internacionales y regio-
nales de derechos humanos que velan por esos derechos establecidos en los Principios Rec-
tores en materia de empresas y derechos humanos, el enfoque aún es incipiente.

Los Principios Rectores no establecen nuevas obligaciones del Estado, ni tam-
poco restringen las obligaciones ya asumidas. Guatemala es signataria de un 
importante número de instrumentos internacionales y regionales, lo cual le
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otorga un amplio campo para la protección de los derechos humanos de las y 
los ciudadanos, incluyendo cualquier tipo de actividad empresarial que pueda 
incurrir en acciones de violación de derechos humanos.

	 El enfoque de empresas y derechos es novedoso para muchos países y, en el caso de 
Guatemala, nos encontramos en una fase todavía incipiente, tanto para el Estado como para 
empresas y la sociedad civil.

	 El diagnóstico presentado por UDEFEGUA4 plantea la cantidad de vacíos que Guate-
mala tiene en el cumplimiento de los Principios Rectores, lo cual queda ref lejado en el hecho 
que el país no es parte directa del “Proyecto Conducta Empresarial Responsable en América 
Latina y el Caribe (CERALC)”5 que se apoya en tres pilares, siendo uno de ellos el de “Apoyar 
a los gobiernos de América Latina y el Caribe en el desarrollo e implementación de los Planes 
de Acción Nacionales sobre las Empresas y los Derechos Humanos”. 

4.	 UDEFEGUA. “Línea de Base Nacional sobre personas defensoras de derechos humanos en el marco de los Principios Rectores 
sobre Empresas y Derechos Humanos”. 2022. (Pendiente de publicación).

5.	 El proyecto “Conducta Empresarial Responsable en América Latina y el Caribe (CERALC)” es implementado por la Organización 
Internacional del Trabajo (OIT), la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE), y la Oficina de la Alta 
Comisionada de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos (ACNUDH). Este proyecto es financiado por y ha sido diseñado 
en colaboración con la Unión Europea (UE). Fuente: https://www.ilo.org/americas/programas-y-proyectos/WCMS_734404/lang--
es/index.htm

6.	 Ver: https://empresasyderechoshumanos.org/ y https://empresasyderechoshumanos.org/pan-edh/
7.	 Ver: https://empresasyderechoshumanos.org/actividad/lanzamiento-de-la-primera-comunidad-de-practica-intergubernamental/ 
8.	 Ver De Luis, Elena y Carmona, Antonio. “Experiencias de diálogo multiactor en el ámbito empresas y derechos humanos: un análi-

sis del cumplimiento de estándares de derechos a partir de casos ilustrativos”. Investigación desarrollada en el marco de un proyecto 
UE ejecutado por AIETI,  UDEFEGUA y la Asociación Civil El Observador (pendiente de publicación)

9.	 Recuperado en: https://www.ohchr.org/Documents/Issues/Business/2016Survey/Guatemala.pdf
10.	 La Comisión Presidencial Coordinadora de la Política del Ejecutivo en Materia de Derechos Humanos (COPREDEH) fue disuelta 

por el actual gobierno de Alejandro Giammattei Falla el 31 de julio de 2020 mediante al Acuerdo Gubernativo 99-2020 que derogó 
el acuerdo por el que fue creada dicha comisión. En esa oportunidad, el gobierno también disolvió la Secretaría de Asuntos Agrarios 
(SAA) y la Secretaría de la Paz (SEPAZ) a través de los Acuerdos Gubernativos 97-2020 y 98-2020, respectivamente, que deroga-
ron los respectivos acuerdos de creación de estas instancias de la paz. En su lugar fue creada la Comisión Presidencial por la Paz y 
Derechos Humanos (COPADEH).

El enfoque de empresas y dere-
chos es novedoso para muchos 
países y, en el caso de Guatema-
la, nos encontramos en una fase 
todavía incipiente, tanto para el 
Estado como para empresas y la 
sociedad civil.

	 El proyecto CERALC, de la Oficina del Alto Comisionado 
de Naciones Unidas para los Derechos Humanos (OACNUDH), 
trabaja junto con los gobiernos, las empresas, organizaciones de 
la sociedad civil y otras contrapartes para promover la agenda de 
empresas y derechos humanos en América Latina y el Caribe, con 
énfasis en nueve países de la región6. Ahora bien, desde febrero de 
2021 Guatemala forma parte de la Comunidad Práctica Intergu-
bernamental de CERALC, un espacio de aprendizaje entre pares7.

	 Es relevante, en ese sentido, que Guatemala aún no cuenta con un Plan de Acción Na-
cional sobre las Empresas y los Derechos Humanos (PANEDH)8. El lento caminar del Estado 
guatemalteco en ese esfuerzo internacional fue puesto de manifiesto a inicios del gobierno 
de Jimmy Morales Cabrera (enero 2016-enero 2020) y el Frente de Convergencia Nacional 
(FCN)-Nación en octubre de 2016, en una respuesta a una encuesta sobre la aplicación de 
los “Principios Rectores sobre las empresas y los derechos humanos: Plan de acción nacional 
sobre las empresas y los derechos humanos”, la cual fue respondida por la entonces Comisión 
Presidencial Coordinadora de la Política del Ejecutivo en Materia de Derechos Humanos 
(COPREDEH).9 En el documento de siete páginas, la entonces COPREDEH10 responde a tres 
preguntas que están divididas en varios ítems, las cuales cuestionan al Estado guatemalteco 
sobre el PANEDH…
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El Estado de Guatemala actualmente no cuenta con un Plan Nacional de Ac-
ción para promover los Principios Rectores sobre las empresas y los derechos 
humanos. Sin embargo, ha realizado esfuerzos encaminados a la creación y 
aprobación de uno. El 1 de diciembre de 2015, se llevó a cabo el “III Espacio 
de Diálogo sobre Empresas y Derechos Humanos” como seguimiento a los de 
noviembre de 2014 y julio de 2015.

Actualmente, la Comisión Presidencial Coordinadora de la Política del Ejecu-
tivo en Materia de Derechos Humanos -COPREDEH- ha realizado 2 Conver-
satorios Interinstitucionales sobre un Plan Nacional de Acción (En la primera 
reunión del 17 de agosto se contó con la participación de la Representante de 
la Consejería Presidencial de los Derechos Humanos de Colombia quien com-
partió experiencias del Plan Nacional de Colombia, la segunda se realizó el 5 
de septiembre de 2016). El objetivo principal de las reuniones fue discutir la 
implementación de los Principios Rectores de empresa y derechos humanos en 
Guatemala. Se contó la asistencia del Ministerio de Trabajo y Previsión Social; 
Ministerio de Energía y Minas; Ministerio de Relaciones Exteriores; Comisión 
Presidencial de Diálogo, Ministerio de Ambiente y Recursos Naturales. (Sic)…

…Como se indicó anteriormente, al no contar con un Plan Nacional, no se 
han adoptado y/o modificado leyes, ni políticas específicamente relacionadas 
o derivadas de los Principios Rectores sobre Empresas y Derechos Humanos. 
Sin embargo, es importante recordar que todas las empresas están sujetas a 
leyes laborales y ambientales, tal como lo establece la Carta de la Organiza-
ción de Estados Americanos en su Artículo 36…



9

	 Este proceso se inició en 2016 con la creación de un Grupo Promotor integrado por los 
tres Poderes del Estado y el Ministerio Público (MP).

	 Ese informe de la PDH deja claro que, no obstante que la CIDH dictó entre las “Medi-
das de reparación integral: restitución, rehabilitación, satisfacción y garantías de no repeti-
ción” en ese caso de 2014, que el Estado elaborara una Política Pública para la Protección de 
las y los Defensores de Derechos Humanos y, a ese momento, habían pasado tres gobiernos 
que poco habían avanzado al respecto.

	 La PDH dejó claro, además, que no obstante algunos avances, la incapacidad insti-
tucional, la pandemia por el Covid-19 y la desaparición de la COPREDEH, obstaculizaron lo 
que ya se ha alcanzado en la construcción de dicha política.

	 Tampoco cuenta con una Política Pública Nacional de Protección de Defensores y De-
fensoras de Derechos Humanos, y el esfuerzo más serio en esa línea fue la política suscrita en 
2009 durante el gobierno de Álvaro Colom Caballeros (2008-2012) y la Unidad Nacional de la 
Esperanza (UNE)11. Al respecto, el 28 de agosto de 2014 la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos (CIDH) emitió una sentencia en el caso Defensor de Derechos Humanos y otros 
vrs. Guatemala en la que, entre otros aspectos, recomendó la aprobación de una Política de 
Protección a Defensoras y Defensores de Derechos Humanos12. 

	 De acuerdo con un Informe de Supervisión de la Procuraduría de Derechos Humanos 
(PDH) de 202113, en dicha sentencia la CIDH declaró que:

11.	 Protection International. “Protección de defensores de derechos humanos: buenas prácticas y lecciones a partir de la experiencia. 
Anexo 6: Guatemala: Política nacional de prevención y protección para defensor@s de derechos humanos y otros grupos vulne-
rables”. (2009), páginas 185-198. Recuperado en: https://www.protectioninternational.org/sites/default/files/2011-Best-Practices-
and-Lessons-Learnt-ES.pdf

12.	 Corte Interamericana de Derechos Humanos (CorteIDH). “Caso: Defensor de Defensor de Derechos Humanos vrs. Guatemala. 
Sentencia del 28 de agosto de 2014. (Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas).  Ver: https://www.corteidh.or.cr/
docs/casos/articulos/seriec_283_esp.pdf

13.	 “Informe de supervisión a Comisión Presidencial por la Paz y los Derechos Humanos, Secretaría de Planificación y Progra-
mación de la Presidencia y Ministerio de Gobernación sobre la Política Pública para la Protección de Defensoras y Defenso-
res de Derechos Humanos”. Guatemala, junio de 2021. Recuperado en: https://www.pdh.org.gt/documentos/seccion-de-in-
formes/informes/supervision-y-monitoreo/defensoria-de-las-personas-defensora-de-derechos-humanos-y-periodistas/
ano-2021-9/supervision-a-comision-presidencial-por-la-paz-y-los-derechos-humanos-secretaria-de-planificacion-y-programa-
cion-de-la-presidencia-y-ministerio-de-gobernacion-sobre-la-politica-publica-para-la-proteccion-de-defensores-de-derechos-hu-
manos-junio-2021/8300-supervision-a-copade-humanos-secretaria-de-planificacion-y-programacion-de-la-presidencia-y-ministe-
rio-de-gobernacion-sobre-la-politica-publica-para-la-proteccion-de-defensores-de-ddhh-junio-2021/file.html

…el Estado es internacionalmente responsable por la violación de los de-
rechos a la integridad personal, de circulación y residencia, las garantías  
judiciales y la protección judicial, en perjuicio de la defensora de derechos 
humanos B.A. y otros miembros de su familia. Uno de los dictados de la Corte, 
dentro de las medidas de reparación integral (garantías de no repetición), es 
la emisión de una Política Pública para la Protección de las y los Defensores 
de Derechos Humanos, en amplia consulta con los peticionarios del caso y las 
organizaciones de la sociedad civil.
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El 4 de marzo (2020) se habría presentado ya concluido el documento base 
y el marco estratégico de la Política. UDEFEGUA señala que sostuvo reu-
niones con autoridades de COPREDEH para buscar la ruta para retomar la 
construcción de la política, pero no se logró nada. Después vino la pandemia 
Covid-19 y COPREDEH no tuvo capacidad de darle continuidad ni estruc-
turar un proceso de reuniones virtuales, llegando el cierre y derogatoria del 
acuerdo que le daba vida, descontinuando “la construcción de la Política 
Pública, de forma total”.

Esta Defensoría recibió copia de la propuesta de reunión del grupo técnico 
realizada el 28 de julio de 2020 en la que se habló de la Guía Metodológica 
para reactivar el proceso de formulación de la política. Dicha reunión ya no 
se realizó pues se planteó trasladarla para el 4 de agosto y fue suspendida por 
UDEFEGUA, al haberse publicado en el Diario Oficial el Acuerdo Guberna-
tivo del cierre de la COPREDEH. UDEFEGUA consideró que, sin el marco 
legal institucional que fuera rector en materia de derechos humanos, no tenía 
sentido la realización de dicha reunión.

	 En sus hallazgos y conclusiones, la PDH estableció que:

La supresión de la COPREDEH dejó en impase el proceso de aprobación de la 
Política Pública para la Protección de Defensoras y Defensores de Derechos 
Humanos.

	 Entre sus conclusiones plantea que:

a) La supresión de COPREDEH y la creación de COPADEH, a través del 
Acuerdo Gubernativo 100-2020, de 30 de julio de 2020, no estableció funcio-
nes específicas para COPADEH, dejando en impase el proceso de aprobación 
de la política pública. b) La creación de COPADEH se dio en medio de la pan-
demia Covid-19, lo cual no ha permitido avanzar en el proceso de definición 
de sus funciones y estructura. c) COPADEH informa que ha delegado en la 
Dirección de Vigilancia y Promoción de los Derechos Humanos el seguimiento 
de la Política Pública. Señala que ha tenido “acercamientos con diferentes 
actores que propiciaron el borrador o proyecto, tanto de cooperación interna-
cional, órganos internacionales, como institucionales.

	 La PDH recomendó al aún Director Ejecutivo de la COPADEH, Hugo Rigoberto Ca-
sasola Roldán14:

1.	 Retomar el proceso de construcción y aprobación de la Política Pública para la 
Protección de Defensoras y Defensores de Derechos Humanos, bajo lo resuel-
to en la sentencia de la CorteIDH, que refiere la participación de defensores y 
defensoras de derechos humanos, organizaciones de la sociedad civil e insti-
tucionalidad pública.

14.	 Debe tomarse en cuenta los antecedentes conservadores de Casasola Roldán, porque será un factor para el poco avance que se avizo-
raba en la consecución de la Política Pública para la Protección de Defensoras y Defensores de Derechos Humanos. Ver: “Nombran 
a Hugo Rigoberto Casasola Roldán a cargo de la nueva Comisión Presidencial por la Paz y los Derechos Humanos (COPADEH)”, 
23 de octubre de 2020. Recuperado en: https://twitter.com/cmiguate/status/1319745875967676420 Casasola Roldán estuvo a cargo 
de SEPAZ, fue miembro del ultraderechista Movimiento de Liberación Nacional (MLN), y uno de los fundadores del partido polí-
tico de militares retirados FCN que gobernó Guatemala 2016-2020.
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2. 	 Generar las condiciones y mecanismos oportunos a efecto de convocar a las 
instituciones del Estado, defensores y defensoras de derechos humanos, y or-
ganizaciones de la sociedad civil, con la finalidad de elaborar colectivamente 
una hoja de ruta para dar continuidad al proceso de construcción y aproba-
ción de la Política Pública para la Protección de Defensoras y Defensores de 
Derechos Humanos.

	 La incapacidad institucional, la poca voluntad política, la estructura conservadora de 
los gobiernos de turno, las posiciones anti derechos humanos que subyacen detrás de quie-
nes definen, deciden y aplican políticas públicas, en particular, las relacionadas a derechos 
humanos, era un escenario que se vio a partir de 2012 con la llegada del gobierno del general 
retirado Otto Pérez Molina y el desaparecido Partido Patriota (PP).

	 El gobierno posterior de Morales Cabrera y el FCN-Nación no fue la excepción. En 
2019, se dio a conocer un documento de la COPREDEH15 que exponía la voluntad del gobier-
no para avanzar en la elaboración de dicha política, pero, al mismo tiempo, denotaba las 
limitaciones existentes de todo tipo y el reconocimiento de la participación de actores esta-
tales en las violaciones a los derechos humanos. Pese a ello, poco se avanzó hasta la fecha.

	 El lento avance obligaba a pronunciamientos de organizaciones de derechos huma-
nos. Así, un año después, en septiembre de 2020, varias organizaciones exigieron al Pre-
sidente de la República, Alejandro Giammattei Falla, la implementación de la Política, y 
expusieron un escenario que sustentaba dicha exigencia16: 

15.	 “Respuesta del Estado de Guatemala al Informe Conjunto sobre la situación de las personas defensoras de derechos humanos 
en las Américas; Cuestionario elaborado por la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Hu-
manos y la Comisión Interamericana de Derechos Humanos”. 10 de junio de 2019. Recuperado en: https://www.ohchr.org/Do-
cuments/Countries/LAC/HRDAmericas/Guatemala.pdf; ver también: https://www.pdh.org.gt/documentos/seccion-de-infor-
mes/informes/supervision-y-monitoreo/defensoria-de-las-personas-defensora-de-derechos-humanos-y-periodistas/ano-2021-9/
supervision-a-comision-presidencial-por-la-paz-y-los-derechos-humanos-secretaria-de-planificacion-y-programacion-de-la-pre-
sidencia-y-ministerio-de-gobernacion-sobre-la-politica-publica-para-la-proteccion-de-defensores-de-derechos-humanos-ju-
nio-2021/8300-supervision-a-copade-humanos-secretaria-de-planificacion-y-programacion-de-la-presidencia-y-ministerio-de-go-
bernacion-sobre-la-politica-publica-para-la-proteccion-de-defensores-de-ddhh-junio-2021/file.html

16.	 Front Line Defenders, Amnistía Internacional Centro por la Justicia y el Derecho Internacional (CEJIL), Iniciativa Mesoamericana 
de Mujeres Defensoras de Derechos Humanos (IM-D), y Asociadas por lo Justo (JASS). “Política Pública para la Protección de 
las Defensoras y los Defensores de Derechos Humanos en Guatemala”. 17 de septiembre de 2020. Recuperado en: https://www.
frontlinedefenders.org/es/statement-report/public-policy-protection-human-rights-defenders-guatemala

Las organizaciones abajo firmantes nos dirigimos a usted para recordarle 
la obligación del Estado de Guatemala de dar cumplimiento sin demora a 
la sentencia “Defensor de Derechos Humanos y Otros vs. Guatemala” de la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos del 2014 en la cual se ordenó la 
adopción de una Política Pública para la Protección de las Defensoras y los 
Defensores de Derechos.

En nuestras organizaciones recibimos información a diario sobre las inti-
midaciones, asesinatos, estigmatización, detenciones arbitrarias o procesos 
penales infundados, así como otros ataques, que enfrentan quienes luchan 
por los derechos humanos, en la capital o en los territorios. Las personas de-
fensoras de derechos humanos viven bajo constante asedio en Guatemala sin 
que exista una respuesta efectiva para su protección por parte del Estado. La 
gran mayoría de las denuncias de ataques quedan en la impunidad debido a 
que no se tramitan con la eficiencia y celeridad necesarias por el Ministerio 
Público. Y cuando existen, las pocas medidas de protección preventivas son
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generalmente implementadas por agentes de la Policía Nacional Civil, que no 
cuentan con la formación ni la capacidad para responder de manera integral 
ante estas situaciones de riesgo.

La COPADEH, a través de profesionales de la Dirección de Vigilancia y Pro-
moción de Derechos Humanos, DIDEH, con apoyo de la Oficina de la Alta 
Comisionada de Naciones Unidas para los Derechos Humanos OACNUDH, 
llevaron a cabo el taller: “Construyendo el Plan Nacional de Acción en Em-
presas y Derechos Humanos”.

El objetivo fue exponer a las instituciones públicas los principios rectores so-
bre Empresas y Derechos Humanos, que servirán en el proceso para la elabo-
ración de la Línea Base sobre Empresas y Derechos Humanos en Guatemala18. 

17.	 El Acuerdo de Escazú es el primer tratado ambiental regional aplicable a América Latina y el Caribe. Está orientado a garantizar el 
acceso a la información, la participación pública y el acceso a la justicia en asuntos ambientales. También es un tratado que incluye 
protección para personas defensoras del medio ambiente. Fue firmado en Costa Rica el 27 de septiembre de 2018 por 24 países -in-
cluido Guatemala-, y entró en vigor el 22 de abril de 2021. Actualmente, es aplicable en los 12 Estados que ya lo ratificaron: Antigua 
y Barbuda, Argentina, Bolivia, Ecuador, Guyana, México, Nicaragua, Panamá, Saint Kitts y Nevis, San Vicente y las Granadinas, 
Santa Lucía y Uruguay. Ver: Procuraduría de los Derechos Humanos, Fundación Propaz y Programa FOSIT de la GIZ Alemania. 
“El Acuerdo de Escazú en Guatemala”, sin fecha, 8`páginas. Recuperado en: https://propaz.org.gt/wp-content/uploads/2021/10/
Folleto_ESCAZU-1.pdf

18.	 Participaron representantes de ANAM, CPD, IGSS, INGUAT, MARN, MEM, MINECO, MINTRAB, SEPREM, CODISRA, 
MAGA y CONAP. Recuperado en: https://copadeh.gob.gt/2021/11/09/dan-a-conocer-principios-rectores-sobre-empresas-y-dere-
chos-humanos/

	 La importancia de contar con un PANEDH para aplicar plenamente los Principios 
Rectores, se suma a la no menos importante Política Pública Nacional para la Protección de 
las Defensoras y los Defensores de Derechos Humanos, ya que ambos instrumentos, en su 
conjunto, son fundamentales y urgentes. Pero, ninguno de ellos ha visto la luz pública.

La importancia de contar con 
un PANEDH para aplicar plena-
mente los Principios Rectores, 
se suma a la no menos impor-
tante Política Pública Nacional 
para la Protección de las Defen-
soras y los Defensores de Dere-
chos Humanos, ya que ambos 
instrumentos, en su conjunto, 
son fundamentales y urgentes. 
Pero, ninguno de ellos ha visto 
la luz pública.

	 Este lento avance por parte del Estado de Guatemala res-
pecto de la vigencia, implementación y observancia de estánda-
res internacionales en materia del respeto a los derechos huma-
nos, también se experimenta en el Acuerdo de Escazú17 el cual, 
si bien suscribió por el Estado de Guatemala en 2018, pero no ha 
entrado vigencia en el país porque hace falta completar el pro-
cedimiento interno, lo que incluye la aprobación por parte del 
Congreso de la República, y el procedimiento de ratificación por 
parte del Organismo Ejecutivo.

	 Ese lento caminar vio un poco de luz en noviembre de 
2021 cuando la COPADEH anunció que dio a conocer los Princi-
pios Rectores sobre Empresas y Derechos Humanos.

	 En una entrevista que El Observador realizó a la Directora de una organización de-
fensora de derechos humanos, comentó que:

Guatemala no tiene una política nacional de protección.  Entre 2018 y 2019 
se discutió una propuesta con participación de organizaciones de sociedad 
civil y entidades estatales diversas.  Fue un proceso interesante, facilitado por 
Francisco Jiménez y liderado por la Copredeh. Con la llegada de Giammattei, 
el proceso se suspendió.  Peor aún, el borrador (ya existente) de la propuesta, 
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I.   Los Principios Rectores sobre Empresas y los Derechos Humanos
Las bases de los Principios Rectores sobre las 
Empresas y los Derechos Humanos son tres:

I. El deber del Estado de proteger los 
     derechos humanos

A. Principios Fundacionales

1. Los Estados deben proteger contra las viola-
ciones de los derechos humanos cometidas en 
su territorio y/o su jurisdicción por terceros, in-
cluidas las empresas. A tal efecto, deben adop-
tar las medidas apropiadas para prevenir, inves-
tigar, castigar y reparar esos abusos mediante 
políticas adecuadas, actividades de reglamenta-
ción y sometimiento a la justicia.

2. Los Estados deben enunciar claramente qué 
se espera de todas las empresas domiciliadas en 
su territorio y/o jurisdicción, en relación con el 
respeto de los derechos humanos en todas sus 
actividades.

B. Principios Operativos

Funciones reglamentarias y normativas del Es-
tado de carácter general

3. En cumplimiento de su obligación de protec-
ción, los Estados deben:

El deber del Estado de proteger los de-
rechos humanos; la responsabilidad de 
las empresas de respetar los derechos 
humanos; y, el acceso a mecanismos de 
reparación20. 

De acuerdo con la Oficina de la Alta Comisio-
nada de las Naciones Unidas para los Derechos 
Humanos (OACNUDH), son 31 Principios 
Rectores que están basados en tres principios 
generales21: 

Principios Generales:

Los Principios Rectores se basan en el recono-
cimiento de:

a) 	 Las actuales obligaciones de los Es-
tados de respetar, proteger y cumplir 
los derechos humanos y las liberta-
des fundamentales.

b) 	 El papel de las empresas como ór-
ganos especializados de la sociedad 
que desempeñan funciones especia-
lizadas, y que deben cumplir todas 
las leyes aplicables y respetar los 
derechos humanos.

c) 	 La necesidad que los derechos y 
obligaciones vayan acompañados de 
recursos adecuados y efectivos en 
caso de incumplimiento.

a) 	 Hacer cumplir las leyes que tengan 
por objeto o por efecto hacer respe-
tar los derechos humanos a las em-
presas, y evaluar periódicamente si 
tales leyes resultan adecuadas y re-
mediar eventuales carencias.

19.	 Entrevista de El Observador, 7 de enero de 2022.
20.	 Ver: https://www.ohchr.org/documents/publications/guidingprinciplesbusinesshr_sp.pdf; y https://www.ohchr.org/documents/pu-

blications/hr.pub.12.2_sp.pdf
21.	 Ver: https://www.ohchr.org/documents/publications/guidingprinciplesbusinesshr_sp.pdf; y http://appweb.cndh.org.mx/biblioteca/

archivos/pdfs/Principios-Rectores-Proteger-Respetar-Remediar.pdf

se perdió o, al menos, nadie en el Gobierno dio razón de ésta.  La Copredeh 
desapareció y la Copadeh no ha retomado el proceso, que debió continuar con 
consultas regionales19. 
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b) 	 Asegurar que otras leyes y normas 
que rigen la creación y las activida-
des de las empresas como el derecho 
mercantil, no restrinjan, sino que 
propicien el respeto de los derechos 
humanos por las empresas.

c) 	 Asesorar de manera eficaz a las em-
presas sobre cómo respetar los dere-
chos humanos en sus actividades.

d) 	 Alentar y si es preciso, exigir a las 
empresas que expliquen cómo tienen 
en cuenta el impacto de sus activi-
dades sobre los derechos humanos.

El nexo entre el Estado y las empresas

4. Los Estados deben adoptar medidas adicio-
nales de protección contra las violaciones de 
derechos humanos cometidas por empresas de 
su propiedad o bajo su control, o que reciban 
importantes apoyos y servicios de organismos 
estatales, como los organismos oficiales de cré-
dito a la exportación y los organismos oficia-
les de seguros o de garantía de las inversiones, 
exigiendo en su caso, la Debida Diligencia en 
materia de derechos humanos.

5. Los Estados deben ejercer una supervisión 
adecuada con vistas a cumplir sus obligaciones 
internacionales de derechos humanos cuando 
contratan los servicios de empresas, o promul-
gan leyes a tal fin, que puedan tener un impacto 
sobre el disfrute de los derechos humanos.

6. Los Estados deben promover el respeto de 
los derechos humanos por parte de las empresas 
con las que lleven a cabo transacciones comer-
ciales.

Fomentar el respeto de los derechos humanos 
por las empresas en zonas afectadas por con-
flictos

7. Puesto que el riesgo de violaciones graves de 
los derechos humanos es mayor en zonas afec-
tadas por conflictos, los Estados deben tratar de 
asegurar que las empresas que operan en tales 
contextos no se vean implicadas en abusos de 
este tipo, adoptando entre otras las siguientes 
medidas:

a) 	 Colaborar en la fase más temprana 
posible con las empresas para ayudar-
las a determinar, prevenir y mitigar

	 los riesgos que entrañen sus acti-
vidades y relaciones empresariales 
para los derechos humanos.

b) 	 Prestar asistencia adecuada a las 
empresas para evaluar y tratar los 
principales riesgos de abusos, pres-
tando especial atención tanto a la 
violencia de género como a la vio-
lencia sexual.

c) 	 Negar el acceso al apoyo y servicios 
públicos a toda empresa que esté 
implicada en graves violaciones de 
los derechos humanos, y se niegue a 
cooperar para resolver la situación.

d) 	 Asegurar la eficacia de las políti-
cas, leyes, reglamentos y medidas 
coercitivas vigentes para prevenir el 
riesgo de que las empresas se vean 
implicadas en graves violaciones de 
los derechos humanos.

Garantizar la coherencia política

8. Los Estados deben asegurar que los depar-
tamentos y organismos gubernamentales y 
otras instituciones estatales que configuran las 
prácticas empresariales, sean conscientes de las 
obligaciones de derechos humanos del Estado y 
las respeten en el desempeño de sus respectivos 
mandatos, en particular, ofreciéndoles la infor-
mación, la capacitación y el apoyo pertinentes.

9. Los Estados deben mantener un marco nor-
mativo nacional adecuado para asegurar el 
cumplimiento de sus obligaciones de derechos 
humanos cuando concluyan acuerdos políticos 
sobre actividades empresariales con otros Esta-
dos o empresas, por ejemplo, a través de trata-
dos o contratos de inversión.

10. Los Estados, cuando actúen en calidad de 
miembros de instituciones multilaterales que 
tratan cuestiones relacionadas con las empre-
sas, deberán:

a) 	 Tratar de asegurarse que esas insti-
tuciones no limiten la capacidad de 
los Estados miembros de cumplir 
su deber de protección ni pongan 
trabas a la observancia de los dere-
chos humanos por las empresas;
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b) 	 Alentar a esas instituciones, en el 
marco de sus respectivos mandatos 
y capacidades, a promover el respe-
to de los derechos humanos entre las 
empresas y a ayudar a los Estados 
que lo soliciten, a cumplir su deber 
de protección contra las violaciones 
de los derechos humanos cometidas 
por empresas, en particular, median-
te iniciativas de asistencia técnica, 
fomento de la capacidad y sensibili-
zación;

c) 	 Inspirarse en estos Principios Rec-
tores para promover el mutuo en-
tendimiento y la cooperación inter-
nacional en la gestión de problemas 
relacionados con las empresas y los 
derechos humanos.

	 relacionadas con operaciones, pro-
ductos o servicios prestados por 
sus relaciones comerciales, incluso 
cuando no hayan contribuido a ge-
nerarlos.

II. La responsabilidad de las empresas de 
respetar los derechos humanos

A. Principios Fundacionales

11. Las empresas deben respetar los derechos 
humanos. Eso significa que deben abstenerse 
de infringir los derechos humanos de terceros, 
y hacer frente a las consecuencias negativas 
sobre los derechos humanos en las que tengan 
alguna participación.

12. La responsabilidad de las empresas de 
respetar los derechos humanos se refiere a los 
derechos humanos internacionalmente recono-
cidos —que abarcan, como mínimo, los dere-
chos enunciados en la Carta Internacional de 
Derechos Humanos y los principios relativos a 
los derechos fundamentales establecidos en la 
Declaración de la Organización Internacional 
del Trabajo (OIT) relativa a los principios y de-
rechos fundamentales en el trabajo.

13. La responsabilidad de respetar los derechos 
humanos exige que las empresas:

a)  Eviten que sus propias actividades 
provoquen o contribuyan a provocar 
consecuencias negativas sobre los 
derechos humanos y hagan frente a 
esas consecuencias cuando se pro-
duzcan.

b) 	 Traten de prevenir o mitigar las 
consecuencias negativas sobre los 
derechos humanos directamente

14. La responsabilidad de las empresas de res-
petar los derechos humanos se aplica a todas las 
empresas independientemente de su tamaño, 
sector, contexto operacional, propietario y es-
tructura. Sin embargo, la magnitud y la comple-
jidad de los medios dispuestos por las empresas 
para asumir esa responsabilidad puede variar en 
función de esos factores y de la gravedad de las 
consecuencias negativas de las actividades de 
la empresa sobre los derechos humanos.

15. Para cumplir con su responsabilidad de 
respetar los derechos humanos, las empresas 
deben contar con políticas y procedimientos 
apropiados en función de su tamaño y circuns-
tancias, a saber:

a)  	 Un compromiso político de asumir 
su responsabilidad de respetar los 
derechos humanos.

b) 	 Un proceso de Diligencia Debida en 
materia de derechos humanos para 
identificar, prevenir, mitigar y rendir 
cuentas de cómo abordan su impac-
to sobre los derechos humanos.

c) 	 Unos procesos que permitan reparar 
todas las consecuencias negativas 
sobre los derechos humanos que ha-
yan provocado o contribuido a pro-
vocar.

B. Principios Operativos

Compromiso político

16. Para asumir su responsabilidad de respetar 
los derechos humanos, las empresas deben ex-
presar su compromiso con esta responsabilidad 
mediante una declaración política que:

a)  	 Sea aprobada al más alto nivel direc-
tivo de la empresa.

b)  	 Se base en un asesoramiento espe-
cializado interno y/o externo.

c)  Establezca lo que la empresa espera, en
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	 relación con los derechos humanos, 
de su personal, sus socios y otras par-
tes directamente vinculadas con sus 
operaciones, productos o servicios.

d)  	 Se haga pública y se difunda interna 
y externamente a todo el personal, 
los socios y otras partes interesadas.

e) 	 Quede reflejada en las políticas y los 
procedimientos operacionales nece-
sarios para inculcar el compromiso 
asumido a nivel de toda la empresa.

La Debida Diligencia en materia de derechos 
humanos

17. Con el fin de identificar, prevenir, mitigar 
y responder de las consecuencias negativas de 
sus actividades sobre los derechos humanos, las 
empresas deben proceder con la Debida Dili-
gencia en materia de derechos humanos. Este 
proceso debe incluir una evaluación del impac-
to real y potencial de las actividades sobre los 
derechos humanos, la integración de las conclu-
siones, y la actuación al respecto; el seguimien-
to de las respuestas y la comunicación de la 
forma en que se hace frente a las consecuencias 
negativas.

La Debida Diligencia en materia de derechos 
humanos:

a) 	 Debe abarcar las consecuencias ne-
gativas sobre los derechos humanos 
que la empresa haya provocado o 
contribuido a provocar a través de 
sus propias actividades, o que guar-
den relación directa con sus opera-
ciones, productos o servicios presta-
dos por sus relaciones comerciales.

b) 	 Variará de complejidad en función 
del tamaño de la empresa, el riesgo 
de graves consecuencias negativas 
sobre los derechos humanos, y la 
naturaleza y el contexto de sus ope-
raciones.

c) 	 Debe ser un proceso continuo, ya 
que los riesgos para los derechos hu-
manos pueden cambiar con el tiem-
po, en función de la evolución de las 
operaciones y el contexto operacio-
nal de las empresas.

18. A fin de calibrar los riesgos en materia de de-
rechos humanos, las empresas deben identificar 
y evaluar las consecuencias negativas, reales o 
potenciales, sobre los derechos humanos en las 
que puedan verse implicadas, ya sea a través de 
sus propias actividades o como resultado de sus 
relaciones comerciales. Este proceso debe:

a)  	 Recurrir a expertos en derechos hu-
manos internos y/o independientes.

b)  Incluir consultas sustantivas con los 
grupos potencialmente afectados y 
otras partes interesadas, en función 
del tamaño de la empresa y de la natu-
raleza y el contexto de la operación.

19. Para prevenir y mitigar las consecuencias 
negativas sobre los derechos humanos, las em-
presas deben integrar las conclusiones de sus 
evaluaciones de impacto en el marco de las fun-
ciones y procesos internos pertinentes y tomar 
las medidas oportunas.

Para que esa integración sea eficaz es preciso 
que:

i) 	 La responsabilidad de prevenir esas 
consecuencias se asigne a los nive-
les y funciones adecuados dentro de 
la empresa.

ii) 	 La adopción de decisiones internas, 
las asignaciones presupuestarias 
y los procesos de supervisión per-
mitan ofrecer respuestas eficaces a 
esos impactos.

Las medidas que deban adoptarse variarán en 
función de:

i) 	 Que la empresa provoque o contri-
buya a provocar las consecuencias 
negativas, o de que su implicación 
se reduzca a una relación directa de 
esas consecuencias con las opera-
ciones, productos o servicios presta-
dos por una relación comercial.

ii) 	 Su capacidad de influencia para pre-
venir las consecuencias negativas.

20. A fin de verificar si se están tomando medi-
das para prevenir las consecuencias negativas 
sobre los derechos humanos, las empresas deben
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a) 	 Basarse en indicadores cualitativos 
y cuantitativos adecuados.

b) 	 Tener en cuenta los comentarios de 
fuentes tanto internas como exter-
nas, incluidas las partes afectadas.

24. Cuando sea necesario dar prioridad a las 
medidas para hacer frente a las consecuencias 
negativas, reales y potenciales sobre los dere-
chos humanos, las empresas deben ante todo, 
tratar de prevenir y atenuar las consecuencias 
que sean más graves o que puedan resultar irre-
versibles, si no reciben una respuesta inmediata.

III. Acceso a mecanismos de reparación

A. Principios Fundacionales

25. Como parte de su deber de protección contra 
las violaciones de derechos humanos relaciona-
das con actividades empresariales, los Estados 
deben tomar medidas apropiadas para garanti-
zar, por las vías judiciales, administrativas, le-
gislativas o de otro tipo que correspondan, que 
cuando se produzcan ese tipo de abusos en su 
territorio y/o jurisdicción los afectados puedan 
acceder a mecanismos de reparación eficaces.

B. Principios Operativos

Mecanismos Judiciales Estatales

26. Los Estados deben adoptar las medidas 
apropiadas para asegurar la eficacia de los me-
canismos judiciales nacionales cuando aborden 
las violaciones de derechos humanos relaciona-
das con empresas, en particular, considerando 
la forma de limitar los obstáculos legales, prác-
ticos y de otros tipos, que puedan conducir a 
una denegación del acceso a los mecanismos de 
reparación.

hacer un seguimiento de la eficacia de su res-
puesta. Este seguimiento debe:

21. Para explicar las medidas que toman para 
hacer frente a las consecuencias de sus activida-
des sobre los derechos humanos, las empresas 
deben estar preparadas para comunicarlas exte-
riormente, sobre todo, cuando los afectados o 
sus representantes planteen sus inquietudes.

Las empresas cuyas operaciones o contextos 
operacionales implican graves riesgos de im-
pacto sobre los derechos humanos, deberían in-
formar oficialmente de las medidas que toman 
al respecto.

En cualquier caso, las comunicaciones deben 
reunir las siguientes condiciones:

a)  	 Una forma y una frecuencia que 
reflejen las consecuencias de las 
actividades de la empresa sobre los 
derechos humanos y que sean acce-
sibles para sus destinatarios.

b)  Aportar suficiente información para 
evaluar si la respuesta de una em-
presa ante consecuencias concretas 
sobre los derechos humanos, es ade-
cuada.

c) 	 No poner en riesgo, a su vez, a las 
partes afectadas o al personal, y no 
vulnerar requisitos legítimos de con-
fidencialidad comercial.

Reparación

22. Si las empresas determinan que han provo-
cado o contribuido a provocar consecuencias 
negativas, deben repararlas o contribuir a su 
reparación por medios legítimos.

Cuestiones de Contexto

23. En cualquier contexto, las empresas deben:

a) 	 Cumplir todas las leyes aplicables y 
respetar los derechos humanos inter-
nacionalmente reconocidos, donde-
quiera que operen.

b) 	 Buscar fórmulas que les permitan 
respetar los principios de derechos 
humanos internacionalmente reco-
nocidos, cuando deban hacer frente 
a exigencias contrapuestas.

c) 	 Considerar el riesgo de provocar o 
contribuir a provocar violaciones 
graves de los derechos humanos 
como una cuestión de cumplimiento 
de la ley dondequiera que operen.
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Mecanismos Extrajudiciales de Reclamación 
del Estado

27. Los Estados deben establecer mecanismos 
de reclamación extrajudiciales eficaces y apro-
piados, paralelamente a los mecanismos judi-
ciales, como parte de un sistema estatal integral 
de reparación de las violaciones de los derechos 
humanos relacionadas con empresas.

Mecanismos de Reclamación No Estatales

28. Los Estados deben estudiar la forma de fa-
cilitar el acceso a los mecanismos de reclama-
ción no estatales que se ocupan de las violacio-
nes de los derechos humanos relacionadas con 
empresas.

29. Para que sea posible atender rápidamen-
te y reparar directamente los daños causados, 
las empresas deben establecer o participar en 
mecanismos de reclamación eficaces de nivel 
operacional a disposición de las personas y las 
comunidades que sufran las consecuencias ne-
gativas.

30. Las corporaciones industriales, las colecti-
vidades de múltiples partes interesadas y otras 
iniciativas de colaboración basadas en el respe-
to de las normas relativas a los derechos huma-
nos, deben garantizar la disponibilidad de me-
canismos de reclamación eficaces.

Criterios de Eficacia de los Mecanismos de Re-
clamación Extrajudiciales

31. Para garantizar su eficacia, los mecanismos 
de reclamación extrajudiciales, tanto estatales 
como no estatales, deben ser:

c) 	 Predecibles: disponer de un proce-
dimiento claro y conocido, con un 
calendario indicativo de cada eta-
pa, y aclarar los posibles procesos 
y resultados disponibles, así como 
los medios para supervisar la imple-
mentación.

d)  	 Equitativos: asegurar que las vícti-
mas tengan un acceso razonable a 
las fuentes de información, el aseso-
ramiento y los conocimientos espe-
cializados, necesarios para entablar 
un proceso de reclamación en con-
diciones de igualdad, con plena in-
formación y respeto;

e) 	 Transparentes: mantener informadas 
a las partes en un proceso de recla-
mación de su evolución, y ofrecer 
suficiente información sobre el des-
empeño del mecanismo, con vistas a 
fomentar la confianza en su eficacia 
y salvaguardar el interés público que 
esté en juego.

f)  	 Compatibles con los derechos: ase-
gurar que los resultados y las repa-
raciones sean conformes a los dere-
chos humanos internacionalmente 
reconocidos.

g) 	 Una fuente de aprendizaje continuo: 
adoptar las medidas pertinentes para 
identificar experiencias con el fin de 
mejorar el mecanismo y prevenir 
agravios y daños en el futuro;

a)  	 Legítimos: suscitar la confianza de 
los grupos de interés a los que están 
destinados y responder del correcto 
desarrollo de los procesos de recla-
mación.

 
b)  	 Accesibles: ser conocidos por todos 

los grupos interesados a los que es-
tán destinados y prestar la debida 
asistencia a los que puedan tener es-
peciales dificultades para acceder a 
ellos.

Los mecanismos de nivel operacional también 
deberían:

h) 	 Basarse en la participación y el diá-
logo: consultar a los grupos inte-
resados a los que están destinados 
sobre su diseño y su funcionamien-
to, con especial atención al diálogo 
como medio para abordar y resolver 
los agravios.

De esos Principios Rectores, los numerados 
1-10 y 25-30 están orientados al Estado, y el 
resto hacia las empresas.
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	 A estos Principios Rectores bien cabe agregar los 10 Principios del Pacto Mundial de 
las Naciones Unidas (ONU)22.

22.	 Recuperado en: https://www.un.org/es/cr%C3%B3nica-onu/el-pacto-mundial-de-la-onu-la-b%C3%BAsqueda-de-soluciones-pa-
ra-retos-globales

23.	 “INFORME ALTERNATIVO al III Informe Periódico del Estado de Guatemala sobre la aplicación del PIDESC. Presentado ante el 
Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de las Naciones Unidas en 53º período de sesiones por Organizaciones de 
Derechos Humanos, Movimientos Sociales y Redes de Guatemala. Capítulo 1. Contexto general”, 11 de septiembre de 2014.

II.   Principios del Pacto Mundial de las Naciones Unidas (ONU) 
Derechos humanos

Principio 1: las empresas deberían apoyar y res-
petar la protección de derechos humanos decla-
rados internacionalmente.

Principio 2: las empresas deberían asegurarse 
de no ser partícipes de vulneraciones de dere-
chos humanos.

Trabajo

Principio 3: las empresas deberían defender la 
libertad de asociación y el reconocimiento efec-
tivo del derecho de negociación colectiva.

Principio 4: las empresas deberían defender la 
eliminación de todas las formas de trabajo for-
zado u obligatorio.

Principio 5: las empresas deberían defender la 
abolición efectiva de la mano de obra infantil.

Principio 6: las empresas deberían defender la

eliminación de la discriminación con respecto 
al empleo y la ocupación.

Medio ambiente

Principio 7: las empresas deberían apoyar un 
planteamiento preventivo con respecto a los de-
safíos ambientales.

Principio 8: las empresas deberían llevar a cabo 
iniciativas para fomentar una mayor responsa-
bilidad ambiental.

Principio 9: las empresas deberían promover el 
desarrollo y la difusión de tecnologías respe-
tuosas con el medio ambiente.

Lucha contra la corrupción

Principio 10: Las empresas deberían trabajar 
contra la corrupción en todas sus formas, como 
la extorsión y el soborno.

2)   El Estado guatemalteco fundado sobre la base del expolio

	 Un informe elaborado en el año 2014 por una amplia gama de organizaciones cam-
pesinas, de derechos humanos, Ong, de mujeres, académicas y sindicales, expuso con cla-
ridad las bases fundacionales del Estado guatemalteco, no sólo desde sus raíces coloniales 
sino, sobre todo, a partir de la estructuración del Estado republicano en el siglo XIX, las que 
predominan hoy día. Los cimientos en los que descansa ese Estado contribuyen a explicar 
las limitaciones en su operatividad, en el diseño, planificación y aplicación de instrumentos 
jurídicos, políticas públicas y cumplimiento de acuerdos regionales internacionales, particu-
larmente en materia de derechos humanos23.  



20

	 El informe plantea que:

El Estado de Guatemala ha sido estructurado en función de garantizar una 
serie de privilegios para un pequeño grupo de población en detrimento de la 
gran mayoría. Desde el inicio de su vida republicana, el Estado guatemalteco 
se ha asentado sobre las bases de la exclusión, el racismo, el patriarcado y la 
concentración de la riqueza. Esto ha derivado en una serie de violaciones a 
derechos humanos que abarcan, tanto los civiles y políticos, como los econó-
micos, sociales y culturales.

Paralelamente a la conformación del Estado, se ha impuesto un modelo de 
desarrollo que imposibilita la incorporación de importantes segmentos de la 
población a esquemas de vida digna.

Estos problemas se han visto acrecentados en tanto que el país asiste a una 
profunda crisis tanto en su modelo de representación democrática, como en su 
modelo de desarrollo. Prueba de ello es la imposición de una reconfiguración 
de un modelo económico que impulsa la extracción (monocultivos y minería) 
dejando pocos recursos vía impuestos y regalías, expoliando la fuerza de tra-
bajo, expulsando importantes poblaciones de sus territorios y expropiando 
tierras ancestrales de pueblos indígenas. Todo ello agrava aún más los niveles 
de pobreza y pobreza extrema.  Esta crisis también se evidencia en un creci-
miento sostenido de las remesas familiares que constituyen el mayor ingreso 
de divisas en el país, muy por encima de otros productos de agro exportación 
y no tradicionales, tales como el café, el azúcar, el banano, la palma africana 
entre otros. 

Frente a esta crisis, se ha venido gestando un proceso de reconfiguración del 
proyecto oligárquico militar que pretende cooptar la institucionalidad pública 
para así controlar el ejercicio de poder en su totalidad e imponer lo que se 
conoce como una agenda de beneficio para el gran capital. En la actualidad 
dicha agenda se le conoce como la Agenda Nacional de Competitividad, la 
cual ha sido impulsada por el Gobierno de la República.

Frente a lo anterior, los pueblos y los movimientos sociales, populares y 
ciudadanos han impulsado una serie de demandas sociales hacia el Estado 
guatemalteco. La respuesta ha sido la profundización de la represión y cri-
minalización de la misma; dejando como saldo de más de 600 defensores y 
defensoras de derechos humanos agredidos en 2013, alcanzando la cifra más 
elevada desde la firma de los Acuerdos de Paz. En resumen, el Estado guate-
malteco ha sido conformado para garantizar los privilegios de un pequeño, 
pero poderoso segmento de la población, en detrimento de la garantía de de-
rechos humanos básicos de la gran mayoría.

3)   El Estado como responsable del respeto de los derechos humanos

	 De acuerdo con la Constitución Política de la República de Guatemala, el Estado es 
responsable del respeto de los derechos humanos. La Carta Magna, en el “TITULO I. La per-
sona humana, fines y deberes del Estado”, lo establece desde su inicio en el “Artículo 
1o. Protección a la persona. El Estado de Guatemala se organiza para proteger a la
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persona. El Estado de Guatemala se organiza para proteger a la persona y a la familia; 
su fin supremo es la realización del bien común”; así como en el Artículo 20. Deberes del 
Estado. Es deber del Estado garantizar a los habitantes de la República la vida, la libertad, la 
justicia, la seguridad, la paz y el desarrollo integral de la persona.

	 Luego, en el TITULO II, dedicado a los Derechos Humanos, establece en el CAPITU-
LO I: Derechos individuales: “Artículo 3o. Derecho a la vida. El Estado garantiza y protege la 
vida humana desde su concepción, así como la integridad y la seguridad de la persona.

	 Reza la Constitución de la República, en su Artículo 46, la “Preeminencia del Derecho 
Internacional. Se establece el principio general de que, en materia de derechos humanos, los 
tratados y convenciones aceptados y ratificados por Guatemala, tienen preeminencia sobre 
el derecho interno.” En sentido, cabe reafirmar que Guatemala es signataria de la Carta In-
ternacional de Derechos Humanos de la ONU24. 

4)   El Estado, principal responsable de la violación de los derechos humanos

	 Dice el abogado y académico Hugo Calderón:

El Estado, que en teoría es organizado por los mismos seres humanos para el 
logro de bien común y, para el logro de una vida más plena y digna, a menudo 
se convierte en el principal violador de la dignidad y los derechos mínimos 
de las personas. Muchas son las causas de este trágico fenómeno histórico 
social, especialmente por la perversión de la finalidad del poder político25. 

En cuanto más democrática sea la sociedad y las decisiones políticas de los 
administradores se toman con participación ciudadana, tiende a favorecer el 
bien común, la sociedad misma es más democrática y resulta más probable 
que los derechos de la generalidad se vean favorecidos. Por el contrario, 
cuando el poder político se concentra en pequeños grupos de poder, se pro-
ducen discriminaciones y exclusiones, los derechos de la generalidad están 
en grave peligro, y es donde vienen las violaciones a los derechos humanos.

Surge entonces el Estado opresor, que es temido por la población y en lugar 
de realizar el anhelo de la población, se torna difícil la vida de las personas y 
totalmente deshumanizada.

Cuando el Estado se da cuenta que él es el principal violador de los derechos 
humanos, genera políticas para enderezar su actuar, y surgen con primordial 
importancia los Ombudsmen, los Defensores del Pueblo o Procuradores de 
los Derechos Humanos, que son una especie de auditor externo del Estado 
y que deben intervenir en situaciones extremas de violaciones o peligro de 
violación, y que auditan y critican todo aquello que en la estructura o en el 

24.	 Recuperado en: https://www.un.org/es/about-us/universal-declaration-of-human-rights; ver también: https://www.oacnudh.org.gt/
index.php/derechos-humanos/conceptos-basicos

25.	 Calderón Morales, Hugo Haroldo. “El Procurador de los Derechos Humanos. Ponencia publicada en el libro Ombudsman Lo-
cal”. Segundo Congreso Iberoamericano de Derecho Administrativo. Instituto de Investigaciones Jurídicas. Universidad Nacio-
nal Autónoma de México (UNAM). México, 2007, páginas 51-77. Recuperado en https://archivos.juridicas.unam.mx/www/bjv/
libros/5/2359/2.pdf y en http://www.bibliojuridica.org/libros/5/2359/6.pdf
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funcionamiento del Estado, constituye un peligro o una situación violatoria de 
los derechos de las personas.

En Guatemala, esta figura se denomina el Procurador de los Derechos Hu-
manos PDH) , el cual se encarga de estudiar, proponer y promover políticas 
públicas favorables para la efectiva realización del cumplimiento de los de-
rechos humanos.

	 Por su parte, el informe de la PDH 2020, apunta:

La realización de los derechos humanos en Guatemala ha estado histórica-
mente condicionada por la situación estructural de desigualdad, pobreza, 
exclusión social y discriminación. Como reflejo de estas circunstancias, el 
informe más reciente del Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo 
calificó a Guatemala en un índice de desarrollo humano medio, con un valor 
de 0.663, el cuarto más bajo del continente americano26. 

	 Continúa el informe afirmando que:

Además, es importante señalar que, en 2020, lamentablemente, se profundiza-
ron las condiciones adversas para la preservación y consolidación del sistema 
democrático del país, el cual es indispensable para garantizar el pleno goce 
y ejercicio de los derechos humanos y las libertades fundamentales de la po-
blación. Se identificó un incremento de acciones de hostigamiento, violencia, 
criminalización y desprestigio hacia operadores de justicia, personas defen-
soras de derechos humanos y periodistas, que representan un obstáculo para 
aquellos sectores que buscan preservar privilegios, influencias y sostener el 
sistema de corrupción e impunidad en el Estado.

	 En su apartado Derecho a la seguridad, el informe establece la participación de agen-
tes del Estado en violaciones a los derechos humanos, y enfatiza en la propensión a la milita-
rización, una tendencia que, como ya se indicó, va in crescendo desde la segunda década de 
este siglo.

	 Indica el informe, además, que:

En Guatemala existe un marcado desequilibrio social debido a que los de-
rechos humanos no son cumplidos a cabalidad. Si bien uno de los reclamos 
más fuertes de la población ha sido su protección frente a las amenazas y 
riesgos que se derivan de la violencia directa y de las acciones delictivas que 
violentan los derechos a la vida, el ejercicio de las libertades fundamentales, 
la integridad y el patrimonio de las personas, no lo es menos el reclamo de 
protección social de las personas frente a la violencia estructural que generan 
diversos factores de riesgo para la seguridad.

En 2020 fueron recurrentes los hechos que combinaron tanto la violencia di-
recta (física o discursiva, circunstancial o de forma sistemática, ejercida por 
particulares o por actores estatales) como la violencia estructural; por ejem-
plo, en los desalojos violentos de comunidades indígenas que antes han vivido 
desprotegidas y violentadas socialmente; en la criminalización a personas

26.	 Procuraduría de Derechos Humanos. “Informe Anual Circunstanciado de Actividades y Situación de los Derechos Humanos, 2020”. 
Guatemala: PDH, 2021, 800 páginas. Recuperado en: https://www.pdh.org.gt/documentos/seccion-de-informes/informes-anua-
les/9621-informe-anual-circunstanciado-pdh-2020-version-ligera/file.html
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individuales, colectivos y comunidades, que también se asocia con la discrimi-
nación y la exclusión social; en los ataques hacia personas y entidades que pro-
mueven y defienden los derechos humanos, así como en las agresiones y obstácu-
los al ejercicio periodístico. Estas agresiones pueden ser ejercidas por agentes 
no estatales o por las fuerzas de seguridad pública y autoridades judiciales.

La seguridad ha sido gestionada por parte del gobierno de forma centralizada 
(apartada de la sociedad civil), con carácter represivo y una propensión a la 
remilitarización, contraria al modelo de seguridad democrática contemplado 
en la Ley Marco del Sistema Nacional de Seguridad, en los Acuerdos de Paz y 
en normas internacionales de las que el Estado es parte, lo que se traduce en un 
incumplimiento del Estado con los derechos humanos individuales y colectivos.

	 En sus “Recomendaciones relacionadas con los derechos de los Pueblos Indígenas”, el 
informe de la PDH recomendó al Ministerio de Energía y Minas (MEM) cumplir con la im-
plementación de la Consulta y el Consentimiento Previo, Libre e Informado, en los proyec-
tos de extracción minera en Guatemala, especialmente, realizar las acciones necesarias para 
cumplir con las sentencias de la Corte de Constitucionalidad (CC) que ordenan el desarrollo 
de dicha consulta en los casos de “El Escobal”, “Fénix”, y “El Tambor”27.

	 Con relación a esa recomendación de la PDH al MEM, es preciso mencionar que la 
industria extractiva y los megaproyectos de inversión privada en territorios poblados y habi-
tados por comunidades indígenas, se han caracterizado por la aplicación de una variedad de 
acciones para su implementación en las que se ha identificado su planificación y aplicación 
por parte del Estado, en alianza con las empresas privadas nacionales e internacionales in-
versionistas en los mismos.

27.	 Ibídem, página 240.

En sus “Recomendaciones rela-
cionadas con los derechos de los 
Pueblos Indígenas”, el informe de 
la PDH recomendó al Ministerio 
de Energía y Minas (MEM) cum-
plir con la implementación de la 
Consulta y el Consentimiento 
Previo, Libre e Informado, en los 
proyectos de extracción minera 
en Guatemala

	 Es remarcado el modelo de instauración de esas inversio-
nes, fundamentalmente en proyectos mineros e hidroeléctricos, 
caracterizados por el incumplimiento del proceso de Consulta 
Comunitaria Previa, Libre e Informada a Pueblos Indígenas, de 
acuerdo con el Convenio 169 de la Organización Internacional 
del Trabajo (OIT); la criminalización y judicialización de lide-
razgos de las Resistencias Pacíficas de esos territorios, opuestas 
a esas inversiones; el uso desproporcionado de las fuerzas de se-
guridad pública y militares; acciones represivas de jefes y agentes 
de seguridad privada al servicio de las empresas, contra comuni-
tarios y liderazgos en resistencia; la implementación de Estados 

de sitio en las zonas donde las Resistencia Pacífica son más fuertes y organizadas; violencia 
abierta y/o encubierta con la venia de las empresas inversionistas, y bajo el amparo del Estado.

	 En Guatemala, a partir de 1996, tras la firma de los Acuerdos de Paz y con el ascenso 
del gobierno pro empresarial de Álvaro Arzú Irigoyen (1996-2000) y el Partido de Avanzada 
Nacional (PAN), se comenzó a allanar el camino a favor del modelo extractivista y las mega 
inversiones en infraestructura en territorios que, previamente, habían sido escenarios de la 
guerra interna, o en aquellos en que, dadas las condiciones políticas, no era posible llegar a 
donde los recursos naturales renovables y no renovables se encontraban.

	 Durante esa administración, se suscitaron procesos de liberalización económica re-
marcados con la privatización de servicios públicos, tal como fue el caso del Sector Eléctrico,  
las telecomunicaciones con la aprobación de la Ley General de Electricidad, Decreto 93-
96; y la f lexibilización de los marcos regulatorios financieros y leyes de beneficio directo a 
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sectores específicos, así como la promoción de grandes obras de infraestructura. Todo esto 
fue el asidero de ese modelo de atracción de inversiones.	

	 A partir de ese gobierno se remarcó la estrecha alianza entre los capitales que finan-
ciaron la campaña electoral y/o que fueron el sostén de esa administración, con oficiales del 
alto mando militar que, con los años, serán parte fundamental para la constitución y conso-
lidación del actual modelo de acumulación que tiene como base ese tipo de inversiones.

	 Esos grandes capitales que sostuvieron económicamente la guerra interna por medio 
de los golpes de Estado, habían trabajado de la mano con el alto mando militar contrain-
surgente. Esa alianza reaparecerá con el término de la guerra, y el otrora concepto contrain-
surgente de “enemigo interno” resurgirá en una forma diferente: estará constituido por los 
movimientos de Resistencia Pacífica opuestos al modelo de acumulación neoextractivo. 

	 Esa visión militarista que explica los niveles de violencia ejercidos por el Estado y el 
capital inversionista, se impone precisamente por el acompañamiento militar de oficiales 
retirados a cargo de la seguridad privada de los proyectos extractivos.

	 Al mismo tiempo, en las diferentes etapas de las luchas de resistencia se ha observa-
do la carencia de un Estado democrático y pluricultural como lo refiere un estudio28, que ha 
llevado a la falta de mediadores legítimos y a la creciente polarización y conf lictividad social, 
tal como suele llamársele hoy a la lucha de clases.

	 El llamado Sistema de Diálogo Nacional (SDN) –hoy Comisión Presidencial de Diá-
logo (CPD)29-, tal como está estructurado, no ha sido funcional desde su creación en el go-
bierno de Álvaro Colom Caballeros (2008-2012) y la Unidad Nacional de la Esperanza (UNE) 
como un Sistema Nacional de Diálogo Permanente (SNDP)30. La tendencia a privilegiar los 
intereses privados por sobre los colectivos, ha provocado que esa instancia estatal no con-
tribuya a resolver los remarcados antagonismos entre los que se oponen abiertamente a los 
proyectos –las Resistencias Comunitarias y comunidades; y los empresarios que buscan im-
plantarlos. El diálogo, visto en estas circunstancias, tiende a ser un fetiche, es decir, se le ve 
como la única opción para resolver los problemas31, cuando en realidad, en la experiencia de 
Guatemala, ha servido como un ejercicio para identificar a los liderazgos, así como para con-
dicionarlos a que acepten los proyectos de inversión privada a las que se oponen, entre otros 
aspectos.

	 El académico Boaventura de Sousa Santos plantea que:

28.	 Sibrián, Anabella, y van der Borgh, Chris, 2014. “La Criminalidad de los Derechos: La Resistencia a la Mina Marlin”. Oñati So-
cio-Legal Series [online], 4 (1), 63-84. Disponible en: http://ssrn.com/abstract=2374310

29.	 La CPD fue creada en el gobierno de Jimmy Morales Cabrera (2016-2020) y el Frente de Convergencia Nacional (FCN)-Nación, 
siendo su primer Comisionado, Rockael Cardona.

30.	 Ver los ensayos integrados en el boletin El Observador. Análisis Alternativo sobre Política y Economía “El diálogo ‘Patriota’”. Años 
8 y 9, Nos. 42-43, octubre 2013-marzo 2014, 116 páginas.

31.	 Solano, Luis. “El diálogo como fetiche”. Boletín El Observador. Análisis Alternativo sobre Política y Economía. Años 8 y 9, octubre 
2013-marzo 2014, página 88.

La verdad es que el capitalismo extractivista obtiene mejores condiciones de 
rentabilidad en sistemas políticos dictatoriales o con democracias de bajísima 
intensidad (sistemas casi de partido único), donde es más fácil corromper a 
las elites a través de su involucramiento en la privatización de concesiones y 
las rentas del extractivismo. No es de esperar ninguna profesión de fe en la 
democracia por parte del capitalismo extractivista, incluso, porque siendo 
global, no reconoce problemas de legitimidad política…
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Las poblaciones más directamente afectadas por el extractivismo son los cam-
pesinos, en cuyas tierras están los yacimientos mineros o donde se pretende 
instalar la nueva economía agroindustrial. Son expulsados de sus tierras y 
sometidos al exilio interno. Siempre que se resisten son violentamente repri-
midos y su resistencia es tratada como un caso policial32. 

	 Otro autor hace la relación militarización-empresas transnacionales-extractivismo, 
de la siguiente manera:

La identificación que realizan algunos gobiernos entre el interés público y el 
interés de las EMPRESAS TRANSNACIONALES puede llegar al extremo de 
utilizar el sistema represor del Estado para eliminar con métodos violentos la 
oposición social frente a una multinacional. La militarización de territorios, 
infraestructuras o explotaciones responde a esta lógica, al igual que la repre-
sión policial ante actos públicos de denuncia y la criminalización de la diri-
gencia social. A ello habría que sumar también la actividad del paramilitaris-
mo que, en connivencia con el Estado en países como Colombia, Guatemala y 
México, reprime violentamente a las organizaciones sociales.

La militarización es el control militar por parte del ejército o la policía, de 
un territorio clave por los intereses estratégicos que posee, ya sean recursos 
naturales —petróleo, gas, minerales, agua, etc.— o infraestructuras viales, 
energéticas, de comunicación...

La explotación de esos recursos y la construcción de las infraestructuras son 
realizadas, en muchos de estos casos, por EMPRESAS TRANSNACIONALES33. 

	 Paradigmático resulta lo expuesto en la revista Enfoque con relación a la planta de 
cemento San Gabriel, en San Juan Sacatepéquez, Guatemala. Dice: 

5)   Andamiaje institucional y jurídico en función de los 
      intereses de las empresas

	 Si algo facilita la violación a los derechos humanos, la impunidad e incumplimien-
to de acuerdos y compromisos regionales e internacionales en materia de derechos huma-
nos,es la protección que los grupos de poder y el propio Estado se garantizan a partir de un 

32.	 De Sousa Santos, Buonaventura. “Democracia o capitalismo”. Recuperado en: https://www.pagina12.com.ar/diario/el-
pais/1-237107-2014-01-06.html

33.	 Pulido, Alejandro. “Militarización. Extracto del libro Diccionario crítico de empresas transnacionales. Claves para enfrentar el 
poder de las grandes corporaciones”. Varios autores. Recuperado en: http://omal.info/spip.php?page=article_diccionario&id_arti-
cle=4834. Resaltado del autor.

34.	 Equipo de El Observador. “Criminalización y presos políticos en Guatemala: una historia de continuidad. -Primera parte”. Boletín 
electrónico Enfoque, Análisis de situación. Año 10, No. 54, 26 de enero de 2018, 31 páginas.

En Guatemala, específicamente en el municipio de San Juan Sacatepéquez, 
la militarización implica presencia militar y existencia de grupos parami-
litares que se han aliado con los intereses del grupo corporativo Cementos 
Progreso (CEMPRO) para el control y sometimiento de la población, que se 
ha organizado y ha resistido frente a la construcción de la planta cementera 
“San Gabriel”.34
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andamiaje legal e institucional hecho a la medida de sus intereses. 

	 Códigos, leyes, reglamentos y la propia Constitución Política de la República de 1985, 
han sido redactados por la industria extractiva, conjuntamente con los aparatos legales de 
las empresas nacionales y extranjeras, con la participación de funcionarios públicos anuen-
tes a ser sus operadores políticos –lo que se relaciona con la dinámica de tráfico de inf luen-
cias que se ha denominado “puertas giratorias”-. Este andamiaje jurídico y constitucional ha 
sido construido durante los 200 años que han transcurrido desde la independencia por los 
grupos de poder económico, político y militar que han gobernado y que controlan el Estado.

	 La Constitución de la República, máxima ley del país, ha sido diseñada por una am-
plia gama de intereses contrarrevolucionarios y extranjeros; así como por operadores de las 
fracciones capitalistas nacionales y transnacionales, en alianza con los militares que gober-
naron abiertamente desde la década de 1960 hasta 1986. Así, esa máxima es válida para las 
Constituciones de 1956, la de 1965 y la vigente de 1985. Las tres ref lejan el poder y control que 
del Estado tienen grupos económicos, militares y políticos, que sobreponen sus objetivos 
privados e inversiones por encima del interés público y el de las mayorías35. 

	 Las leyes y códigos mineros y petroleros, y el marco jurídico que vela por la protección 
del ambiente y los recursos naturales de la Nación, han sido redactados por las empresas 
extranjeras y nacionales vía asesores legales y bufetes de renombre para facilitar sus inversio-
nes, y por el control de determinadas áreas económicas, en alianza con funcionarios públicos 
proclives a dichos intereses.

El Estado como dueño del subsuelo

	 El Estado decide conceder o no los derechos del uso, exploración y explotación del 
suelo, según la legislación minera y petrolera vigente. Sin embargo, para evitar decisiones 
arbitrarias e ilegales, tanto por parte del Estado como de las inversiones privadas nacionales 
y extranjeras, en el transcurso de las negociaciones de paz entre la entonces organización po-
lítico-militar Unidad Revolucionaria Nacional Guatemalteca (URNG) y el Estado guatemal-
teco, se firmó el Acuerdo de Identidad y Derechos de los Pueblos Indígenas (AIDIPI), uno de 
los Acuerdos de Paz firmados en 1996, cuyo reconocimiento y aplicación tienen carácter de 
Estado, y es fundamental para que las comunidades afectadas por inversiones puedan recu-
rrir a ese marco político para defender sus derechos.

	 En el apartado “Tenencia de la tierra y uso y administración de los recursos naturales” 
del AIDIPI, en el inciso 6 se plantea lo siguiente:

35.	 Existe una amplia fuente de información sobre la intervención de grupos de poder nacionales y extranjeros en la elaboración de 
los principales marcos jurídicos y constitucionales en Guatemala con el objetivo de fortalecer el grado de control que tienen del 
Estado. Se sugiere la lectura de: Veliz, Rodrigo. “Criminalización en Guatemala: sujeto, disenso y lucha. Anotaciones sobre la 
Constitución Política de 1985”. Boletín El Observador. Análisis Alternativo sobre Política y Economía. Años 12 y 13, Nos. 42-43, 
octubre 2013-marzo 2014; Solano, Luis. “Elementos históricos para explicar la consumación de la toma de la CC por el ‘Pacto de 
Corruptos’”. Boletín El Observador. Análisis Alternativo sobre Política y Economía. Año 16, No. 72, enero-abril 2021; Muñoz, 
Juan Pablo. “La cooptación del Estado y la batalla por la interpretación de la Constitución Política de la República. Sobre el proceso 
constitucional contrarrevolucionario de 1956”; Streeter, Stephen M. Managing the Counterrevolution. The United States and Gua-
temala, 1954-1961. Ohio University. Center for International Studies. 2000; Solano, Luis. “Guatemala: petróleo y minería. En las 
entrañas del poder”. Inforpress Centroamericana. 2005.

6. El Gobierno adoptará o promoverá las medidas siguientes:

I) Reconocer y garantizar el derecho de acceso a tierras y recursos que no 
estén exclusivamente ocupados por las comunidades, pero a las que estas
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hayan tenido tradicionalmente acceso para sus actividades tradicionales y 
de subsistencia (servidumbres, tales como paso, tala, acceso a manantiales, 
etc., y aprovechamiento de recursos naturales), así como para sus actividades 
espirituales; II) Reconocer y garantizar el derecho de las comunidades de 
participar en el uso, administración y conservación de los recursos naturales 
existentes en sus tierras; III) Obtener la opinión favorable de las comunida-
des indígenas previa la realización de cualquier proyecto de explotación de 
recursos naturales que pueda afectar la subsistencia y el modo de vida de las 
comunidades. Las comunidades afectadas deberán percibir una indemniza-
ción equitativa por cualquier daño que puedan sufrir como resultado de estas 
actividades; y IV) Adoptar, en cooperación con las comunidades, las medidas 
necesarias para proteger y preservar el medio ambiente.

	 Cabe agregar que, entre los convenios internacionales que respaldan los derechos de 
los Pueblos Indígenas se encuentra el Convenio 169 de Pueblos Indígenas y Tribales en Paí-
ses Independientes, creado por la Organización Internacional del Trabajo (OIT), el cual fue 
ratificado por el Congreso de la República en 1997 con validez nacional e internacional.

	 Entre sus contenidos a destacar se encuentran:

Artículo 7. Inciso 1. Los pueblos interesados deberán tener el derecho de de-
cidir sus propias prioridades en lo que atañe al proceso de desarrollo, en la 
medida en que éste afecte a sus vidas, creencias, instituciones y bienestar es-
piritual y a las tierras que ocupan o utilizan de alguna manera, y de controlar, 
en la medida de lo posible, su propio desarrollo económico, social y cultural. 
Además, dichos pueblos deberán participar en la formulación, aplicación y 
evaluación de los planes y programas de desarrollo nacional y regional sus-
ceptibles de afectarles directamente.

Inciso 3. Los gobiernos deberán velar por que, siempre que haya lugar, se 
efectúen estudios, en cooperación con los pueblos interesados, a fin de eva-
luar la incidencia social, espiritual y cultural y sobre el medio ambiente que 
las actividades de desarrollo previstas puedan tener sobre esos pueblos. Los 
resultados de estos estudios deberán ser considerados como criterios funda-
mentales para la ejecución de las actividades mencionadas.

Inciso 4. Los gobiernos deberán tomar medidas, en cooperación con los pue-
blos interesados, para proteger y preservar el medio ambiente de los territo-
rios que habitan.

Artículo 15. Inciso 1. Los derechos de los pueblos interesados a los recursos 
naturales existentes en sus tierras deberán protegerse especialmente. Estos 
derechos comprenden el derecho de esos pueblos a participar en la utiliza-
ción, administración y conservación de dichos recursos.

Inciso 2. En caso de que pertenezca al Estado la propiedad de los minerales o 
de los recursos del subsuelo, o tenga derechos sobre otros recursos existentes 
en las tierras, los gobiernos deberán establecer o mantener procedimientos 
con miras a consultar a los pueblos interesados, a fin de determinar si los 
intereses de esos pueblos serían perjudicados, y en qué medida, antes de em-
prender o autorizar cualquier programa de prospección o explotación de los 
recursos existentes en sus tierras. Los pueblos interesados deberán participar 
siempre que sea posible en los beneficios que reporten tales actividades, y 
percibir una indemnización equitativa por cualquier daño que puedan sufrir 
como resultado de esas actividades.
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Artículo 18. La ley deberá prever sanciones apropiadas contra toda intrusión 
no autorizada en las tierras de los pueblos interesados o todo uso no autoriza-
do de las mismas por personas ajenas a ellos, y los gobiernos deberán tomar 
medidas para impedir tales infracciones.

	 En la práctica, varias comunidades y organizaciones han hecho uso de esos marcos 
regulatorios para impulsar las Consultas Comunitarias, Consultas de Buena Fe o Consulta 
Previa, Libre, e Informada para detener, suspender o cancelar proyectos extractivistas de 
minería, sobre todo, que ponen en peligro sus territorios y riquezas naturales.

	 Los logros de esas consultas sólo se deben a la organización comunitaria, mas no así 
a la responsabilidad del Estado para realizarlas como debiera ser, previo a la autorización de 
proyectos, licencias, contratos, estudios ambientales, etc., exclusivamente para beneficiar a 
los inversionistas.

	 También responden a la falta de la llamada “Debida Diligencia” que las empresas es-
tán obligadas a cumplir, en correspondencia al cumplimiento de los Principios Rectores que 
dicen respetar y cumplir36. 

	 Ninguna instancia empresarial reconoce las consultas comunitarias bajo el argumen-
to que no existe o no ha sido aprobado el Reglamento específico del Convenio 169. En 2017, 
el Comité Coordinador de Asociaciones Agrícolas, Comerciales, Industriales y Financieras 
(CACIF) dejó muy clara su posición al respecto, en el contexto de la suspensión de varios 
proyectos mineros e hidroeléctricos a raíz de acciones de inconstitucionalidad, Consultas 
Comunitarias y la oposición y resistencia comunitaria37. 

	 Según el diario Prensa Libre:

El Cacif menciona en su carta que los organismos que tienen a cargo aspectos 
relacionados con el convenio son el Ejecutivo, el Judicial y, en el caso del 
Legislativo, para la reglamentación, y la solicitud surge por la suspensión de 
proyectos mineros e hidroeléctricos.

	 En ésta se explica, además, que luego de años de operar proyectos autorizados, gru-
pos como ONG de las que, incluso, tenían conocimiento de que no eran representativas de 
Pueblos Indígenas, promueven acciones legales para dejar sin efecto las autorizaciones otor-
gadas, que han logrado resoluciones desfavorables a la inversión y generan más conf licto. 
Sin embargo, eso es lo que el Convenio 169 quiere evitar, refiere la cúpula empresarial en esa 
carta.

36.	 CACIF. Recuperado en: https://static1.squarespace.com/static/594a5aff72af65c387d89fb0/t/594a72763a-
041109675b3a1c/1498051213828/dh_folleto.pdf; Cámara del Agro. Recuperado en: https://www.camaradelagro.org/wp-content/
uploads/2019/11/Pol%C3%ADtica-de-Respeto-a-los-Derechos-Humanos-y-Manual-de-Implementaci%C3%B3n-Principios-Rec-
tores-C%C3%A1mara-del-Agro.pdf; AGER. Recuperado en: https://ager.org.gt/wp-content/uploads/2021/05/politica-institucio-
nal-web.pdf

37.	 Diario Prensa Libre. “Cacif pide intervención de OIT sobre consultas a comunidades”, 22 de julio de 2017. Recuperado en: https://
www.prensalibre.com/economia/cacif-pide-intervencion-de-oit-sobre-consultas-a-comunidades/”.

Ninguna instancia empresarial 
reconoce las consultas comuni-
tarias bajo el argumento que no 
existe o no ha sido aprobado el 
Reglamento específico del Con-
venio 169.

	 Según expuso, se violaba el Convenio 169 sobre Pueblos 
Indígenas porque al no existir un reglamento, hay falta de certeza 
de cómo aplicarse, con resoluciones desfavorables al derecho de 
libertad de empresa y de trabajo, y generan conf lictividad social. 
Fue el entonces Presidente del CACIF quien firmó la carta envia-
da al Director de la OIT en Ginebra, Suiza.
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	 Bajo ese argumento de no existir un reglamento del Convenio 169, los empresarios 
corporativos han impulsado recursos judiciales y constitucionales, así como amparos ante 
las principales Cortes para contrarrestar y revertir las suspensiones de las millonarias inver-
siones extractivistas.

	 A esas acciones, los empresarios acompañan con comunicados y conferencias de 
prensa que contienen discursos que tienden a la criminalización y estigmatización de lide-
razgos que resultan clave para los movimientos de resistencia comunitaria.

	 Pocos meses después de la publicación de esa misiva del CACIF, la entidad empresa-
rial publicó un comunicado que puso su manifiesto la línea política que ha sostenido y que 
mantendría hasta la fecha, de frente a los obstáculos que los movimientos de resistencia les 
representan. El comunicado, entre otras cosas, exigía:

La urgente acción y respuesta de los cuerpos de seguridad pública, de los 
órganos de investigación y de la Comisión Internacional contra la Impunidad 
en Guatemala (CICIG) en cuanto a las estructuras de crimen organizado que 
operan pública y abiertamente en el país, particularmente, aquellos que se 
dedican a la invasión de propiedad privada, hurto de energía, bloqueos a las 
vías de comunicación y paralización de operaciones de empresas en distintas 
áreas del país38. 

	 El trasfondo del comunicado tenía una suerte de dedicatoria a destinatarios especí-
ficos como el Comité Campesino del Altiplano (CCDA); el Comité de Desarrollo Campesino 
(CODECA); el Comité de Unidad Campesina (CUC), y la Unión Verapacense de Organizacio-
nes Campesinas (UVOC) en general, respecto de cualquier forma de protesta social al referir-
se a aquellas acciones que pudieran afectar el accionar de las grandes empresas corporativas 
y los intereses de sus propietarios y socios: acciones jurídicas y políticas de comunidades en 
defensa del derecho de Consulta Previa, Libre e Informada, que interrumpen inversiones y 
proyectos en los ejes que conforman el modelo de acumulación capitalista en boga en Gua-
temala -por ejemplo, en el municipio de Santa María Cahabón, Alta Verapaz, con el proyecto 
hidroeléctrico Oxec I y II; y en Santa Rosa y Jalapa, con el proyecto minero “El Escobal” de la 
Minera San Rafael, S.A. (MINERASA)- son tipificadas en esta visión empresarial como accio-
nes delictivas.

	 La propuesta de modificación del delito de terrorismo aprobada por la Comisión de 
Gobernación del Congreso de la República en 2018, se entiende como prolongación de esta 
petición/exigencia. Como resultado, el comunicado revela la apuesta por la estigmatización, 
criminalización y judicialización de las luchas sociales y comunitarias39. 

	 Las presiones de las entidades empresariales para que se reactivaran los proyectos 
extractivos, aumentaron cuando entre 2018 y 2019, un grupo de terratenientes y agroindus-
triales comenzaron a promover denuncias de “invasiones” a fincas en la costa sur y en los 
departamentos de Alta Verapaz e Izabal40, desde espacios como la Asociación Nacional para 
el Café (ANACAFÉ).

38.	 CACIF. Comunicado 1 de septiembre de 2017. Recuperado en: https://www.cacif.org.gt/noticias-1/2017/9/1/fortalecer-la-justi-
cia-respetar-la-institucionalidad-y-luchar-contra-la-corrupcin-son-principios-comunes-y-prioritarios-para-todos

39.	 Equipo de El Observador. “Criminalización y presos políticos en Guatemala: una historia de continuidad. -Primera parte”. Boletín 
electrónico Enfoque, Análisis de situación. Año 10, No. 54, 26 de enero de 2018, 31 páginas.

40.	 Diario Prensa Libre. “Denuncian estafas por usurpación de finca en la Costa Sur”, 25 de octubre de 2018. Recuperado en: https://
www.prensalibre.com/guatemala/justicia/denuncian-estafas-por-usurpacion-de-finca-en-la-costa-sur/; diario Prensa Libre. “Propie-
tarios aseguran que persisten invasiones ilegales en El Estor y Alta Verapaz”, 11 de septiembre de 2020. Recuperado en: https://
www.prensalibre.com/economia/propietarios-aseguran-que-persisten-invasiones-ilegales-en-el-estor-y-alta-verapaz/
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	 Meses después, en 2019, se funda la Asociación Civil para la Defensa de la Propiedad 
Privada y contra el Prevaricato (ACDEPRO), entidad que agrupa poderosos intereses terra-
tenientes de Izabal, Alta Verapaz y la boca costa del departamento de Quetzaltenango, y que 
constituye a la fecha una suerte de frente de ataque y criminalización contra comunitarios, 
liderazgos y organizaciones sociales, campesinas, indígenas y de derechos humanos vincu-
lados a la lucha y resolución de la problemática agraria en el norte y suroccidente de Guate-
mala. Desde sus redes sociales, ACDEPRO también se ha convertido en un instrumento de 
ataque de las empresas nacionales y extranjeras de la industria minera contra los movimien-
tos de resistencia anti extractivista41. 

41.	 Entre los principales directivos de la ACDEPRO se encuentran el industrial Jaime Arimany; el agroindustrial Carlos Torrebiarte 
Alvarado; y el empresario en temas de seguridad e inteligencia privada Horst Molina Spitzke. Ver: https://www.facebook.com/
acdeproGT/?ref=page_internal; también puede verse el informe No. 5 de la ACDEPRO titulado “Impunidad y violación a la Cons-
titución: Dos fincas desalojadas en el 2020 de 124 denunciadas por ACDEPRO”. Recuperado en: https://www.facebook.com/ac-
deproGT/photos/a.133854975035410/235085258245714; igualmente: Equipo de El Observador. “Conversaciones entre el Estado 
guatemalteco y las comunidades q’eqchi’es en el Sistema Interamericano”. Informe Especial No. 26, 27 de julio de 2020, páginas 
52-54; ver también, los ensayos contenidos en el boletín El Observador. Análisis Alternativo sobre Política y Economía No. 78, 
junio-septiembre de 2022.
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La lógica institucional responde a los intereses empresariales, y las instituciones son 
operadas por los grupos de poder empresarial

	 El control de las instituciones públicas, particularmente de las carteras ministeriales 
vinculadas a los asuntos más importantes de la industria extractiva, es un objetivo estratégi-
co de los grupos de poder que facilita la consecución de sus objetivos inversionistas.

	 Los Ministerios de Energía y Minas (MEM); de Ambiente y Recursos Naturales 
(MARN); de Economía (MINECO); y el aparato judicial, entiéndase los tribunales de jus-
ticia, fiscalías departamentales del Ministerio Público (MP), y jueces y juezas, reciben tra-
dicionalmente la inf luencia directa e indirecta de las principales entidades empresariales 
del país. Los nombramientos de ministros y viceministros provenientes del sector privado, 
particularmente de las esferas de la industria extractiva, agroindustrial, sector eléctrico y del 
sector industrial, son una constante, y es muy común que las llamadas “puertas giratorias” 
sea tendencia en las altas esferas del Sector Público. Funcionarios públicos que luego pasa-
rán a engrosar filas de grandes empresas del mundo extractivo, se ha vuelto muy común, con-
firmando de esa manera los verdaderos intereses que defienden como operadores políticos 
empresariales, en el marco de la llamada “conf lictividad” social.

	 Tres casos paradigmáticos que cabe destacar para ejemplificar cómo se sobrepone 
el interés privado sobre el público que funcionarios de gobierno defienden y replican, son 
los proyectos mineros de “El Tambor”, “El Escobal” y “Fénix”42. Un estudio sobre la crimina-
lización de la protesta social en Guatemala demuestra varios patrones que han regido en la 
represión, judicialización, violaciones a los derechos humanos y desmantelamiento de orga-
nizaciones y movimientos que se resisten a inversiones extractivistas que se posicionan sin 
Consulta Previa, y amenazan las riquezas naturales en sus territorios43. 

	 Sus consideraciones finales, las cuales continúan vigentes en la actual situación polí-
tica y social de 2022, son:

1. La criminalización de la protesta social se expresa en diversas formas que 
van desde una intervención violenta de las fuerzas de seguridad en protestas o 
conflictos, hasta el juicio a dirigentes sociales, allanamiento de sus oficinas, 
amenazas directas e indirectas y la descalificación sistemática de la labor que 
realizan defensoras y defensores de derechos humanos.

2. Los métodos utilizados por los diferentes gobiernos en Guatemala para 
criminalizar la protesta social y generar un proceso de estigmatización y per-
secución de movimientos sociales y defensores de derechos humanos muestran 
patrones similares: imposición de estados de excepción; remilitarización de

42.	 Solano, Luis; Moore, Ellen, y Moore, Jen.  “La injusticia minera a través del arbitraje internacional. Contrarrestando los argu-
mentos de Kappes, Cassiday & Asociados sobre su proyecto de oro en Guatemala”. Earthworks (EEUU) y el Instituto de Estudios 
Políticos (EEUU). 4 de agosto 2020. Recuperado en: https://earthworks.org/publications/la-injusticia-minera-a-traves-del-arbitra-
je-internacional/; ver también: Under Siege. Peaceful Resistance to Tahoe Resources and Militarization in Guatemala. Report by 
Luis Solano. International Platform Against Impunity in Central America — MiningWatch Canada —Network in Solidarity with 
the People of Guatemala (NISGUA). November 10, 2015. Recuperado en: https://miningwatch.ca/sites/default/files/solano-under-
seigereport2015-11-10.pdf; Solano, Luis. “La Alfombra Mágica”: una telaraña de intereses mineros rusos, kazajos e israelitas que 
alcanzaría a Giammattei Falla”. Informe Especial No. 28, 20 de septiembre de 2021; Solano, Luis. “La militarización del proyecto 
minero Fénix de la Compañía Guatemalteca de Níquel (CGN) y Solway Group”. Boletín electrónico Enfoque, Análisis de situación. 
Año 12, No. 74, 13 de agosto de 2020. Se puede agregar un caso más, paradigmático por el nivel de violencia que ha alcanzado: 
Solano, Luis. “La criminalización a comunidades y liderazgos Chorti una constante en el departamento de Chiquimula y el oriente 
de Guatemala”. Boletín electrónico Enfoque, Análisis de situación. Año 13, No. 77, 8 de junio de 2021.

43.	 Comisión Internacional de Juristas (CIJ). “Criminalización de la protesta social. Ginebra, Suiza”, diciembre de 2012.
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diferentes territorios; amenazas; allanamientos de oficinas; y violencia físi-
ca en su contra son algunos de estos patrones; además, se utiliza el derecho 
penal en contra de dirigentes que defienden los recursos naturales y sus te-
rritorios frente a megaproyectos, acusándolos de cometer delitos tales como 
reuniones y manifestaciones ilícitas, resistencia con agravación específica y 
desorden público, detención ilegal; portación ilegal de armas de fuego ofensi-
vas; sustancias tóxicas, armas químicas, biológicas, bacteriológicas; material 
radioactivo o instrumentos que emitan radiaciones; explosivos o armas de 
fuego; o por incendio, inundación o cualquier otro medio violento y terroris-
mo. Además, las y los dirigentes comunitarios son calificados en forma ten-
denciosa de delincuentes, desestabilizadores, terroristas, asesinos y ladrones 
en algunos medios de comunicación.

3. Existe negligencia y/o mala fe por parte de operadores de justicia que in-
tegran la administración de justicia, ya que el Derecho Penal es utilizado 
para castigar y criminalizar las actividades pacíficas de protesta social y las 
reivindicaciones legítimas de las y los defensores de derechos humanos, orga-
nizaciones y movimientos indígenas en defensa de sus derechos. Esto ha dado 
lugar a procesar y en algunos casos a condenar, a defensores de derechos 
humanos como autores de delitos comunes.

4. Los Juzgados del Ramo Civil y los oficiales y jueces que los integran des-
conocen gran parte del contenido del Derecho Internacional de los Derechos 
Humanos y en muchos casos, por negligencia o por mala fe, resuelven en 
contra de los derechos colectivos de las comunidades indígenas, aplicando 
criterios tradicionales y clásicos de derecho civil basados en principios del 
siglo XIX y no con un enfoque de derechos humanos.

5. El Estado de Guatemala debe cumplir con su obli-
gación de garantizar la protección por las autorida-
des competentes de toda persona, frente a hechos de 
violencia, amenaza, represalias, discriminación de 
hecho o de derecho, presión o cualquier otra acción 
arbitraria resultante del ejercicio legítimo y pacífico 
de sus derechos; y,

6. Existe un cuadro persistente de denegación de jus-
ticia para las y los defensores de derechos humanos, 
en el que destaca la celeridad con que los procesos 
penales en contra de dichas personas son gestionados 
por un lado; y por el otro, la falta de respuesta ante 
las demandas presentadas por comunidades, pueblos 
indígenas y defensores y defensoras de derechos hu-
manos en la defensa de sus derechos individuales y 
colectivos y en relación con actos atentatorios de sus 
derechos; esto también puede interpretarse como una 
pauta de discriminación en el acceso a la justicia.
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	 En este apartado se hace referencia específicamente, a las diferentes cámaras empre-
sariales que integran el CACIF como la Cámara del Agro (CAMAGRO); la Fundación para el 
Desarrollo de Guatemala (FUNDESA); la Gremial de Palmicultores (GREPALMA), y la Cá-
mara de Industria de Guatemala (CIG), que asisten a los foros y eventos internacionales de 
organismos de Naciones Unidas en los que exponen, observan y cabildean en función de sus 
intereses44. 

	 El Foro de Empresas y Derechos Humanos de Naciones Unidas que se celebra anual-
mente en Ginebra, Suiza, desde 201245, es un escenario en el que esas instancias empresa-
riales guatemaltecas tienen presencia y cabildean para manifestar su compromiso con el 
cumplimiento de los Principios Rectores46. 

	 En la práctica, la estrategia del empresariado guatemalteco es buscar “lavarse la cara” 
porque su presencia, con el discurso de las buenas prácticas y de buena voluntad en estos 
espacios, lleva una extensa cola de incumplimientos con esos compromisos de respeto a los 
derechos humanos, y con varios casos que demuestran lo contrario.

	 Un ejemplo de ello ocurrió en el contexto del 5to. Foro de las Naciones Unidas sobre 
Empresas y Derechos Humanos que tuvo lugar en la sede del Alto Comisionado de Naciones 
Unidas (ACNUDH) en Ginebra, Suiza, del 14 al 16 de noviembre de 2016.

	 Según dio a conocer el twitter del Centro de Responsabilidad Social Empresarial de 
Guatemala (CENTRARSE), al foro de Ginebra asistieron el entonces Director Ejecutivo de 
CENTRARSE, Juan Pablo de Jesús Morataya Ávila; la Directora Ejecutiva de la GREPALMA, 
Susana Siekavizza Molina; la Directora Ejecutiva de la CAMAGRO, Carla Marlene Caballeros 
Hernández; el abogado y delegado del sector empleador de Guatemala ante la Conferencia 
Internacional del Trabajo (OIT) con sede en Ginebra, Suiza, Guido Doménico Ricci Muadi; y 
la Directora Ejecutiva de la Asociación de Generadores de Energía Renovable (AGER).

	 Asistieron también los entonces directivos de Cementos Progreso (CEMPRO): En-
rique Eduardo Aguirre Cantero, Gerente de Relaciones Interinstitucionales; y Alfonso José 
Quiñónez Lemus, Gerente de Asuntos Públicos y con una extensa hoja de vida diplomática y 
empresarial47. 

44.	 Recuperado en: https://www.grepalma.org/wp-content/uploads/2020/08/Politica-de-Respeto-a-los-Derechos-Humanos-de-GRE-
PALMA-y-sus-Socios.pdf

45.	 Recuperado en: https://www.ohchr.org/SP/Issues/Business/Forum/Pages/2021ForumBHR.aspx
46.	 Recuperado en: https://undocs.org/es/A/HRC/47/39; ver también: https://static1.squarespace.com/static/594a5aff72af65c387d89f-

b0/t/61d340fa4b6abe0adc0363ad/1641234694694/Valija+Diciembre+%282%29.pdf
47.	 Recuperado en: https://cmiguate.org/el-aparato-paramilitar-y-de-seguridad-privada-de-cementos-progreso/; ver también: https://

cmiguate.org/de-derechos-humanos-y-contrainsurgencia-cementos-progreso/; Alfonso José Quiñónez Lemus, luego será nombrado 
Embajador de Guatemala en Washington a finales de 2019 por el electo gobernante Alejandro Giammattei del partido políticos 
Vamos, quien tomará posesión el 14 de enero de 2020. Su nombramiento será un reflejo del grado de poder del conglomerado em-
presarial Cementos Progreso (CEMPRO), uno de los grupos más poderosos de Guatemala con gran influencia política, económica 
y empresarial en las esferas del CACIF, la Cámara de Industria de Guatemala (CIG), CAMAGRO, la Cámara de Finanzas y la 
Gremial de Industrias Extractivas (GREMIEXT). Pero, sobre todo, CEMPRO tiene gran influencia en los gobiernos de Guatemala, 
e influye sobremanera en la conformación de las Cortes judiciales y constitucionales de Guatemala. Ver: Solano, Luis. “De élites, 
‘Pacto de Corruptos’ y el control del Estado en Guatemala”. Boletín El Observador. Análisis Alternativo sobre Política y Economía. 
Año 18 y 19, Nos. 63-64, septiembre 2018-febrero 2019.

6)  Los grupos cabilderos de las empresas en el contexto de la institucionalidad 
      internacional que vela por el respeto a los derechos humanos
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	 Los sectores miembros del CACIF que asistieron en esa oportunidad a Ginebra, tie-
nen el común denominador que, si bien manifestaron su adhesión a los Principios Rectores, 
arrastran una larga cola de proyectos inversionistas que se han impuesto en territorios de 
Guatemala, sin que el Estado realizara el proceso de Consulta Previa e Informada en el marco 
de movimientos en resistencia, criminalización de liderazgos de esos movimientos, violen-
cia, detenciones ilegales y arbitrarias, hasta la imposición de Estados de sitio o de prevención 
para desarticular la oposición y consolidar sus proyectos inversionistas.

	 En la práctica, esos Principios Rectores no los cumplen el gobierno ni las empresas. 
Lo demuestran casos como los proyectos hidroeléctricos Pojom I y II y San Andrés que la em-
presa Energía y Renovación, Sociedad Anónima ha pretendido construir en la Microrregión 
de Ixquisis, San Mateo Ixtatán, Huehuetenango, pero que la oposición comunitaria lo ha im-
pedido; hidroeléctrica Q´ambalam que, igualmente, la empresa Hidro Santa Cruz, subsidia-
ria de la española Hidralia Energía, intentó construir en el municipio de Santa Cruz Barillas, 
Huehuetenango, con financiamiento del Banco Mundial (BM), pero que la fuerte oposición 
comunitaria lo impidió; los proyectos hidroeléctricos Oxec I y II sobre el Río Cahabón en el 
municipio del mismo nombre, Alta Verapaz; el proyecto hidroeléctrico RENACE I-V que ha 
venido construyendo la Corporación Multi Inversiones (CMI) sobre los Ríos Cahabón y Can-
lich en el municipio de San Pedro Carchá, Alta Verapaz; y la hidroeléctrica Santa Rita sobre 
el Río Icbolay en la región del Río Dolores, Cobán, Alta Verapaz, con financiamiento también 
del BM, y que no se construyó por la férrea oposición de las comunidades q’eqchi’, pero que 
dejó una estela de violaciones a los derechos humanos y asesinato de menores de edad48. 

	 Todos estos proyectos están localizados en territorios q’anjob’al, chuj, mam, q´eqchí 
y mestizo.

	 Se evidencia, de igual manera, en las plantaciones de palma africana en Sayaxché, 
Petén, con el caso de las operaciones de la empresa Reforestadora de Palmas de Petén, Socie-
dad Anónima (REPSA), que causó la contaminación y ecocidio en 2015 al Río La Pasión; así 
como en el Valle del Polochic, donde opera la empresa palmera NaturAceites de las familias 
Maegli-Müeller y Maegli Novella.

	 Así también, los proyectos mineros “El Tambor” en La Puya; “El Escobal” en San Ra-
fael Las Flores; “Fénix” en el El Estor, Izabal; y la planta cementera “San Gabriel” en San Juan 
Sacatepéquez, ya mencionados antes49. 

	 También tienen en común que son zonas militarizadas, con alta presencia policial, 
de seguridad privada y grupos paramilitares, incluso, algunos jueces y fiscales del Ministerio 
Público (MP) actuando en contubernio, y conectados unos con otros con el objetivo de des-
articular los movimientos de oposición que, previamente, han manifestado su rechazo por 
medio de Consultas Comunitarias de Buena Fe.

48.	 Equipo de El Observador. “La Resistencia del Río Dolores, Cobán, Alta Verapaz, en su lucha frente a la Hidroeléctrica Santa Rita y 
otros proyectos de inversion”. Informe Especial No. 20, 2 de diciembre de 2019.

49.	 Sobre todos estos casos, está ampliamente documentado una extraordinaria cantidad de violaciones a los derechos humanos e 
incumplimiento de los Principios Rectores. El Observador es la principal fuente de documentación al respecto, en sus diversas 
publicaciones que se encuentran en: https://elobservadorgt.org/
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7)  Consideraciones sobre la experiencia y criterios sobre los EPUS: 
      presencia y práctica de organizaciones guatemaltecas en el Foro de 
        las Naciones Unidas sobre las Empresas y los Derechos Humanos. 

	 El último Examen Periódico Universal (EPU) de Naciones Unidas50 fue realizado en 
2017, que corresponde al tercer ciclo 2017-2022. El primer ciclo fue 2008-2011, y el segundo 
abarcó 2012-201651. El cuarto ciclo se prepara para el 2023.

	 En el último EPU, varios Estados emitieron amplias recomendaciones al Estado de 
Guatemala52. En general, las recomendaciones no han sido cumplidas, estando entre las más 
importantes, que la CICIG tuviera el apoyo del Estado guatemalteco y continuara en funciones.

50.	 “El Examen Periódico Universal (EPU) es un proceso especial que supone una revisión periódica del historial de derechos huma-
nos de todos los 193 Estados Miembro de las Naciones Unidas. El EPU es una innovación importante del Consejo de Derechos 
Humanos, el cual se basa en una igualdad de trato para todos los países. Ofrece una oportunidad para que todos los Estados de-
claren qué medidas han adoptado para mejorar la situación de los derechos humanos en sus países y para superar las dificultades 
para el disfrute de los derechos humanos. El EPU también incluye la posibilidad de compartir las mejores prácticas en materia de 
derechos humanos de todo el planeta. Actualmente no existe otro mecanismo parecido”.

	 Fuente: https://www.ohchr.org/SP/HRBodies/UPR/Pages/BasicFacts.aspx
51.	 Recuperado en: https://www.ohchr.org/sp/hrbodies/upr/pages/uprmain.aspx
52.	 Consejo de Derechos Humanos de la ONU. 37º período de sesiones. 26 de febrero a 23 de marzo de 2018. Tema 6 de la agenda. 

Examen Periódico Universal. Recuperado en: https://documents-dds-ny.un.org/doc/UNDOC/GEN/G18/000/16/PDF/G1800016.
pdf?OpenElement

53.	 Cadena, Ramón. “La lucha contra la impunidad en la encrucijada”. Boletín El Observador. Análisis Alternativo sobre Política y 
Economía. Año 14, Nos. 66-67, enero-septiembre 2019.

54.	 “Informe del Grupo de Trabajo sobre el Examen Periódico Universal”. Recuperado en: https://documents-dds-ny.un.org/doc/UN-
DOC/GEN/G18/000/16/PDF/G1800016.pdf?OpenElement

Habían sido muchas las recomenda-
ciones que hicieron diferentes países 
a Guatemala en torno a la necesidad 
de apoyar los esfuerzos de la CICIG y 
mantener ese mecanismo internacional 
contra la impunidad, para que conti-
nuara con su trabajo. Sin embargo, 
el Estado de Guatemala no atendió 
dichas recomendaciones e hizo caso 
omiso a las mismas, cuando el Presi-
dente de la República tomó las diferen-
tes acciones ya mencionadas a partir 
de agosto de 201753. 

	 Además, el EPU de 2017, entre todas 
las recomendaciones y conclusiones que ex-
puso, contiene algunas de los países al Esta-
do de Guatemala que están estrechamente  

relacionadas al respeto de los derechos humanos, la protección de los defensores de los de-
rechos humanos, y los derechos de los Pueblos Indígenas, en el marco del cumplimiento de 
acuerdos internacionales y de los Principios Rectores que vale destacar54: 

93. El Estado Plurinacional de Bolivia se felicitó por el Foro Interinstitucio-
nal y la Consulta Nacional con Organizaciones de Sociedad Civil. Expresó 
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preocupación por la falta de consultas con las poblaciones indígenas y las 
dificultades que estos tenían para acceder a sus derechos.

111.22 Velar por que el requisito de consultar con los pueblos indígenas las 
decisiones relativas a las tierras que tradicionalmente les pertenecen se con-
sagre en la ley y porque el Gobierno haga todo lo posible para garantizar que 
ese instrumento cumpla las normas internacionales (Irlanda);

111.43 Apoyar la labor de la sociedad civil mediante la adopción de políticas 
públicas para protegerla y poner fin a la aplicación indebida del derecho pe-
nal y administrativo contra los defensores de los derechos humanos, incluidos 
los defensores de los derechos humanos de los pueblos indígenas, en especial 
en el contexto de los proyectos hidroeléctricos y mineros (Alemania);

111.64 Iniciar o llevar a cabo investigaciones oportunas, independientes, im-
parciales y eficaces sobre las amenazas y los ataques contra los defensores de 
los derechos humanos y llevar a los responsables ante la justicia (Bélgica);

112.22 Establecer un marco jurídico para el reconocimiento de los derechos 
de los pueblos indígenas a acceder y gestionar sus territorios de origen y sus 
recursos naturales y a participar en la toma de decisiones sobre los asuntos 
que les conciernen (República Bolivariana de Venezuela).

	 Del informe del EPU también hay que destacar el trabajo de denuncia y el intercam-
bio de información que ocurre en el Foro de Empresas y Derechos Humanos de Naciones 
Unidas, el cual se celebra anualmente en Ginebra desde 201255. 

	 Además de la presencia de las instancias empresariales más importantes de Gua-
temala en dicho foro, también ocurre la participación de organizaciones sociales de Gua-
temala, la cual ha sido organizada por la Plataforma Internacional contra la Impunidad 
(PCI)56, y en donde entran otras expresiones sociales de derechos humanos, representan-
tes de Pueblos Indígenas, y expresiones comunitarias, para presentar casos de incumpli-
miento de los Principios Rectores ante dicho Foro, y ante Relatorías y representantes de 
esas Relatorías, específicamente las de derechos humanos y Pueblos Indígenas.	
 

55.	 De acuerdo con la Oficina del Alto Comisionado de Derechos Humanos de la ONU:

El Foro de Naciones Unidas es el mayor encuentro anual del mundo sobre las empresas y los derechos humanos 
con más de 2.000 participantes: representantes de gobiernos, empresas, grupos comunitarios y sociedad civil, 
despachos jurídicos, inversores, organismos de la ONU, instituciones nacionales de derechos humanos, grupos 
sindicales, universitarios y medios de comunicación. Durante tres días, los participantes asisten a más de 60 
debates sobre temas relacionados con los Principios Rectores sobre las empresas y los derechos humanos (el 
marco para “Proteger”, “Respetar” y “Remediar”).

El Foro proporciona una oportunidad única para crear redes, intercambiar experiencias y aprender de las 
numerosas iniciativas destinadas a promover el respeto de los derechos humanos por parte de las empresas.

	 Ver: https://www.ohchr.org/SP/Issues/Business/Forum/Pages/2018ForumBHR.aspx
56.	 De acuerdo con su misión:

La Plataforma Internacional contra la Impunidad es una alianza de organizaciones de la sociedad civil de los 
Países Bajos, Suiza y América Central que apoya y promueve procesos de incidencia para el pleno disfrute de los 
derechos humanos en Centroamérica, con especial énfasis en Guatemala, Honduras y El Salvador.

	 Ver: https://rightsindevelopment.org/member/plataforma-internacional-contra-la-impunidad/?lang=es
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8)  El Examen Periódico Universal (EPU): los contrastes de los informes 
      nacionales frente a los incumplimientos del Estado de Guatemala.

	 Es necesario tomar en cuenta las recomendaciones que tanto la Unión Europea (UE) 
como varios de los países integrantes de la misma, así de otros países de la Comunidad In-
ternacional de otros continentes y del continente americano, le formularon al Estado de 
Guatemala en el último EPU realizado en 2017 en torno a combatir la impunidad existente.

	 En ese contexto, el Consejo de Derechos Humanos reunido en la ciudad de Ginebra, Sui-
za, emitió una serie de recomendaciones al Estado de Guatemala que reiteradamente presen-
taron varios países, destacando que el Estado de Guatemala continuara apoyando a la CICIG57. 

	 En un análisis del abogado Ramón Cadena publicado por El Observador, se destaca 
que:

También en marzo de 2018 se llevó a cabo una reunión del Consejo de Dere-
chos Humanos en Ginebra, Suiza, para evaluar el cumplimiento de las reco-
mendaciones emanadas del Examen Periódico Universal (EPU) por el Estado 
de Guatemala. Habían sido muchas las recomendaciones que hicieron dife-
rentes países a Guatemala en torno a la necesidad de apoyar los esfuerzos 
de la CICIG y mantener ese mecanismo internacional contra la impunidad, 
para que continuara con su trabajo. Sin embargo, el Estado de Guatemala 
no atendió dichas recomendaciones e hizo caso omiso a las mismas, cuando 
el Presidente de la República tomó las diferentes acciones ya mencionadas a 
partir de agosto de 201758.

	 La Comisión Internacional de Juristas (CIJ) que en ese momento integraba Cadena, 
pudo presentar una nota breve relacionada con el caso de Guatemala. Si bien intentó leerla 
no pudo ser incluida en la agenda, razón por la cual únicamente quedó entregada. En la mis-
ma se hacía ver que el Estado de Guatemala había sido cooptado por el crimen Organizado.

57.	 Ver Examen Periódico Universal (EPU)” del Consejo de Derechos Humanos de la Organización de las Naciones Unidas, año 2017. 
“Recomendaciones de diferentes países presentadas al Estado de Guatemala, en relación a diversos temas”. Ver: https://docu-
ments-dds-ny.un.org/doc/UNDOC/GEN/G18/000/16/PDF/G1800016.pdf?OpenElement;  y https://www.ohchr.org/SP/HRBodies/
UPR/Pages/GTIndex.aspx; ver también: Cadena, Ramón. “Tendencias jurisprudenciales de la Corte de Constitucionalidad (CC) 
en torno a la lucha contra la impunidad en Guatemala y los estándares internacionales que justifican la presencia de la Comisión 
Internacional contra la Impunidad en Guatemala (CICIG)”. Boletín El Observador. Análisis Alternativo sobre Política y Economía. 
Año 14, Nos. 66-67, enero-septiembre 2019.

58.	 Cadena, Ramón. “Tendencias jurisprudenciales de la Corte de Constitucionalidad (CC) en torno a la lucha contra la impunidad en 
Guatemala y los estándares internacionales que justifican la presencia de la Comisión Internacional contra la Impunidad en Guatema-
la (CICIG)”. Boletín El Observador. Análisis Alternativo sobre Política y Economía. Año 14, Nos. 66-67, marzo-septiembre 2019.

liderazgos Ch’orti’ que luchan por la defensa del territorio y las riquezas naturales en Chi-
quimula; la mina Escobal en San Rafael Las Flores, Santa Rosa; y la planta cementera San 
Gabriel, en San Juan Sacatepéquez, Guatemala.

La presentación de casos busca 
retroalimentar futuros informes 
de las Relatorías y propiciar la 
visita de éstas a Guatemala.

	 La presentación de casos busca retroalimentar futuros 
informes de las Relatorías y propiciar la visita de éstas a Guate-
mala. Entre los casos presentados se encuentran los vinculados 
a proyectos mineros, tal es el caso de la mina Fénix, en el mu-
nicipio de El Estor, Izabal; la criminalización a comunidades y
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	 En sus distintas intervenciones ante el Consejo de Derechos Humanos, el Estado de 
Guatemala se ha esforzado por demostrar avances y cumplimientos en materia de derechos 
humanos. Sin embargo, las instituciones nacionales siguen cooptadas por poderosas estruc-
turas corruptas y de crimen organizado, las violaciones a los derechos humanos y el incum-
plimiento de los Principios Rectores es una constante. La penetración del crimen organizado 
y de estructuras corruptas en el Estado se afianzó tras la salida de la CICIG, y los grupos de 
poder económico y político, entre los que se encuentran inversionistas y empresarios corpo-
rativos, han visto grandes posibilidades de revertir casos a su favor en materia de inversiones 
extractivas, como a la fecha se ha venido observando.

	 La última documentación disponible en el contexto del EPU de 2017, y del informe del 
Consejo de Derechos Humanos de 2018, puso de manifiesto las grandes tareas que el Estado 
de Guatemala tenía por delante en materia de derechos humanos en general, y las relaciona-
das con empresas y derechos humanos en particular. 

	 Entre esta documentación se encuentran las siguientes:

Informe Nacional 201759 

VII. Cuestiones emergentes:
130. El Ministerio de Energía y Minas (MEM), en respuesta al Expediente 
1149-201252 de la Corte de Constitucionalidad, construyó la propuesta meto-
dológica para la implementación de la una consulta que consiste en 7 fases, 
fue aceptada y avalada por Autoridades Indígenas y Ancestrales de Santa 
María Nebaj, Quiché. En el 2016, inició el ejercicio de consulta con dichas 
comunidades, sus autoridades y la municipalidad de este municipio….

La CC en el Expediente 1149-2012 del 10 de septiembre de 2015, ordena al 
Ministerio de Energía y Minas que tome las medidas necesarias para que se 
practique la consulta a las comunidades indígenas a las que interese y afecte, 
conforme los estándares internacionales aplicables, respecto a la instalación 
de la central generadora hidroeléctrica “La Vega I”60.

156. Guatemala, reconociendo que el tema de Empresas y Derechos Humanos 
requiere conocimiento y pericia, ha desarrollado un proceso de común acuer-
do con las partes para contratar un organismo o consorcio especializado a 
fin de brindar acompañamiento a los actores nacionales. Se invitó a cinco 
entidades para que participaran en el proceso de selección, de las cuales se 
recibieron dos propuestas. Actualmente, el proceso se encuentra en un impase, 
dado que no existe un consenso sobre el órgano que asesore la construcción 

59.	 Recuperado en: https://documents-dds-ny.un.org/doc/UNDOC/GEN/G17/256/75/PDF/G1725675.pdf?OpenElement
60.	 Ver los ensayos contenidos en el boletín El Observador. Análisis Alternativo sobre Política y Economía. “El Quiché y las megain-

versiones que amenazan sus formas de vida y su biodiversidad”. Año 16, No. 73, mayo-julio 2021, 106 páginas.

El Estado de Derecho en Guatemala está siendo socavado por las propias 
autoridades. Tal como lo ha señalado la Comisión Internacional contra la 
Impunidad en Guatemala (CICIG), el Estado se encuentra capturado por el 
crimen  crimen organizado. Desde que el Presidente de la República Jimmy 
Morales declaró como “persona non grata” al Comisionado de la CICIG, el 
abogado Iván Velásquez, en agosto de 2017, los tres Poderes del Estado de 
Guatemala tienen un objetivo común: recuperar el terreno perdido por las 
acciones contundentes que la CICIG ha implementado contra la impunidad y 
la corrupción.
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Informe EPU 2017, último informe conocido. Recopilación de información de la ONU62

2. Desarrollo, medio ambiente y las empresas y los derechos humanos
15. El equipo de las Naciones Unidas en el país expresó su preocupación por 
el impacto sobre los derechos humanos de los proyectos de explotación de 
recursos naturales, incluyendo proyectos mineros e hidroeléctricos, y señaló 
debilidades en los estudios de impacto ambiental (que no incluían análisis de 
los impactos sociales), y el desarrollo de medidas de mitigación apropiadas63. 

4. Pueblos indígenas
80. El Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial tomó nota del 
fortalecimiento de las instituciones con relación a los derechos de los pueblos 
indígenas, pero expresó preocupación porque esas instituciones no contaban 
con recursos suficientes y porque aún no se había logrado una participación 
plena de los pueblos indígenas en el marco de las políticas desarrolladas por 
esas instituciones.

81. El ACNUDH puso de relieve una serie de decisiones sobre los derechos de 
los pueblos indígenas adoptadas por la Corte de Constitucionalidad en 2016, 
y afirmó que el Congreso no había avanzado en la aprobación de iniciativas 
legales relacionadas con los derechos de los pueblos indígenas, también en lo 
referente a la aprobación de una ley sobre radios comunitarias.

82. El Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial expresó preo-
cupación por el estado de desprotección en el cual se encontraban los pueblos 
indígenas, ya que Guatemala seguía permitiendo el despojo de las tierras 
históricamente propiedad de los pueblos indígenas sin consultarlos. Instó a 
Guatemala a que reconociera los derechos de los pueblos indígenas sobre 
tierras y territorios mediante la adopción de un marco jurídico adecuado, en 
consulta de los pueblos indígenas.

83. El ACNUDH señaló que, a pesar del reconocimiento constitucional del 
derecho de los pueblos indígenas a sus tierras y territorios, seguían existien-
do numerosos problemas relacionados con la seguridad en la tenencia de la 
tierra, incluidas irregularidades en la adquisición de tierras y la falta de un 
catastro confiable. El equipo de las Naciones Unidas en el país recomendó a 
Guatemala que asegurara a los pueblos indígenas el acceso a la tierra y su 
titulación.

84. El ACNUDH señaló que los proyectos energéticos y extractivos, particu-
larmente en territorios indígenas, eran uno de los principales focos de tensión 
del país, y que los conflictos sociales tenían como denominador común la falta 
de información y consulta a los pueblos indígenas y otras comunidades loca-
les potencialmente afectadas por dichos proyectos. El Alto Comisionado Ad-
junto para los Derechos Humanos señaló que seguían haciendo falta medidas

61.	 Recuperado en: https://documents-dds-ny.un.org/doc/UNDOC/GEN/G17/256/75/PDF/G1725675.pdf?OpenElement
62.	 Recuperado en: https://www.ohchr.org/SP/HRBodies/UPR/Pages/GTIndex.aspx
63.	 Recuperado en: https://documents-dds-ny.un.org/doc/UNDOC/GEN/G17/255/79/PDF/G1725579.pdf?OpenElement

del Plan de Acción para la implementación de los Principios Rectores de Na-
ciones Unidas, por lo que se considera oportuno el apoyo y cooperación inter-
nacional de los Estados para compartir sus experiencias y buenas prácticas 
en el diseño e implementación de sus planes nacionales61. 
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para asegurar la participación plena y efectiva de los pueblos indígenas en la 
adopción de decisiones, especialmente en el contexto de proyectos hidroeléc-
tricos, mineros y de otro tipo.

85. El ACNUDH exhortó a que se cumplieran procesos de consulta adecuados 
para proteger los derechos de los pueblos indígenas como requisito previo a 
la emisión de licencias o permisos para la explotación de recursos naturales 
dentro de las zonas protegidas donde existían tierras colectivas, de acuerdo 
con las normas internacionales.

86. El Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales instó al Estado 
parte a que, en el ámbito de las actividades de exploración y explotación mi-
nera y de hidrocarburos, adoptase medidas expeditivas para la realización de 
consultas que incluyeran la expresión libre del consentimiento frente a la pro-
cedencia o no de un proyecto de esa naturaleza y espacios y tiempos suficien-
tes para la reflexión y la toma de decisiones, así como medidas de salvaguarda 
de la integridad cultural y de reparación, en caso necesario.

Informe del Grupo de Trabajo sobre el Examen Periódico Universal. Guatemala. 201864

II. Conclusiones y/o recomendaciones

111.5 Ultimar y aplicar un plan de acción nacional para dar seguimiento a los 
Principios Rectores sobre las Empresas y los Derechos Humanos (Noruega).

Resumen de las comunicaciones de las partes interesadas sobre Guatemala65

Desarrollo, medio ambiente y las empresas y los derechos humanos66

26. La JS2 se refirió con preocupación a la expansión de las plantaciones de 
monocultivos como la palma aceitera, y la reconcentración de la tierra que ge-
neraban por medio de la compra, alquiler, concesión o especulación de tierras.

27. La JS2 recomendó entre otras: establecer una moratoria sobre hidroeléc-
tricas, minería y monocultivos, prohibir la minería metálica y realizar eva-
luaciones ambientales estratégicas para conocer la factibilidad ambiental, 
social, cultural, y económica de actividades extractivistas67. 

64.	 Recuperado en: https://documents-dds-ny.un.org/doc/UNDOC/GEN/G18/000/16/PDF/G1800016.pdf?OpenElement
65.	 Recuperado en: https://documents-dds-ny.un.org/doc/UNDOC/GEN/G17/247/19/PDF/G1724719.pdf?OpenElement
66.	 Recuperado en: https://documents-dds-ny.un.org/doc/UNDOC/GEN/G17/247/19/PDF/G1724719.pdf?OpenElement
67.	 Recuperado en: https://documents-dds-ny.un.org/doc/UNDOC/GEN/G17/247/19/PDF/G1724719.pdf?OpenElement Las abrevia-

ciones JS2, JS10, JS15 y JS16 se definen de la siguiente manera: JS2: Pastoral de la Tierra de San Marcos, Instituto de Estudios 
Agrarios y Rurales (IDEAR) de la Coordinación de ONG y Cooperativas de Guatemala (CONGCOOP); JS10: Coalición de Ong 
Convergencia por los Derechos Humanos de Guatemala (CDH) integrada por: Centro para la Acción Legal en Derechos Huma-
nos, Centro Internacional para Investigaciones en Derechos Humanos, Instituto de Estudios Comparados en Ciencias Penales de 
Guatemala, Oficina de Derechos Humanos del Arzobispado de Guatemala, la Unidad de Protección a Defensoras y Defensores de 
Derechos Humanos, Asociación para el Estudio y Promoción de la Seguridad en Democracia, Equipo de Estudios Comunitarios 
y Acción psicosocial y el Centro de Análisis Forenses y Ciencias Aplicadas (Guatemala, Guatemala) y la Fundación Myrna Mack 
(FMM), (Guatemala, Guatemala); JS15: PEN International, PEN Guatemala, PEN Canada and International Human Rights Pro-
gram at the University of Toronto Faculty of Law (IHRP); JS16: Joint submission 16 submitted by: Cultural Survival, (Cambridge, 
Massachusetts, United States of America) and Sobrevivencia Cultural (Guatemala, Guatemala).
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47. La JS15 afirmó que el 90% de los ataques perpetrados en los últimos años, 
iban dirigidos contra defensores que trabajaban en pro de los derechos de los 
pueblos indígenas y los derechos económicos, sociales, culturales y ambientales. 
La JS10 subrayó la criminalización a defensores y defensoras, particularmente 
quienes se oponían a proyectos hidroeléctricos y de minería. La JS2 indicó que 
comunidades que promovían movimientos pacíficos que buscaban denunciar 
la imposición de proyectos extractivistas se habían encontrado con estructuras 
paramilitares, campamentos militares, intimidaciones y asesinato de líderes.

88. La JS16 destacó que las autoridades públicas y las empresas no respeta-
ban las decisiones de las comunidades indígenas sobre las industrias extrac-
tivas. AI recomendó que el Gobierno velara por el respeto de los derechos de 
los pueblos indígenas y los afrodescendientes en la planificación y ejecución 
de los proyectos de exploración y explotación de recursos naturales. La JS16 
señaló que, pese a las recomendaciones formuladas por Noruega en el se-
gundo ciclo, persistía la urgente necesidad de reformar la Ley de Minería de 
Guatemala y sustituirla por otra, entre otras cosas porque no mencionaba el 
derecho de los pueblos indígenas a sus tierras ancestrales y no exigía su con-
sulta ni su consentimiento libre, previo e informado.

89. La JS16 indicó que la falta de consulta había tenido como consecuencia 
directa un aumento de las protestas y los conflictos que había provocado una 
respuesta del Gobierno de Guatemala consistente en la militarización y la vio-
lencia contra los pueblos indígenas y los defensores de los derechos humanos. 
La JS16 consideró que, a pesar de las recomendaciones de EPU anteriores, 
los defensores de los derechos humanos y ambientales de los indígenas su-
frían constantemente amenazas de muerte, agresiones físicas y allanamientos 
de sus viviendas por parte de sicarios a sueldo, organizaciones de seguridad 
clandestinas o los propios militares.
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9)  “Captura Corporativa del Estado” y/o “dictadura corporativa”.

	 Por “Dictadura Corporativa”, en el contexto de Guatemala, se entiende la alianza his-
tórica gestada entre los principales grupos de poder económico con el ejército y los partidos 
políticos que históricamente han representado sus intereses económicos y políticos, en fun-
ción del control del Estado o la “Captura corporativa del Estado”.

	 Esa alianza político partidaria y empresarial-militar vista en esta ocasión, muestra 
nuevos matices que han ido surgiendo, según la época y nuevos actores que van apareciendo 
en la estructura de poder que se cobija en el Bloque en el Poder.

	 Hoy día, demuestra el grado de cohesión alcanzado entre fracciones del poder eco-
nómico, político y militar que han mantenido históricamente el control del Estado, con los 
Cuerpos Ilegales y Aparatos Clandestinos de Seguridad (CIACS) que, a pesar de la firma de 
los Acuerdos de Paz…

...continuaron operando y fusionándose ejerciendo sus actividades ilícitas en 
la impunidad, evolucionando y adaptándose hasta convertirse en redes políti-
co-económicas ilícitas68.

68.	 CICIG. “El legado de justicia en Guatemala. Informe de Cierre. Juntos lo Hicimos”. Guatemala, 20 de agosto de 2019. Recuperado 
en: https://www.cicig.org/cicig/informes_cicig/informe-de-labores/informe-final-de-labores/

69.	 Ver los ensayos integrados en el boletín El Observador. Análisis Alternativo sobre Política y Economía “Burguesía burocrática reno-
vada consuma toma mafiosa de la CC”. Año 16, No. 72, enero-abril 2021; ver también: Boletín El Observador. Análisis Alternativo 
sobre Política y Economía. “El Moralazo Show”. Años 14 y 15, Nos. 63-64, septiembre 2018-febrero 2019.

	 Estructuras corruptas y delincuenciales consolidadas y altamente organizadas que 
surgieron y derivaron de la contrainsurgencia que, en una renovada alianza, se han asociado 
con las fracciones empresariales y militares corporativas, así como con estructuras de cri-
men organizado, para cogobernar y recuperar los espacios de la institucionalidad estatal que 
fueron perdiendo para así copar el Estado guatemalteco en todas sus dimensiones y niveles, 
a medida que la Comisión Internacional contra la Impunidad (CICIG) se consolidaba y avan-
zaba en las investigaciones de casos paradigmáticos de corrupción e impunidad, conjunta-
mente con la Fiscalía Especial contra la Impunidad (FECI), y en un contexto en donde una 
reforma del Estado en ciernes parecía tomar vuelo.

	 También hay que mencionar las sentencias de la Corte de Constitucionalidad (CC) 
del periodo 2016-2021, y acciones comunitarias que han llevado a la suspensión de las ope-
raciones de proyectos mineros e hidroeléctricos privados a favor de comunidades indígenas 
y mestizas, particularmente en los casos de “El Escobal” y “El Tambor”, así como la construc-
ción de las centrales hidroeléctricas Pojom II y San Andrés en la Microrregión de Ixquisis, 
San Mateo Ixtatán, Huehuetenango.

	 El surgimiento de la CICIG, su accionar y posterior desaparición al ser “expulsada” de 
Guatemala, es un caso paradigmático que ref leja el proceso de cohesión que tuvo que ocu-
rrir en esa alianza de poderes para retomar el control del Estado, y empujar una estrategia 
pro corrupción y pro impunidad total para atajar otras instituciones clave como la Corte de 
Constitucionalidad (CC), la Corte Suprema de Justicia (CSJ, el Ministerio Público (MP), el 
Tribunal Supremo Electoral (TSE), y la Procuraduría de Derechos Humanos (PDH), en las 
que diversos sectores reformistas batallaban con las estructuras de poder para hacer avanzar 
el planteamiento y la institucionalidad contenida en los Acuerdos de Paz69.
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	 Para el caso que ocupa este estudio, y en el marco de las grandes inversiones y los 
límites que se les van imponiendo por el marco del respeto a los derechos humanos, los de-
rechos de los Pueblos Indígenas, y de la aplicación del andamiaje legal nacional y acuerdos 
internacionales, esta renovada alianza corporativa empresarial-militar-gubernamental-de-
lincuencia organizada –que hoy constituye el Bloque en el Poder- busca precisamente re-
vertir esos grandes obstáculos que van apareciendo en función de consolidar sus intereses e 
inversiones. La manipulación legal e institucional a su favor, es una práctica continua que 
va logrando a partir del control que se ejerce sobre los principales Poderes del Estado y sus 
niveles de decisión en el Legislativo, el Judicial y el Ejecutivo.

	 Es eso lo que explica el contubernio y las puertas giratorias existentes entre la insti-
tucionalidad estatal y las empresas para lograr que los proyectos de inversión se impongan, 
por sobre los derechos y demandas de las comunidades.

…La diferencia puede ser que aquí ha venido madu-
rando una suerte de dictadura corporativa. No te-
nemos un líder carismático que la encarne, pero el 
sistema se está moviendo justamente para anular la 
separación de poderes y para inyectar miedo a la di-
sidencia, a la oposición. Además, el compromiso en la 
lucha contra el crimen organizado y contra la corrup-
ción es retórico hasta ahora70. 

70.	 Diario El País. “Guatemala, la apuesta de Biden y Harris en Centroamérica por descarte”, 6 de junio de 2021. Recuperado en: ht-
tps://elpais.com/internacional/2021-06-06/guatemala-la-apuesta-de-biden-y-harris-en-centroamerica-por-descarte.html

71.	 Fonseca, Marco. “La restauración total. Entre la crisis de hegemonía y el golpe constitucional”. Boletín El Observador. Análisis 
Alternativo sobre Política y Economía. Año 14, Nos. 66-67, marzo-septiembre 2019, páginas 102-156.

La manipulación legal e institu-
cional a su favor, es una prácti-
ca continua que va logrando a 
partir del control que se ejerce 
sobre los principales Poderes del 
Estado y sus niveles de decisión 
en el Legislativo, el Judicial y el 
Ejecutivo.

	 Las elecciones generales de 2019, uno de cuyos resultados fue llevar a la Presidencia 
de la República a Alejandro Giammattei Falla y al partido político Vamos por una Guatemala 
Mejor (VAMOS), tiene sus propias dinámicas coyunturales basadas en el llamado “Pacto de 
Corruptos”, la forma más reciente como se ha calificado esa renovada alianza de poderes. 
La actual administración gubernamental no solo se alió de inmediato a esa “Dictadura Cor-
porativa” con la que cogobierna y se ha convertido en parte integrante de ella, sino ha sido 
fundamental para la consolidación de esa estrategia pro impunidad y pro corrupción total 
–la Restauración Total en palabras de Marco Fonseca71-, y que se hace necesaria para la co-
rruptela de negocios que se ceban en la administración pública.

	 La estrategia para expulsar a la CICIG que se activó desde esa alianza de poder casi al 
mismo tiempo que Jimmy Morales Cabrera (2016-2020) y el Frente de Convergencia Nacional 
(FCN)-Nación tomaron posesión de la Presidencia de la República provocó, de tajo, la elimi-
nación del llamado balance de pesos y contrapesos institucionales, ya de por sí inestable, así 
como las acciones iniciales para desestructurar los CIACS como estructuras criminales, co-
rruptas e impunes, y ha hecho una parodia de la sonada y famosa independencia de poderes 
que constituiría una de las bases de la democracia liberal y del trillado Estado de Derecho.

	 Las violaciones a los derechos humanos que se derivan de la operación de proyectos 
de inversión privada, ejercidas desde el Estado y por las empresas, pueden explicarse por la 
existencia de un Estado represor al servicio de los intereses de esos poderes dominantes que 
se articulan en el Bloque en Poder. Las mega inversiones en proyectos mineros, construcción 
de hidroeléctricas, y monocultivos de palma aceitera, y caña de azúcar, pertenecen precisa-
mente a esos grupos empresariales corporativos que han venido cogobernando -igualmente
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fiscales hasta alcaldes y gobernadores, pero aliados a los intereses corporativos, es un hecho. 
Los departamentos de Izabal, Alta Verapaz, Chiquimula, Petén, Quiché y Huehuetenango, 
es una muestra palpable de esos reacomodos y alianzas en la que el gobierno juega un papel 
preponderante vía corrupción, negocios y nombrando o sustituyendo funcionarios en áreas 
clave.

10)  La militarización, criminalización, judicialización y represión como 
       respuesta gubernamental a los movimientos de resistencia

	 Varios son los casos paradigmáticos que demuestran el uso de la fuerza pública, tanto 
policial como militar, y la aparición de grupos paramilitares y de sicariato para aplacar mo-
vimientos en resistencia contra mega inversiones privadas que se imponen en territorios, sin 
consultar a las comunidades y Pueblos Indígenas.

	 La continua aplicación de Estados de Excepción y, concretamente Estados de sitio en 
territorios donde se han instalado proyectos privados de inversión, particularmente como 
ya se dijo, mineros, hidroeléctricos y monocultivos, constituyen parte del patrón impuesto 
como mecanismos legales utilizados por la estructura de poder gubernamental-empresarial 
para afianzar sus intereses inversionistas y corruptos.

	 Ahí están los casos, por ejemplo, de la planta de cemento “San Gabriel” en San Juan 
Sacatepéquez, propiedad del grupo corporativo hoy llamado Progreso –antes Cementos Pro-
greso (CEMPRO)-; el largo historial de imposiciones y violencia en el área de inf luencia del 
proyecto minero Fénix en El Estor, Izabal, propiedad del grupo Solway Investment Inc. en 
el territorio que se extiende hasta el Valle del Polochic, y en donde se expanden los cultivos 
de palma africana propiedad de NaturAceites; el proyecto hidroeléctrico Cambalam I que 
se intentó instalar en Santa Cruz, Barillas, Huehuetenango, propiedad de la transnacional 
española Hidralia Energía; el proyecto minero El Escobal, San Rafael Las Flores, Santa Rosa, 
antes propiedad de Tahoe Resources y en la actualidad de Pan American Silver; el proyecto 
minero “El Tambor”, en San Pedro Ayampuc y San José El Golfo, departamento de Guatema-
la; inversiones mineras y proyectos hidroeléctricos en territorio Ch’orti’, Chiquimula72; y las 
centrales hidroeléctricas en la Microrregión de Ixquisis, San Mateo Ixtatán, Huehuetenango,  

1954- con las sucesivas administracio-
nes civiles, de forma visible desde 1996, y 
constituyen los opositores de clase de los 
movimientos en resistencia que buscan 
proteger sus medios de vida, los territo-
rios y los recursos naturales de esas inver-
siones expoliadoras.

	 La militarización y la operatividad 
de grupos paramilitares vinculados a la 
narcoactividad y la delincuencia organi-
zada que controlan las rutas de la droga 
e instituciones públicas, desde jueces y 

72.	 Solano, Luis. “La criminalización a comunidades y liderazgos Ch’orti’ que luchan por la defensa del territorio y las riquezas natura-
les: una constante en el departamento de Chiquimula y el oriente de Guatemala”. Boletín electrónico Enfoque, Análisis de situación. 
Año 13, No. 77, 8 de junio de 2021.
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propiedad de la empresa Energía y Renovación, S. A., subsidiaria del grupo corporativo de 
capital guatemalteco Mata Monteros73.

Los casos del proyecto minero “El Tambor” y de las centrales hidroeléctricas en la 
Microrregión de Ixquisis

	 Los casos de “El Tambor” y las centrales hidroeléctricas en la Microrregión de Ixqui-
sis, San Mateo Ixtatán, destacan porque no obstante que el Estado respondió con violencia 
policial en función de proteger los intereses inversionistas, a pesar la amplia oposición co-
munitaria e irrespetando los resultados de las consultas de buena fe celebradas en ambos 
lugares74, los proyectos fueron finalmente suspendidos por resoluciones constitucionales en 
el caso del proyecto minero Fénix -aunque reactivado luego de realizarse en diciembre un 
proceso de consulta manipulado por el Ministerio de Energía y Minas (MEM)-; o por el retiro 
de financistas debido a incumplimientos en materia de derechos humanos y de Consulta Li-
bre, Previa e Informada a las comunidades existentes en torno a los proyectos, tal es el caso 
de las centrales hidroeléctricas en la Microrregión de Ixquisis, San Mateo Ixtatán.

	 Como resultado de esas suspensiones, los inversionistas interpusieron denuncias y 
demandas millonarias contra el Estado de Guatemala ante el Centro Internacional de Arre-
glo de Diferencias Relativas a las Inversiones (CIADI), organismo del Banco Mundial (BM). 
Daniel W.  Kappes y la transnacional estadounidense Kappes Cassiday & Associates (KCA), 
en el caso de “El Tambor”; y Energía y Renovación, Sociedad Anónima que interpuso ya una 
demanda75. 

El caso del proyecto minero “Fénix” en El Estor

	 Otro caso que resulta paradigmático por sus particularidades, es el del proyecto mi-
nero Fénix, en El Estor. Sobresale la intervención directa del gobierno por medio de los Mi-
nisterios de Gobernación (MINGOB), Defensa (MINDEF) y de Energía y Minas (MEM) que, 
tras decretar un Estado de Sitio en octubre de 2021 y un Estado de Prevención en noviembre 
de 2021, creó las condiciones que a la minera rusa/suiza Solway y su subsidiaria Compañía 
Guatemalteca de Níquel (CGN) le convenían, a saber, que el MEM realizara la Consulta Co-
munitaria en un territorio reducido y convenido para obtener un resultado favorable a la 
minera y no el exigido por el movimiento de resistencia contra el proyecto76. De esa manera

73.	 Ver publicaciones de El Observador en https://elobservadorgt.org/; Ver también: Under Siege. Peaceful Resistance to Tahoe Resour-
ces and Militarization in Guatemala. Report by Luis Solano. International Platform Against Impunity in Central America — Mi-
ningWatch Canada —Network in Solidarity with the People of Guatemala (NISGUA). November 10, 2015. Recuperado en: https://
miningwatch.ca/sites/default/files/solano-underseigereport2015-11-10.pdf

74.	 Equipo de El Observador. “Análisis del Acuerdo Paz y Desarrollo para San Mateo Ixtatán”. Informe especial No. 24; ver también: 
“El proyecto minero El Tambor, KCA y la empresa EXIMINGUA: actores e intereses corporativos”. Informe Especial No. 25, 15 
de junio de 2020; y, Pixtún, Miriam. “La demanda multimillonaria de KCA ante el CIADI contra el Estado de Guatemala entre el 
chantaje y la extorsión”. Boletín electrónico Enfoque, Análisis de situación. Año 11, No. 67, 25 de septiembre de 2019.

75.	 Toda la documentación de la demanda por el caso del proyecto minero “El Tambor”, puede consultarse en el sitio del Ministerio de 
Economía (MINECO) en el siguiente enlace: https://www.mineco.gob.gt/controversias-inversionista-estado De esa documentación,  
el Memorial de Contestación de Guatemala es de suma importancia debido a que documenta ampliamente la postura del MINECO con-
tra las peticiones, denuncias y demandas de la minera KCA. Entre la documentación usada por el MINECO se encuentra el siguiente 
documento: Solano, Luis; Moore, Ellen; and Jen Moore, Mining Injustice Through International Arbitration: Countering Kappes, 
Cassiday & Associates’ claims over a gold-mining project in Guatemala, EARTHWORKS (24 de agosto de 2020), el cual se pue-
de ver en español en el siguiente sitio: https://earthworks.org/publications/la-injusticia-minera-a-traves-del-arbitraje-internacional/

76.	 El Estado de Sitio se logró por medio del Decreto Gubernativo 9-2021 del 24 de octubre de 2021, solicitado por el Presidente de la 
República, Alejandro Giammattei Falla al Congreso de la República. Ver: https://agn.gt/gobierno-decreta-estado-de-sitio-en-el-es-
tor-izabal/ y https://lahora.gt/en-el-estor-no-activan-garantias-termina-estado-de-sitio-y-empieza-el-de-prevencion/
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se resolvió la suspensión del proyecto que por resolución constitucional, dictada en 202077,  
estableció que previamente había que realizar una consulta comunitaria78. 

	 El amaño del proceso fue explicado en una entrevista al director de la Defensoría 
Q´eqchi´ de El Estor, quien comentó cómo se cooptó al Consejo de Comunidades Indígenas…

…AEPDI - Defensoría Q’eqchi’ en el 2013 apoyamos la inscripción del Con-
sejo de Comunidades Indígenas como una forma de organización que buscará 
la defensa de las comunidades ante las empresas extractivas. 

Pero fue cooptado por el profesor Adelso Romel Reyes Reyes para trabajar por 
los intereses de las empresas extractivas en El Estor. Es importante mencionar 
que Romel Reyes tampoco trabaja para la Defensoría Q’eqchi’. El Consejo de 
Comunidades Indígenas Maya Q’eqchi’ recibió de la empresa Q. 3,000,000.00 
para su movilización, lobby y compra de líderes comunitarios; monto que fue 
canalizado a través de dos organizaciones: la Asociación Nacional de Desa-
rrollo Mutual (ANADE) dirigida por Alfredo Cacao Ical y Arnoldo Yat Coc; 
y la Asociación SA KOMONIL que dirige Adelso Romel Reyes Reyes, y que 
negociaron con la empresa para que este último quedara como Director de 
la Dirección de Comunidades en Desarrollo de la Municipalidad de El Estor 
y, desde allí, poder cooptar a las comunidades indígenas para convocarlas y 
hacer las actas que usarían para acreditar al Consejo de Comunidades Indí-
genas ante el MEM  para la Pre Consulta y Consulta.

En síntesis, fue lo que hicieron en conjunto con el  Viceministro Desarro-
llo Sostenible de Energía y Minas, ingeniero Óscar Rafael Pérez Ramírez, 
que empujaron a señor Maximiliano Suchité Caal desde el COMUDE hasta 
Consejo Nacional de Desarrollo Urbano y Rural (CONADUR); desde allí, a 
dedo, este señor seleccionó quienes sí y no podían participar en la mesa de 
preconsulta, aduciendo que solo se consultaría a 6.29 kilómetros cuadrados 
de influencia directa, y no los 248 kilómetros cuadrados que abarca la licen-
cia minera Fénix. Allí es donde dejaron fuera a las verdaderas y legítimas 
autoridades ancestrales.

Las cuatro personas que encabezan ese Consejo de Comunidades Indígenas 
Maya Q’eqchi’ que financia la empresa minera CGN-PRONICO y la Mayaní-
quel, son: Maximiliano Suchité Caal, Lorenzo Ical Chocoj, Miguel Tox Sagüi, 
y Secundino Coy Chiquí, y que presentaron un Amicus Curiae en favor de la 
empresa minera. Por lo tanto, no tenían ni la calidad ni la representatividad 
para decidir sobre las comunidades respecto al Consentimiento para que las 
operaciones mineras continuaran o no, así como irse definitivamente del te-
rritorio. Secundino Coy Chiquin fue impuesto mucho después que se presenta-
rá el Amicus Curiae, en las carreras para participar en la preconsulta79.    

77.	 Corte de Constitucionalidad. Expediente 697-2019, 18 de junio de 2020.
78.	 El proyecto minero arrancó en la década de 1960 bajo la egida de las mineras canadienses INCO y Hanna Mining, y su subsidiaria 

EXMIBAL. En una segunda fase, en 2004, el proyecto se reabrió en una serie de traspasos entre mineras canadienses/estadouniden-
ses, hasta que en 2011 la minera rusa/suiza Solway se hizo cargo. Seis décadas pasaron para que se realizara una Consulta Comu-
nitaria, la cual resultó amañada cuando el MEM anunció en enero de 2022, que ésta se había realizado y sus resultados favorecían 
la continuidad del proyecto. Ver: https://www.prensalibre.com/economia/finaliza-consulta-comunitaria-por-la-minera-fenix-ubica-
da-en-el-estor-izabal-informa-el-mem/ ; https://www.plazapublica.com.gt/content/el-estor-la-consulta-comunitaria-apunta-la-reac-
tivacion-de-la-mina-fenix ; https://www.prensacomunitaria.org/2021/12/el-estor-concluye-consulta-sobre-proyecto-fenix-comuni-
dades-qeqchi-la-invalidan/ Fue un proceso celebrado entre noviembre y diciembre de 2021 en el que el gobierno negoció y recurrió 
a falsos liderazgos comunitarios denunciados en su momento por la Asociación Estoreña para el Desarrollo Integral (AEPDI) 
Defensoría Q´eqchi´. Entrevista

79.	 Robin Macloni Sicaján Jacinto, Director Ejecutivo de AEPDI DEFENSORÍA Q’EQCHI’.
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	 Esa manera de actuar del Estado guatemalteco, en alianza con las empresas, como 
una práctica histórica ha sido puesta de manifiesto una y otra vez, y persiste a la fecha. 

	 Ya en 2014, un estudio de la Comisión Internacional de Juristas (CIJ) en Guatemala 
identificó esa práctica en el contexto las violaciones a los derechos humanos cometidas por 
empresas en el contexto de inversiones nacionales y extranjeras. El documento surgió en el 
marco de la entrada en vigencia de los Principios Rectores de Naciones Unidas80. 

	 Ocho fueron las conclusiones del estudio de marras que se mencionan a continua-
ción, con el propósito de identificar que su contenido identifica un patrón que persiste a la 
fecha.

Conclusiones:

1. Guatemala ha ratificado la mayoría de Tratados y Convenios Internaciona-
les en materia de Derechos Humanos, los que forman parte de lo que la CC ha 
denominado Bloque Constitucional.

2. El ordenamiento jurídico guatemalteco otorga ciertas condiciones que pue-
den ser positivas para reclamar a las empresas privadas el debido respeto a 
los derechos humanos, así como la de poder proceder en contra de las mismas 
cuando las violaciones hubieren ocurrido. También se cuenta con la posibili-
dad de requerir de las entidades públicas la información necesaria respecto a 
la constitución y operaciones de las empresas privadas, lo que exige un moni-
toreo de su comportamiento, por parte de cualquier interesado. Sin embargo, 
hay limitaciones normativas importantes en relación a la legislación penal, 
procesal penal y la referente a los procesos administrativos relacionados a las 
evaluaciones de impacto social y ambiental, las cuales son consideradas muy 
permisivas.

3. Las empresas privadas, tanto las nacionales como las extranjeras, están 
obligadas a cumplir y respetar la CPRG y las demás leyes del país, como 
cualquier otra persona, individual o jurídica. Cualquier conducta ilegal que 
realicen, deberá ser dilucidada ante las autoridades administrativas o judi-
ciales correspondientes. Las empresas extranjeras no pueden invocar como 
denegación de justicia el rechazo de sus pretensiones, cuando éstas sean im-
procedentes, administrativa o judicialmente.

4. Las empresas privadas gozan de los beneficios que los gobernantes les otor-
gan, a través de concesiones que se basan en leyes que buscan crear condi-
ciones propicias que fomenten la inversión. Las empresas extranjeras buscan 
alianzas con empresas y empresarios nacionales, las cuales son vistas por 
algunos sectores como responsables, por lo menos en parte, de impedir que 
se superen las desigualdades estructurales en el país. Esa fusión crea condi-
ciones para la confrontación, en un país donde el Estado de Derecho no se 
consolida pese a los esfuerzos de la comunidad internacional.

5. Existen graves limitaciones para el acceso a la justicia, en un país mayo-
ritariamente indígena cuyas características como tal recién se empiezan a 
tomar en cuenta, con un Estado con una historia oficial de discriminación, 
y con deficiencias estructurales abismales, donde la brecha económica entre 
ricos y pobres es determinante.

80.	 Comisión Internacional de Juristas (CIJ). “Empresas y violaciones a los derechos humanos en el Guatemala: un desafío para la 
justicia”. Marzo 2014.



48

6. Las empresas privadas cuentan con recursos para incidir sobre un sistema 
jurídico afectado por fenómenos que lo tornan ineficaz: corrupción, ineficien-
cia, sanciones penales débiles, mecanismos civiles engorrosos, y en general, 
una administración pública con pocos recursos, mala formación y poco trans-
parente frente al público. Las poblaciones afectadas se encuentran muchas 
veces en condiciones de indefensión, sin más recurso que acudir a acciones 
de defensa de sus derechos y territorios que el Estado reprime y criminaliza.

7. Los profesionales del derecho que litigan a favor de las causas sociales 
enfrentan serias limitaciones de diferente naturaleza (económicas, falta de 
seguridad para el ejercicio de su profesión, campañas de difamación, crimi-
nalización y otras). Es necesario desarrollar estrategias con fines definidos y 
emprender una labor sistemática de formación, intercambio, coordinación y 
campaña en defensa de los derechos humanos y del medio ambiente. Existen 
logros importantes, obtenidos por organizaciones medioambientales en cier-
tos casos emblemáticos dentro de este proceso de reivindicaciones.

8. Los procesos de diálogo han perdido mucha credibilidad y las comunidades 
afectadas no parecen obtener ningún beneficio de dichos procesos, que son 
utilizados frecuentemente para identificar a dirigentes comunitarios o defen-
sores y defensoras de derechos humanos, para después reprimirlos de diferen-
tes maneras.

11)  Sistema de diálogo fallido

	 Desde hace dos décadas, los gobiernos de turno han creado diferentes instancias a 
nivel presidencial para resolver los llamados “conf lictos” sociales que se generan por los inte-
reses privados de empresas nacionales e internacionales contra los derechos de comunidades 
que defienden sus territorios, riquezas naturales y sobrevivencia.

	 El cambio que experimenta esa institucionalidad gubernamental se deriva, en gran 
parte, por lo irreconciliable de las causas que crean gran parte de las disputas territoriales en 
Guatemala. Pero, fundamentalmente, porque esa institucionalidad surge “atada de manos” 
debido a que su origen se funda en un Estado que históricamente ha defendido los intereses 
de las fracciones económicas y políticas que han detentado el poder, y lo han configurado en 
función de esa lógica oligárquica. De ahí que los encargados y encargadas esa institucionali-
dad responden, por lo general, a esos intereses que tiene como norte el derecho a la propie-
dad privada por encima de todo; y/o se ven conminados a hacerlo en función de conservar su 
estatus dentro de la institucionalidad pública.

	 En la última década también se ha observado una suerte de privatización del sistema 
nacional de diálogo. Desde el gobierno pasado del FCN-Nación hasta el actual se ha hecho 
evidente la creciente incidencia y participación directa de la empresa Acuerdos y Soluciones, 
S.A. (AYSSA) en las esferas estatales dedicadas a derechos humanos, diálogo y resolución 
de conf lictos, y una presencia mucho más fuerte a nivel presidencial, particularmente en el 
gobierno de Giammattei Falla, en la que es perceptible la participación como asesor presi-
dencial en materia de diálogo nacional, de Germán Arnoldo Noriega Pérez, Presidente de 
AYSSA.
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81.	 Recuperado en: https://twitter.com/MPguatemala/status/1484211709871108103?t=EOLQ2ytGsJb4Ni5rQkQHZg&s=09
82.	 Monge Ponce es hijo de Juan Francisco Monge Calderón, quien ha presidido la Cervecería Centroamericana.
83.	 Guillermo Mata Monteros ha fungido como Vicepresidente de la empresa Energía y Renovación, y tiene parentesco –sobrino- con 

Carlos Enrique Mata Castillo, “el Baby” Mata como se le conoce, Presidente de The Central American Bottling Corporation (CBC) 
–una de las ramas corporativas de la familia Castillo Hermanos, propietarios de la Cervecería Centroamericana, y uno de los grupos 
familiares corporativos que integran el G-8, el núcleo más centralizado de la oligarquía guatemalteca–, a la vez que es considerado 
uno de los 12 millonarios más influyentes de Centroamérica.

84.	 El proyecto hidroeléctrico se encuentra suspendido como se abordó anteriormente, y bajo amenaza de una demanda contra el Estado 
por parte de la sociedad anónima involucrada. La suspensión del proyecto se debe a la violencia que generó a raíz de no respetarse 
los resultados de la Consulta Comunitaria de Buena Fe que se realizó en 2009, y a la cantidad de incumplimientos de parte de la 
empresa.

85.	 Un amplio análisis del caso puede verse en: Equipo de El Observador. “Análisis del Acuerdo Paz y Desarrollo para San Mateo 
Ixtatán”. Informe Especial No. 24, febrero de 2021.

Quedó claro que los responsables de la Comisión Presidencial de Diálogo 
(CPD) que fueron nombrados por Jimmy Morales Cabrera, entonces Presi-
dente de la República: primero Rockael Cardona, y después Sergio Funes, 
no fueron quienes asumieron la mediación y facilitación en el “proceso de 
diálogo y negociación”, sino fue asumido directamente por Arnoldo Noriega 
y Mildred López, Presidente y Gerente General de la consultora AYSSA, con-
tratada por Energía y Renovación para ello85. 

	 AYSSA cuenta con el Sistema de Análisis de la Conf lictividad Social (SACS) que re-
sulta fundamental para la contratación de la empresa por inversionistas que requieren de su 
intervención para resolver conf lictos sociales con sus inversiones.

	 En su página oficial, AYSSA hace un resumen histórico sobre la situación y fallas de 
la institucionalidad del diálogo, y a partir de los resultados se presenta como una alternativa 
para resolución de conf lictos.
	
	 Dice AYSSA sobre el sistema de diálogo:

	 El caso paradigmático de la participación de AYSSA y Noriega Pérez en materia de 
diálogo y negociación, en el que la institucionalidad estatal responsable quedó en un segun-
do plano, fue el “Acuerdo para la Paz y el Desarrollo en San Mateo Ixtatán, Huehuetenango” 
que fue montado por la empresa Energía y Renovación, Sociedad Anónima, y su vicepresi-
dente Guillermo Mata Monteros83, para legitimar las centrales hidroeléctricas que ha venido 
construyendo en estos territorios, y que se trabajó y facilitó conjuntamente con AYSSA84.

El cambio que experimenta esa 
institucionalidad gubernamen-
tal se deriva, en gran parte, por 
lo irreconciliable de las causas 
que crean gran parte de las dis-
putas territoriales en Guate-
mala. Pero, fundamentalmente, 
porque esa institucionalidad 
surge “atada de manos” debido 
a que su origen se funda en un 
Estado que históricamente ha 
defendido los intereses de las 
fracciones económicas y políti-
cas que han detentado el poder.

	 Noriega Pérez ha participado abiertamente en activida-
des del actual gobierno de Vamos relacionadas con el diálogo 
nacional, como la que se dio en enero de 2022, donde se obser-
vó su asistencia como uno de los Coordinadores de la iniciativa 
“Guatemala Adelante: Diálogo y Acuerdos de País”81. Otro de los 
coordinadores y asistentes fue el empresario y abogado, Juan José 
Monge Ponce, Vicepresidente de FUNDESA y directivo del grupo 
corporativo de la Cervecería Centroamericana82. 

	 Vale mencionar que Noriega Pérez ya había integrado y 
participado en el equipo del Sistema Nacional de Diálogo Perma-
nente (SNDP) al final del gobierno de Álvaro Colom Caballeros 
(2008-2012) y la Unidad Nacional de la Esperanza (UNE) que lo 
fundó, que en ese momento era dirigido por Catalina Soberanis.
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En 2003 se creó la Uni-
dad Presidencial para la 
Resolución de Conflictos 
-UPRECO- que desarro-
lló un sistema de reco-
pilación de información 
sobre conflictos denomi-
nado: Sistema de Alerta 
Temprana para la Preven-
ción de Conflictos -SA-
TPC- que solamente duró 
dos años y fue trasladado 
a la Secretaría  de Aná-
lisis Estratégico sin ma-
yor conocimiento sobre 
su uso; el Ministerio de 
Gobernación en diferen-
tes períodos de gobierno 

86.	 Recuperado en: https://ayssaestrategia.com/sistema-de-analisis-de-conflictividad-social-sacs/

intentó con sus cuartos de situación y sus sistemas de alerta temprana contar 
con información levantada por sus mismos efectivos policiales bajo un enfo-
que de seguridad, esfuerzo que no ha sido sistemático; la extinta Secretaría 
de Asuntos Agrarios de la Presidencia de la República,  generó su propia base 
de datos sobre conflictos agrarios, pero solamente los registrados a solicitud 
de alguna de las partes para que intervinieran, estableciendo una tipología 
específica para lo agrario; la desaparecida Comisión Presidencial Coordi-
nadora de la Política del Ejecutivo en Materia de Derechos Humanos de la 
Presidencia de la República -COPREDEH-, no obstante el mandato específico 
de sus funciones no relacionado con la conflictividad social, también creo su 
propio sistema de alerta temprana que buscaba evitar conflictos; sin embar-
go, sus actuaciones fueron reactivas en todo momento; el Sistema Nacional 
de Diálogo Permanente -SNDP- instancia creada por la Presidencia de la 
República para promover el diálogo y la negociación como una forma pací-
fica de solventar los conflictos sociales, generó una base de datos sobre con-
flictos sociales de alto impacto y los históricos que le correspondió atender, 
fue sustituido por el Sistema Nacional de Diálogo -SND- y este a su vez, fue 
reemplazado por la Comisión Presidencial de Diálogo, la cual no cuenta con 
un registro sistemático de los conflictos en el país y tampoco ha avanzado en 
la solución de los que atiende86. 

	 A ese balance que hace AYSSA de manera interesada del sistema de diálogo y de la 
ahora Comisión Presidencial de Diálogo (CPD) que lo ha sustituido, se suma el análisis que 
hace la Unidad de Defensoras y Defensores de Derechos Humanos de Guatemala (UDEFE-
GUA)87 con relación a los vacíos que presenta la CPD.

…la CPD es creada de forma temporal, por el Acuerdo Gubernativo No. 125-
2014, sucesora de la Comisión Nacional de Diálogo. Tiene por objeto coor-
dinar con las diversas instituciones de gobierno la viabilidad de un acerca-
miento político y social con los diversos sectores de la sociedad, territorios, 
comunidades y pueblos indígenas, con el fin de contribuir, prevenir, gestionar 
y transformar la conflictividad social. Así mismo, dar seguimiento a los acuer-
dos alcanzados entre las partes en conflicto a través del diálogo.

Foto: internet
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Está integrada por miembros titulares del Ministerio de Finanzas Públicas, 
Ministerio de Gobernación, Ministerio de Energía y Minas, Ministerio de Am-
biente y Recursos Naturales, Secretario de Asuntos Agrarios, Secretario de 
Planificación y Programación de la Presidencia y el Coordinador de la CO-
PREDEH.

	 La CPD es coordinada por un Director Ejecutivo. Al principio del actual gobierno fue 
designado por el Presidente de la República como Comisionado Presidencial de Diálogo, 
Rodolfo Silva; quien meses después fue sustituido por Leopoldo Mateo Chuc Sam; en tanto 
que en abril de 2022 fue nombrado en el cargo, Juan Carlos Orozco Reyes, quien, según la 
información difundida por el gobierno, contaría con un doctorado en Alta Dirección Política 
y Administración, y tendría experiencia en la administración pública. Orozco Reyes es un 
militar retirado perteneciente a la Promoción 138 de 1,999 de la Escuela Politécnica88.

	 Los vacíos que manifiesta UDEFEGUA, que se suman a la debilidad de la máxima ins-
tancia presidencial para resolución de conf lictos, son los siguientes:

• Según han manifestado diferentes representantes de sociedad civil, la Co-
misión Presidencial de Diálogo carece de la confianza de las organizaciones.

• Si bien la Comisión Presidencial de Diálogo realiza actividades en la línea 
de desactivación de conflictos, ésta únicamente posee la facultad de mediar, 
acompañar y sugerir, sin poseer la capacidad de establecer planes de repara-
ción digna.

• La Comisión Presidencial de Diálogo sí interviene en casos de conflictos 
donde hay actividad empresarial involucrada, sin embargo, no tiene un enfo-
que o competencia específica de atención a los agravios cometidos por empre-
sas en materia de derechos humanos.

• Otra de sus carencias es no contar con una oficina de acceso a la informa-
ción pública, lo cual dificulta la obtención de información sobre los procesos 
que acompañan; ni tampoco un sitio web que dé cuenta de las actividades 
realizadas, únicamente se da el manejo de redes sociales.

87.	 Carrera Ch., María Eugenia y Espuny, Luis. “Mesa Redonda Internacional para la Rendición de Cuentas Empresarial (ICAR). 
Diagnóstico de Línea de Base para la Implementación de los Principios Rectores sobre Empresas y Derechos Humanos de la ONU 
en Guatemala”. Unidad de Protección de Defensoras y Defensores de Guatemala (UDEFEGUA); Asociación Centro de Análisis 
Forense y Ciencias Aplicadas (CAFCA), agosto 2018.

88.	 Comisión Presidencial de Diálogo. “Nombran a nuevo Director Ejecutivo de la Comisión Presidencial de Diálogo”, 22 de abril de 
2022. Recuperado en : https://cpd.gob.gt/nombran-a-nuevo-director-ejecutivo-de-la-comision-presidencial-de-dialogo/<; y, https://
twitter.com/dialogocp/status/1517561216230690817?t=4ysdFFBypElQZKGco0sRGQ&s=09
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• La Comisión Presidencial de Diálogo carece de competencias legales que 
le permita hacer efectivo los acuerdos de reparación que se alcanzan en sus 
mesas de diálogo, quedando a voluntad de la empresa la efectividad de los 
acuerdos de reparación.

• No consta información de mecanismos que aborden los daños de carácter 
extraterritorial causado por empresas guatemaltecas en el extranjero.

El diálogo como fetiche89 

	 La institucionalidad del diálogo en Guatemala se topa con un gran muro desde su ori-
gen: resolver problemáticas cuyas raíces son estructurales, y que requieren de mecanismos 
que van más allá de mesas técnicas que deben enfrentar posiciones irreconciliables, o en las 
que la correlación de fuerzas es tan desigual que el Estado y el aparato de poder económico 
imponen sus intereses. Ese es el trasfondo de su debilidad y fallo de su inoperancia.

	 Cuando el diálogo se convoca para resolver o conciliar intereses, en igualdad de con-
diciones, sin imposiciones, sin hacer prevalecer la fuerza o el poder, puede decirse que es vá-
lido. Que es un instrumento necesario para que las partes en pugna solucionen un problema.

	 En el marco del ejercicio de los Principios Rectores sobre Empresas y Derechos Hu-
manos, el diálogo debe incorporar el cumplimiento de condiciones para su real desenvolvi-
miento y los resultados previstos, a fin que sea un ejercicio auténticamente democrático e 
incluyente90. 

89.	 Sobre el fallido sistema de diálogo, sus limitaciones y la cooptación de la que adolece, se recomienda la lectura de los ensayos in-
cluidos en el boletín El Observador. Análisis Alternativo sobre Política y Economía “El diálogo ‘Patriota’”. Años 8 y 9, Nos. 42-43, 
octubre 2013-marzo 2014.

90.	 De Luis, Elena y Carmona, Antonio, op. cit.

	 El diálogo, así, adopta otra figura: la de un instrumento para acorralar al adversario, 
enemigo o contraparte. Quiere someterlo a que acepte sus ideas, proyectos, modelos, etc., al 
obligarlo a sentarse a una mesa en condiciones desiguales para que se hagan prevalecer sus 
intereses. Ese es el caso observado en El Estor, Izabal, en el contexto de las operaciones del 
proyecto minero Fénix ya expuesto antes.

	 El diálogo también se ha utilizado para “alargar procesos” y así poder garantizar es-
trategias judiciales o políticas a favor de los intereses empresariales.

	 Pero si, al mismo tiempo, ese otro “diálogo” se expone como la “única” vía para en-
contrarle solución a problemas que trascienden la conciliación, precisamente porque son de 
carácter estructural, entonces podemos decir que el diálogo es un fetiche.

Cuando el diálogo se convoca 
para resolver o conciliar intere-
ses, en igualdad de con diciones,
sin imposiciones, sin hacer pre-
valecer la fuerza o el poder, pue-
de decirse que es válido. Que es 
un instrumento necesario para 
que las partes en pugna solucio-
nen un problema.

	 Pero cuando el diálogo se disfraza de buena voluntad po-
lítica y es impulsado desde posiciones de desigualdad, de fuerza, 
desde el control del poder económico y político, y bajo esa figura 
se busca imponer de forma pacífica o con violencia, los intereses 
de la parte que se encuentra en franca superioridad porque las 
fuerzas de seguridad y del aparato estatal de justicia se encuen-
tran supeditados a sus designios, entonces el diálogo pierde su 
carácter de instrumento conciliador. Eso es lo que ocurre en Gua-
temala.
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	 Esas fuerzas que aprovechan la desigualdad entre las partes expondrán entonces que 
el diálogo lo es “todo”; que el “diálogo” visto así, tiene esa capacidad por sí mismo de resolver 
la “conf lictividad” social, y permitir que las tan ansiadas inversiones privadas se acepten, 
legitimen y se impongan.

	 Cuando ese tipo de diálogo esconde la desproporción de fuerza a favor del gobierno 
y de los grupos empresariales nacionales y extranjeros, también esconde el contenido de las 
causas que originan las diferencias antagónicas entre ellos y las comunidades que habitan 
territorios que protegen y defienden, porque ahí están sus medios de vida y sobrevivencia.

	 De esta manera, cuando el diálogo se hace ver como que “lo es todo”, entonces supo-
ne que quien no lo acata está en contra del desarrollo y la democracia. En la práctica, son 
aquellos poblados y comunidades opuestos a esas inversiones y modelos de desarrollo que 
expolian las riquezas naturales en función exclusiva de obtener lucro y ganancias, quienes 
serán criminalizados, discriminados y tachados de ignorantes desde esas visiones racistas 
que predominan en el poder, y clasificados, además, como el nuevo enemigo interno.

	 En el fondo, se les niega sus derechos a implementar modelos y formas diferentes al 
desarrollo occidental que, en función de obtener ganancias, destruye el medio ambiente y 
divide a las comunidades. 

	 Esas fuerzas que controlan al Estado y el capital se escudan entonces en que hay que 
impulsar y respetar el Estado de Derecho; lo privilegian por encima de intereses colectivos 
y comunitarios bajo el argumento fetichizado que la ley lo es todo; una ley que a todas luces 
fue diseñada por los bloques de poder y elaborada para proteger y favorecer sus intereses 
particulares y empresariales.

El gobierno y el diálogo en función empresarial

	 El diálogo como fetiche, como una estrategia empresarial diseñada y a cargo del go-
bierno para defender y hacer prevalecer intereses privados, busca que una de las partes ceda 
a favor de la otra. Bajo el argumento de la “voluntad política”, el actual gobierno se propuso 
atajar las crecientes problemáticas generadas por las inversiones de la industria extractiva, 
hidroeléctricas y los agronegocios.

	 Luego de la ascensión del general retirado Otto Pérez Molina a la Presidencia de la 
República en el gobierno del desaparecido Partido Patriota (PP), en enero de 2012 la admi-
nistración enfatizó en…

…La voluntad política de escuchar y dialogar para atender las demandas 
sociales (…) permanece con la convicción de privilegiar los mecanismos de 
consenso para resolver la problemática nacional91. 

	 Bajo ese principio, el gobierno del PP afirmaba que:

Guatemala sigue consolidando la democracia, y resolver los conflictos por 
medio del diálogo franco y efectivo debe convertirse en la norma y no en la 
excepción. La clave en estos mecanismos de negociación es que cada grupo 
debe estar dispuesto a ceder en su posición, pues no se trata de imponer sino 
de consensuar92. 

91.	 Diario de Centro América. “El Gobierno privilegia el diálogo como vía de solución”, 23 de octubre de 2012.
92.	 Ibidem.
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	 Meses después, el entonces Ministro de Gobernación, teniente coronel retirado Mau-
ricio López Bonilla, evidenciaría lo que subyace en el fondo de esa “voluntad política” guber-
namental. En clara alineación con la Cámara de Industria de Guatemala (CIG), López Bonilla 
presentó a los empresarios un informe sobre la situación existente en materia de seguridad 
y gobernabilidad, en el contexto de la “conf lictividad social” producto de las inversiones en 
las que predominan la industria extractiva y las hidroeléctricas93. 

	 López Bonilla…

…Criticó con severidad las denuncias que grupos de activistas han hecho en 
la Comisión Internacional de Derechos Humanos (CIDH) contra el Estado de 
Guatemala, al considerar que el gobierno se dedica a criminalizar las protes-
tas sociales.

	 En clara referencia a lo anterior, sin proponérselo y reafirmando las denuncias, López 
Bonilla fue enfático al señalar que no era más que…

…un chantaje y una extorsión, como la de los pandilleros (...) Debe mantener-
se la gobernabilidad para evitar los problemas sociales.

	 Exactamente el discurso que los inversionistas quieren escuchar.

	 Bajo esos criterios, el planteamiento del diálogo se presenta distorsionado, manipula-
do y perverso. Así, tanto gobierno como empresarios buscan instalar “mesas de diálogo” para 
sentar tan solo a aquellos grupos que estén dispuestos a aceptar las condiciones impuestas, 
o que se vean conminados a ello, so pena de resultar criminalizados, perseguidos y judicia-
lizados, sin importar la destrucción de las riquezas naturales vía la expoliación y extracción 
inescrupulosa.

“Falta de diálogo entrampa las grandes inversiones”

	 Esta frase, contundente, es el mejor ejemplo de cuándo el diálogo es un fetiche. Es tal 
como lo advierten los sectores empresariales que más problemas enfrentan para instalar sus 
inversiones en las regiones donde las comunidades se les oponen94. 
	
	 Es con este discurso que se busca atrapar al poder local para que a partir del mismo 
se contraponga y presione a quienes se oponen. Desde la perspectiva economicista de los 
proyectos e inversiones privadas, el poder local, léase Alcaldes municipales y Consejos de 
Desarrollo -departamentales, municipales y comunitarios- se convierten en el mejor aliado 
del gobierno y empresarios.

	 En esos años, el entonces Presidente de la Gremial de Industrias Extractivas (GRE-
MIEXT), Mario Marroquín95, afirmaba:

93.	 Diario elPeriódico. “Señala a activistas de chantajear y extorsionar como los pandilleros”, 27 de noviembre de 2013.
94.	 Diario Siglo Veintiuno. “Falta de diálogo entrampa las grandes inversiones”, 22 de septiembre de 2012.
95.	 Marroquin fue Director de la Agencia Invest Guatemala, adscrita al Programa Nacional de Competitividad (PRONACOM) durante 

el gobierno de Óscar Berger Perdomo (2004-2008) y la Gran Alianza Nacional (GANA), así como también, años después, fue Ge-
rente de Montana Exploradora, subsidiaria de la transnacional Goldcorp Inc., que operaba el Proyecto minero Marlin I.

96.	 Diario Siglo Veintiuno. “Falta de diálogo entrampa las grandes inversiones”, 22 de septiembre de 2012.

Solo por medio del diálogo y el respeto a la ley se puede llegar a soluciones 
sostenibles y legítimas. Las medidas de hecho y todo lo que violente al Estado 
de derecho no contribuye a nada, ni con nadie96. 
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	 Se sobrentiende que “soluciones sostenibles y legítimas” significa la aceptación de 
los proyectos de inversión privada, acompañados de sus prebendas, sin considerar las causas 
inmersas que se exponen en los planteamientos de quienes se oponen.

	 Para realizar ese diálogo como fetiche, el gobierno y los empresarios impondrán una 
estrategia que hoy día es pilar, local e internacionalmente, para contener a la oposición y la 
“conf lictividad” social.

	 Quien dejó claramente establecida esta estrategia fue Juan Carlos Méndez, quien ha 
sido Presidente de la Asociación de Generadores de Energía Renovable (AGER), y por años ha 
sido Presidente de la División de Energía del Grupo Multi Inversiones (CMI) de las familias 
Bosch Gutiérrez y Gutiérrez Mayorga.

	 Explicaba Méndez que:

La inversión pública para el desarrollo comunitario, una visión integral de la 
conflictividad y que los inversionistas actúen con responsabilidad social, son 
algunas de las claves para disminuir la oposición a proyectos.

	 Estas palabras no extrañan viniendo del encargado de la principal instancia empre-
sarial que más defiende las inversiones en el sector eléctrico, y entre las que más impacta 
la oposición y conf lictividad que resienten los capitales nacionales y transnacionales que 
invierten en la generación, distribución, transporte y comercialización de electricidad.

	 De nuevo, la vieja treta se hace presente, esa del “intercambio” de espejitos por el oro, 
por las riquezas naturales. Si no se aceptan, entonces todo aquel que se oponga será terro-
rista y “enemigo interno”. Así lo sostiene Ramón Parellada, uno de los principales ideólogos 
neoliberales del Centro de Estudios Económicos y Sociales (CEES)97. 

	 Resulta que las mineras y las hidroeléctricas, convertidas en fetiches en este discurso 
ideológico neoliberal, son “víctimas del terrorismo” por parte de aquellos que se oponen a 
esos negocios privados, precisamente porque con o sin diálogo se les quieren imponer a la 
fuerza algo cuyo beneficio es de carácter privado.

	 Dice el autor de marras que:

Estas protestas nada pacíficas ahuyentan el capital y las oportunidades de la 
gente de mejorar su nivel de vida. Son la condena a vivir en la eterna miseria 
de un país cuya mayoría desea salir adelante pacíficamente a base de su pro-
pio esfuerzo.

	 De nuevo, el fetiche aparece una vez más. Se argumenta que el capital (fetiche), co-
brando vida propia, es el único que puede hacer que la gente “mejore su nivel de vida” y que 
tenga desarrollo, el cual será “derramado” por las inversiones como por arte de magia. Se da 
por sentado que la gente misma, las comunidades y la población en general, son incapaces 
de generar por sí mismas otras opciones opuestas al capital.

	 Y bajo argumentos racistas devenidos de la ultraderecha anticomunista señala que:

97.	 Parellada, Ramón. “Mineras e hidroeléctricas, víctimas de terrorismo”. Diario Siglo Veintiuno, 12 de diciembre de 2013.

Muchos de los que protestan no saben por qué protestan. Son “acarreados” 
y, para ellos, el llegar a protestar implica un ingreso. Estos grupos políticos 
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ideológicamente contrarios a un Estado de derecho pretenden desestabilizar 
al país mediante la violencia…

	 La consecuencia lógica de ese discurso, es que el autor haga un llamado a la represión 
cuando advierte: 

Ahora bien, si el Gobierno tiene el monopolio de la fuerza, ¿por qué no actúa 
con propiedad defendiendo la vida y bienes de quienes han sido atacados? 
¿Por qué no defiende el derecho a la libre locomoción de quienes transitan 
libre y pacíficamente por esas carreteras? ¿Dónde está el Procurador de los 
Derechos Humanos ante estos actos terroristas? ¿Qué intereses ocultos hay 
detrás de todas estas manifestaciones y quién las patrocina?

12)  ¿Y la Consulta?

	 Todos los discursos del sector empresarial cuyas inversiones se debaten en esa “con-
f lictividad social”, están impregnados de ese legalismo, economicismo y lenguaje racista del 
que hacen gala aquellos defensores a ultranza de esos grandes negocios privados vinculados 
a la industria extractiva, el sector energético y los agronegocios, precisamente las inversiones 
que más recursos naturales exigen para el actual expansionismo que manifiestan.

	 Las experiencias locales de decenas de Consultas de Buena Fe o Consultas Comuni-
tarias que han logrado contener, detener, suspender o evidenciar la desigual correlación de 
fuerzas que favorece a los inversionistas gracias al control del Estado que ejercen, ponen de 
manifiesto la importancia que la consulta tiene para las comunidades y, al mismo tiempo, el 
peligroso obstáculo que para el gran empresariado corporativo representa. La suspensión y/o 
cancelación de proyectos inversionistas ocurrida desde el andamiaje judicial de Guatemala 
que no ha sido cooptado por esos poderosos intereses, ha exigido la intervención del gobier-
no para revertir en la medida de lo posible, resultados desfavorables. El caso del proyecto 
Fénix es en ese sentido paradigmático.

	 La acción más reciente en ese contexto fue la que realizó la Presidencia de la Repúbli-
ca en enero del presente año, al pedir a la Corte de Constitucionalidad (CC) analizar y emitir 
una opinión consultiva sobre un proyecto de acuerdo gubernativo…

…que pretende regular la forma de realizar las consultas comunitarias que 
manda el convenio 169 de la OIT sobre pueblos indígenas…

	 Según explicó para ese entonces el Presidente de la CC, Roberto Molina Barreto, esta 
solicitud se basa en la preocupación presidencial respecto de la Consulta Comunitaria, y que 
para nosotros ref leja particularmente las presiones de la Cámara de Industria de Guatemala 
(CIG) y su afiliada la GREMIETX, al igual que la Cámara del Agro (CAMAGRO), instancias 
empresariales que inciden sobremanera en el control del Estado, y que son actores protagó-
nicos en la problemática extractivista y agraria del país98.  

	 Según el diario elPeriódico, no obstante Molina Barreto manifestó en relación a la 
petición de la Presidencia de la República, que:

98.	 Diario elPeriódico. “Con 14 asesores, Giammattei pidió a la CC revisar acuerdo de consultas comunitarias”, 14 de enero de 2022.
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La solicitud fue rechazada porque la CC no tiene facultad para revisar ni 
emitir opiniones sobre los proyectos de acuerdos gubernativos, porque eso no 
está señalado en la Constitución (…) se le recordó que él tiene la facultad de 
hacer ese reglamento y, si fuera necesario, la Corte, en su oportunidad, para 
un control de constitucionalidad, podría revisarlo.

	 Desde la Presidencia de la República y el gran empresariado corporativo, parecieran 
estarse imponiendo maniobras que buscan debilitar el mecanismo de las consultas comuni-
tarias que resultan ser, en la práctica, un mecanismo que fortalece la posición comunitaria de 
cara a las mesas de diálogo y negociación que se imponen desde el Estado. Aún así, el Estado 
se ha negado a elaborar el reglamento de las Consultas Comunitarias tal como lo establece el 
Convenio 169 y que el Estado mismo ratificó, en obediencia a los intereses empresariales que 
buscan redactar un reglamento afín a sus intereses. Al no existir un reglamento, las Consul-
tas Comunitarias tienden a perder fuerza, y al mismo tiempo el empresariado sale airoso.

	 Volviendo al estudio de UDEFEGUA ya mencionado antes, plantea precisamente las 
debilidades y vacíos al respecto: 

• Existe una base jurídica vinculante que es el mencionado Convenio 169, 
pero no se aplica dando lugar a un vacío de implementación.

• No existe un marco jurídico e institucional nacional que disponga la obliga-
ción de celebración de una consulta con consentimiento, libre e informado de 
forma previa al inicio de operaciones de un proyecto con potencial impacto 
sobre las comunidades locales próximas. Como resultado en los últimos años 
se han aprobado proyectos generadores de gran impacto en las poblaciones 
próximas causando graves afectaciones en los derechos humanos de sus habi-
tantes. La base jurídica utilizada en las disputas jurídicas con el Estado es la 
aplicación del Convenio 169 de OIT.

• Hay un debate abierto sobre la necesidad de un reglamento y sobre la nece-
sidad de concretar un procedimiento de consulta ante el desafío de que una 
nueva normativa cubra los mínimos establecidos en el Convenio 169 y en la 
Declaración de Pueblos Indígenas.

• El único requerimiento para que una empresa pueda iniciar una actividad y 
obtener la licencia es la elaboración de un Estudio de Impacto Ambiental, una 
exigencia muy débil en su revisión y aprobación. 

• La Ley no contempla las afectaciones a los derechos humanos como un “bien 
material” que puede verse afectado por las actividades económicas de las 
empresas.

• El reconocimiento al derecho de consulta representa la principal demanda 
de las comunidades indígenas por la afectación de los proyectos de gran im-
pacto sobre sus tierras y territorios ancestrales y sus recursos naturales. De 
igual modo, no debemos obviar que poblaciones no indígenas afectadas por la 
intervención de empresas también demandan procesos de consulta.

• La actual situación legal de la exigencia de celebración de consulta, derivada 
de la sentencia de la Corte de Constitucionalidad en torno a la suspensión de 
labores de tres proyectos hidroeléctricos por violación al principio, generó una 
campaña y respuesta de la Empresa particular y el empresariado organizado 
que ha enfrentado a los mimos con los Tribunales del país y ha incrementado
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los niveles de violencia locales y de agresiones en contra de defensores de 
derechos humanos.

• En ese sentido, la CIDH considera que se debe implementar, en plena con-
certación con los pueblos indígenas, una política pública integral que aborde 
los diferentes ámbitos y manifestaciones de la discriminación étnica y la ex-
clusión económica y social, teniendo en cuenta especialmente la interseccio-
nalidad de los factores de discriminación. La Comisión enfatiza que ello supo-
ne articular una base legal e institucionalidad, así como disponer los recursos 
humanos y financieros necesarios, y en última instancia, abordar una visión 
de Estado que incluya el concepto de igualdad y respeto de los derechos de los 
pueblos indígenas como eje y guía central de su actuación.

	 UDEFEGUA agrega:

No se encontró regulación específica al respecto de zonas de conflicto. La ca-
rencia de procedimientos idóneos para prevención, negociación y mitigación 
de conflictos genera que los niveles de conflictividad aumenten exponencial-
mente, sobre todo en los casos de actividad empresarial, y en específico de 
industria extractiva.

• Existe falta de información sobre conflictos existentes o potenciales en las 
regiones de operación de las empresas. Un gran número de proyectos de in-
dustria extractiva (minería, hidroeléctricas) se encuentran en territorios de

Fuente: Plaza Pública
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13.  Conclusiones

i)	 Los Principios Rectores sobre las empresas y los derechos humanos entraron en vigor 
en 2011. Tres son los Pilares Generales: i) El deber del Estado de proteger los derechos 
humanos; ii) la responsabilidad de las empresas de respetar los derechos humanos; y, 
iii) el acceso a mecanismos de reparación. Se dividen e integran por Principios Funda-
cionales y Operativos. En general, estos principios no están siendo aplicados y constan-
temente son incumplidos por el Estado guatemalteco y las empresas.

ii)	 En general, las empresas no aplican el principio de Debida Diligencia con respecto a posi-
bles situaciones o efectos adversos que puedan derivarse de sus actividades. Este principio 
incluye los procesos estipulados en la Declaración de las Naciones Unidas sobre Derechos 
de los Pueblos Indígenas, que se refiere al “consentimiento libre, previo e informado”, 
previo a conocer los impactos a todo nivel que tendrán las inversiones en sus territorios. 

iii)	 El incumplimiento de los Principios Rectores tiene sus raíces en la propia naturaleza 
del Estado guatemalteco, que fue constituido con el establecimiento de la República en 
el siglo XIX con raíces coloniales, asentado en la exclusión, el racismo, el patriarcado 
y la concentración de la tierra y la riqueza. Es un Estado diseñado desde intereses oli-
gárquicos que ha estado protegido por el estamento militar que surgió con ese Estado 
republicano.

iv)	 Constitucionalmente, el Estado es el principal responsable de respetar los derechos 
humanos, pero, en la práctica y paradójicamente, también se ha constituido como el 
principal violador de los derechos humanos.

v)	 En la actualidad, ese Estado es expresión de una amalgama de intereses en los que 
prevalecen la antigua alianza oligárquico-militar, la alianza de la burguesía industrial 
y agroindustrial con el ejército, los nexos de estos grupos de poder con estructuras ilí-
citas vinculadas al crimen organizado, narcotráfico y corrupción. Desde el gobierno de 
Álvaro Arzú Irigoyen (1996-2000) y el Partido de Avanzada Nacional (PAN), se impulsa 
un modelo económico basado fundamentalmente en la industria extractiva, agronego-
cios, la explotación privada y transnacional de los recursos hídricos para generación de 
electricidad, y la privatización de las empresas y servicios públicos. 

pueblos mientras Guatemala ha ratificado el Convenio 169 de la OIT, que 
lo obliga a la consulta previa, libre e informada de los pueblos interesados 
cada vez que se prevean medidas legislativas o administrativas susceptibles 
de afectarles directamente” (art. 6 convenio). 

• El Estado de Guatemala hasta la fecha no ha realizado ninguna consulta de 
acuerdo al procedimiento establecido en el Convenio 169 de la OIT, otorgan-
do licencias de actividad que han derivado en altos niveles de conflictividad.

• El Estado no cuenta con un rol de asistencia a las empresas y a los Estados 
de origen para que las empresas no se vean implicadas en abusos a los dere-
chos humanos en zonas afectadas por conflicto.

• No hay protocolos para el manejo de situaciones de conflicto con las comu-
nidades, ni planes o protocolos para prevenir situaciones de conflicto.
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vi)	 Este modelo ha expulsado importantes conglomerados de población de sus territorios, 
ya sea desalojando, expulsando y/o expropiándoles sus tierras ancestrales a los Pueblos 
Indígenas. Todo ello agrava aún más los niveles de pobreza y pobreza extrema, a la vez 
que acrecienta la migración, no sólo interna sino principalmente a Estados Unidos y 
México.

vii)	 Es remarcado el modelo de instauración de esas inversiones privadas, fundamental-
mente en proyectos mineros, hidroeléctricos y obras de infraestructura de gran calado 
que se caracterizan por el incumplimiento de Consultas Comunitarias de Buena que 
sólo ocurren desde las acciones de Resistencia Pacífica de las propias comunidades 
como consultas previas, libres e informadas; la criminalización de liderazgos de las 
Resistencias Pacíficas opuestas a esas inversiones; la utilización represiva de las fuerzas 
de seguridad pública y militares para efectuar desalojos de grupos comunitarios y cam-
pesinos que demandan acceso a tierra, y que evidencian la histórica problemática agra-
ria, principalmente en los territorios del norte de Guatemala, a fin de proteger los inte-
reses de terratenientes provenientes de familias del poder económico con inf luencia en 
las Cámaras de Industria (CIG) y del Agro (CAMAGRO); acciones represivas contra las 
y los comunitarios y liderazgos en resistencia, por parte de jefes y agentes de seguridad 
privada al servicio de esas inversiones; la implementación de Estados de Sitio en las 
zonas donde las Resistencia Pacífica son más fuertes y organizadas; y violencia abierta 
y/o encubierta con la venia de las empresas inversionistas y bajo el amparo del Estado.

viii)	 Guatemala aún no cuenta con el Plan de Acción Nacional sobre Empresas y los Dere-
chos Humanos (PANEDH), así como tampoco cuenta con una Política Nacional de Pro-
tección de Defensores y Defensoras de Derechos Humanos. La importancia de contar 
con un PANEDH para aplicar plenamente los Principios Rectores, se suma a la no me-
nos importante Política Pública para la Protección de las Defensoras y los Defensores 
de Derechos Humanos, ya que ambos instrumentos, en conjunto, evidenciarían el com-
promiso y el interés del Estado guatemalteco de hacer vigentes los derechos humanos 
en todos los niveles de la vida social, así como su aplicación efectiva. Sin embargo, a 
la fecha no han visto la luz pública. Guatemala tampoco es parte directa del Proyec-
to Conducta Empresarial Responsable en América Latina y el Caribe (CERALC) de la 
ONU, que se apoya en tres pilares, siendo uno de ellos el de Apoyar a los gobiernos de 
América Latina y el Caribe en el desarrollo e implementación de los PANDEH.

ix)	 Si algo facilita la violación a los derechos humanos, la impunidad e incumplimiento de 
acuerdos y compromisos regionales e internacionales en esta materia, es la protección 
que los grupos de poder y el propio Estado se garantizan a partir de un andamiaje legal 
e institucional diseñado y operado en función de sus intereses.

x)	 El último Examen Periódico Universal (EPU) de la ONU fue realizado en 2017, y corres-
ponde al tercer ciclo 2017-2022. En ese último EPU, varios Estados emitieron amplias 
recomendaciones al Estado de Guatemala que, en general no han sido cumplidas es-
tando entre las más importantes que la Comisión Internacional contra la Impunidad 
en Guatemala (CICIG) tuviera el apoyo del Estado y continuara en funciones, todo lo 
cual fue incumplido. Además, el EPU de 2017, entre todas las recomendaciones y con-
clusiones que expuso, tiene algunas de los países dirigidas al Estado de Guatemala que 
están estrechamente relacionadas al respeto de los derechos humanos, la protección de 
los defensores de los derechos humanos, así como de los derechos de los Pueblos In-
dígenas, en el marco del cumplimiento de acuerdos internacionales y de los Principios 
Rectores de la ONU, destacando el poco o nulos avances en ese sentido. Entre tanto, el 
cuarto ciclo se prepara para el 2023.
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xi)	 Algunos patrones ponen de manifiesto la sociedad entre el Estado y empresas, y las 
acciones represivas y de protección que se ejerce desde la institucionalidad estatal para 
salvaguardar los intereses privados por sobre los colectivos. Así, se observan acciones 
legales contra individuos, por ejemplo, denuncias en el sistema de justicia, órdenes de 
arresto, etc.; acciones contra las iniciativas de las comunidades, por ejemplo, litigios 
contra las Consultas de Buena Fe; la declaración de Estados de Sitio y el establecimien-
to de destacamentos militares, principalmente en territorios donde han presencia de 
industrias extractivas y/o proyectos hidroeléctricos que son rechazadas por las comu-
nidades. También han ocurrido asesinatos, atentados violentos y arrestos contra acti-
vistas ambientales. Vigilancia, amenazas y la militarización de las áreas donde existen 
conf lictos. Las áreas donde se encuentran proyectos extractivos también registran con-
f lictos intracomunitarios entre quienes están a favor de las empresas, quienes suelen 
recibir beneficios directos e indirectos de las mismas, y los activistas ambientales y de 
derechos humanos. Estos conf lictos llegan, incluso, a dividir familias y frecuentemente 
también se registran actos de violencia en los cuales, los involucrados son miembros de 
la comunidad.

xii)	 El gobierno, las compañías mineras y las organizaciones empresariales, están impli-
cados en diferentes procesos legales relacionados con los arrestos de activistas am-
bientales o de derechos humanos; o con casos en la Corte de Constitucionalidad (CC), 
en particular aquellos que desafían la legalidad de las Consultas de Buena Fe. En ese 
contexto, los presos políticos en Guatemala, se considera, existen en una cantidad muy 
elevada y, en su mayoría, son activistas ambientales, indígenas y defensores en general 
de derechos humanos.

xiii)	 Los patrones que develan los incumplimientos de los Principios Rectores también se 
evidencian en las campañas de difamación y estigmatización de las y los defensores 
de derechos humanos, fabricación de casos, falsas acusaciones, casos sin pruebas, re-
traso malicioso de los procesos judiciales, cooptación de liderazgos, y mediatización 
y chantaje a comunidades tal es el caso de las operaciones mineras de la Compañía 
Guatemalteca de Níquel en El Estor, Izabal; compra de voluntades y concertación de 
privilegios en las esferas gubernamentales, acciones de cabildeo internacional gobier-
no-empresarios, actuando como socios ante organismos internacionales; criminaliza-
ción y asesinato, imputación de delitos que no permiten medidas sustitutivas contra 
liderazgos comunitarios, lo que garantiza mucho tiempo de prisión preventiva, previo 
a sentencias.

xiv)	 Se observan acciones extrajudiciales que incluyen diferentes formas de acoso por par-
te de agentes policiales, la seguridad privada de las empresas, y los grupos armados 
no identificados. Dicho accionar comprende amenazas de muerte, vigilancia, actos de 
intimidación, asesinatos e intentos de asesinato. Ante esto, resulta importante men-
cionar que, además de la seguridad privada de las empresas, la Policía Nacional Civil 
(PNC) se encuentra dentro de la infraestructura de las empresas extractivistas como ha 
sucedido en el caso de la construcción de centrales hidroeléctricas en la Microrregión 
de Ixquisis, San Mateo Ixtatán, Huehuetenango; o es enviada a proteger las instalacio-
nes de los proyectos, las fincas, o el transporte de los inversionistas.

xv)	 Hay un sistema de diálogo fallido. Desde hace dos décadas, los gobiernos de turno 
han creado diferentes instancias a nivel presidencial para resolver los llamados “con-
f lictos” sociales que se generan por los intereses privados de empresas nacionales e 
internacionales contra los derechos de comunidades que defienden sus territorios, ri-
quezas naturales y la sobrevivencia. El cambio que experimenta esa institucionalidad
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	 gubernamental se deriva, en gran parte, por lo irreconciliable de las causas que crean 
gran parte de las disputas territoriales en Guatemala. Pero, fundamentalmente, porque 
esa institucionalidad surge “atada de manos” debido a que su origen se funda en un 
Estado copado por intereses privados de los grupos económicos y políticos más fuertes 
e inf luyentes de Guatemala, y los encargados de dirigir esa institucionalidad respon-
den, por lo general, a dichos intereses, los cuales tienen como norte inamovible, el 
resguardo de la propiedad privada por encima de los derechos humanos colectivos. Los 
procesos de diálogo han perdido mucha credibilidad y las comunidades afectadas no 
parecen obtener ningún beneficio de los mismos, ya que son utilizados frecuentemente 
para identificar a dirigentes comunitarios o defensores y defensoras de derechos huma-
nos, para después reprimirlos de diferentes maneras. La institucionalidad del diálogo 
en Guatemala, se topa con un gran muro desde su origen: resolver problemáticas cuyas 
raíces son estructurales, y que requieren de mecanismos que van más allá de mesas y 
procesos de diálogo que deben enfrentar posiciones irreconciliables; o en las que la 
correlación de fuerzas es tan desigual que el Estado y el aparato de poder económico, 
imponen sus intereses. Ese es el trasfondo de su debilidad y de su inoperancia.

xvi)	 Desde la Presidencia de la Presidencia y las fracciones del empresariado corporativo, 
pareciera estarse imponiendo maniobras que buscan debilitar el mecanismo legítimo 
de las Consultas de Buena Fe en sus diferentes modalidades que resultan ser, en la 
práctica, un mecanismo que fortalece las posiciones comunitarias, de cara a las mesas 
de diálogo y negociación que se imponen desde el Estado. Aun así, el Estado aún no ela-
bora el andamiaje normativo que soporte las Consultas Comunitarias de acuerdo con lo 
establecido en el Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) que 
el mismo Estado ratificó, en obediencia a los intereses empresariales que buscan redac-
tar un reglamento acorde con sus intereses. Al no existir un reglamento, las Consultas 
de Buena Fe tienden a perder fuerza y, al mismo tiempo, el empresariado sale airoso.



	 El 06 de julio de 2022 fue lanzada en el Centro Cultural de España en la zona 1 de la ciudad 
capital, la campaña “Libres Para Defender Nuestros Derechos” con el objetivo de:

“Dar a conocer el trabajo que realizan defensoras y defensores, mostrando 
los beneficios y logros que llevan a sus comunidades”.

La campaña se lanza en un contexto convulso para la defensa de los derechos humanos en Guate-
mala. Con un lenguaje claro, respetuoso y no confrontativo, pero firme, se incentiva a la población 
a tener respeto y empatía por las personas defensoras de la tierra y el agua, poniendo énfasis en 
los logros que han alcanzado las personas y/o comunidades y sus organizaciones defensoras de 
derechos humanos y ambientales, en el norte y sur de Guatemala, y se informa a la población que 
la defensa de derechos humanos tiene sustento legal en la Constitución Política de Guatemala, la 
Declaración de los Derechos de las y los Defensores y el Acuerdo de Escazú.

Campaña “Libres Para Defender Nuestros Derechos” 

También está dirigida a promover la incidencia, el diálogo 
y la acción de las instituciones públicas garantes de los de-
rechos humanos en Guatemala, tanto a nivel nacional como 
local. Se suma a los esfuerzos existentes por divulgar las 
problemáticas que enfrentan las y los defensores, y preten-
de contribuir a visibilizar la importancia de la labor de las 
personas y comunidades defensoras de derechos humanos 
y de aquellas cuyo propósito es cuidar, recuperar y conser-
var riquezas naturales como el agua y la tierra. 

Se realiza con el apoyo de la Generalitat Valenciana, Alianza por la Solidaridad en España, Actio-
nAid Guatemala, y las organizaciones: Comité de Unidad Campesina (CUC); Fundación Guillermo 
Toriello (FGT); Coordinación de ONG y Cooperativas (CONGCOOP); Fundación Pro-Petén; Asocia-
ción de Mujeres de Petén Ixqik; Fundación MAYA (FUNDAMAYA); y Colectivo Madre Selva.



La campaña invita a renovar las miradas y a reconocer los frutos que se cosechan en los territorios. 
Agua potable, cultivos agroecológicos, mercados de mujeres, aportes a instituciones de gobierno, 
conservación de la biosfera maya y defensa del agua, son algunas realidades que se han compartido 
gradualmente a través de las más 50 piezas de comunicación que han sido diseminadas en las redes 
sociales de Instagram, Twitter, Facebook, Tik Tok y Youtube con el hashtag #LibresParaDefender, y 
de ActionAid Guatemala.


